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Esta obra se vende al precio de 3 pesetas, en la. 
Administración de la Recisia de Legislación y Juris- 
prudencia, Cañizares, 3, 2.**, izquierda, Madrid. 
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Colección completa de leyes, reglamentos, rea- 
les órdenes, sentencias y demás disposiciones 
vigentes en materia de minería.-— En colabora- 
ción con D. Ramón Sánchez de Ocaña. — Ma- 
drid, 1890.— Agotada. 

Snplemento primero al Manual^ conteniendo to- 
das las disposiciones dictadas en la materia des- 
de 1889 hasta 1892.— Madrid, 1892.— Agotada. 

Snplemento secando al mismo Manual, cont6>-> 
niendo las disposiciones adoptadas desde 1892^ 
hasta 1896.— Madrid, 1896.— Agotada. 

Reglamento de Polleía Minera de 15 de Julio de 
1897, concordado y anotado con las disposiciones 
vigentes, precedido de una introducción históri- 
co-critica y completado con las Instrucciones 
dictadas posteriormente y reglamentos para el 
régimen de las explotaciones mineras de 1890 
y 1900.— Madrid, 1900.— Precio, 2,50 pesetas en 
Madrid y 3. pesetas en provincias. 
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NOTA PRELIMINAR 



Las importantes y radicales innovaciones que 
en el régimen de la Minería viene á introducir e^ 
nuevo Reglamento general recientemente sancio- 
nado, exigiría una detenida exposición, determi- 
nando el alcance de sus preceptos, y que justifica- 
ra los fundamentos que ban servido de base á tan 
capital reforma; mas el dictamen emitido por el 
Consejo de Estado con motivo de ella y el preám- 
bulo del Real decreto aprobatorio de la nueva dis- 
posición reglamentaria, hacen innecesario todo 
comentario, por contener uno y otro cuanto pu- 
diera decirse en apoyo, ó como ampliación de las 
prescripciones que de hoy en adelante han de regir 
para la concesión y aprovechamiento de las sus- 
tancias minerales. 

En la exposición de motivos que precede al Re- 
glamento, aparecen iifdicadas las principales mo- 
difícaciones que se introducen en el provisional 
de 1903, y en el referido dictamen del Consejo se 
examinan y analizan uno por uno todos lo precep- 
tos de aquél, con tal detenimiento, que bien puede 
decirse constituye el informe de dicho Cuerpo Con- 
sultivo un completo tratado de Legislación mine* 
ra, digno de ser consultado. 

A este fin se inserta á manera de prólogo de la 
presente obra: en él se hallarán las razones y fun- 
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damentos de las principales reformas que propo- 
ne; la verdadera interpretación de muchas de las 
disposiciones establecidas, y el sentido y alcance 
de algunas que pudieran parecer atrevidos radi- 
<5alismos ó innovaciones peligrosas y que no son 
más que el lógico y natural desarrollo de las Ba- 
ses cjontenidas en el Decreto-Ley de 1868, las cua- 
les bien puede añrmarse han carecido hasta ahora 
de la debida y necesaria reglamentación. 

Algunas diferencias se observan entre lo pro- 
puesto por el Consejo en su consulta, respecto de 
varias de l^s. cuestiones que son objeto de ella,, 
y los preceptos contenidos en el Reglamento apro- 
bado, mas no es este lugar oportuno para entrar 
en el examen de ejsas diferencias, ni para diluci- 
dar dónde está la verdad y dónde el error, si en 1^ 
resolución ó en el informe; pues contienda es ésta 
que el tiempo se encargará de decidir demos- 
trando en la práctica quién fué el equivocado. Do 
todas suertes, no cabe negar que el Reglamento 
que acaba de publicarse implica un notorio ade- 
lanto para la industria extractiva, que á su am- 
paro, y merced á las facilidades que otorga y á las 
garantías que ofrece, puede, y seguramente ha de 
adquirir, todo el impulso y desarrollo con que soñó 
el legislador de 1868 al dictar aquellas Bases que 
constituyen la esencia del derecho vigente en Mi- 
nería. 

Sólo falta para completar éste, la publicación 
de la Ley que dichas Bases ordenaba, y de sentir 
•será que, existiendo ya un Reglamento general 
y ua Reglamento de Policía minera, no se ponga 
<^ima á la empresa comenzada, sometiendo á las 
Cortes el oportuna» proyecto que de un modo defi- 
nitivo venga á regular cuanto se refiere á propie- 
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dad tan digna de protección y auxilio como es la 
propiedad minera. 

A facilitar el estudio y aplicación de las disposi- 
ciones á ella aplicables, tiende la publicación de 
la presente obra, en la que se comprende, adema» 
del nuevo Reglamento, la Ley reformada de 1859, 
el Decreto-Ley en 1868 y varias disposiciones com- 
plementarias, entre las cuales merece consignarse 
la Ley de Desagüe de Minas, reuniendo asi, en un 
solo volumen, cuanto se precisa por aquellos que 
de la Minería se ocupan y á las cuales dedica el 
autor su modesto trabajo. 

Madrid 23 de Junio de 1905. 

Máximo Sánchez de Ocaña. 
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REGLAMENTO GENERAL 



RÉGIMEN DE LA MINERÍA 



- DICTAMEN DEL CONSEJO DE ESTADO 0) 

\ 

ExcMO. Sr.: En cumplimiento de la Real orden 
comunicada por el Ministerio de su digno cargo, 
este Consejo en pleno ha examinado el Regla- 
mento general para el régimen de la Minería, 
publicado con carácter interino por Real decreto 
de 17 d0 Abril de 1903, y que antes de sancionarse 
definitivamente se somete al parecer de este Cuer- 
po consultivo á fin de que proponga las reformas 
que á su juicio deben introducirse, en disposición 
reglamentaria que tan excepcional importancia 
reviste y que tan decisiva influencia ha de ejercer 
en la marcha y desarrollo de la industria minera. 

Muchas veces, y en repetidos dictámenes, había 

(1) Suscriben este dictamen los Consejeros, Sres. D. Joa- 
quín Sánchez Toca, D. Alejandro Groizard, D. Eugenio 
Montero Ríos, D. José López Domínguez, D. José Beránger, 
D. Segismundo Moret, D. Francisco Silvela, el Marqués de 
la Vega de Armijo, D. José Echegaray, el Duque do Ve- 
ragua, D. Gabino Bugallal y D. Alberto Aguilera; formu- 
lándose dos votos particulares por los Sres. Groizard y 
Montero Ríos, el primero, referente á las sustancias de la 
segunda sección, y el segundo, encaminado á exigir la la- 
bor legal para las concesiones mineras. 



Digitized by VjOOQIC 



— 6 — 

llamado este Consejo la atención del Gobierno 
respecto á la urgente necesidad de dictar un nue- 
vo Reglamento de Minas que viniera á poner tér- 
mino á los continuos conflictos que surgían, y á 
las dificultades casi insuperables que en la prác- 
tica se presentaban, por la subsistencia de pre- 
ceptos antagónicos entre sí y que obedecían á dos 
y muy distintos criterios; pues nacidos los unos 
del régimen de libertad implantado por^l Decreto- 
Ley de Bases de 29 de Diciembre de 1868 y conse- 
cuencia los otros de los principios restrictivos de 
la Legislación de 1859, la conj un ta aplicación de 
todos ellos llevaba consigo las mayores anoma- 
lías é incongruencias, dando lugar á esa insegu- 
ridad y escasa fijeza que se nota en la juris- 
prudencia minera, no seguramente por falta de 
capacidad, ni por ignorancia de aquellos que la 
establecían, sino por la imposibilidad de amalga- 
mar prescripciones antitéticas y que se conside- 
raban subsistentes en su mayor parte. 

Tales males es de suponer se aminoren, ya que 
no desaparezcan, con la publicación del nuevo 
Reglamento, y de aquí que el Consejo no pueda 
menos de felicitarse al ver atendidas sus reitera- 
das indicaciones acerca de su necesidad y conve- 
niencia, pues si bien hubiera sido de desear el 
cumplimiento del mandato del art. 33 del Decreto 
de 1868 que ordenaba al Gobierno la presentación 
de un proyecto de ley desarrollando las Bases del 
Decreto, preciso es reconocer que, á falta de ello, 
la prescripción reglamentaria que trata de san- 
cionarse con carácter definitivo, puede suplir la 
deficiencia de aquélla, si se cuida que sus precep- 
tos llenen, las necesidades sentidas y se acomoden 
á las exigencias de la realidad, abarcando cuantos 
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'casos puedan presentarse, y previendo, en lo que 
posible es, las dudas y cuestiones á que puede dar 
lugar la concesión y laboreo de las minas y las in- 
<^idencias todas, relacionadas con la propiedad 
<iel subsuelo. 

Á este fín, el Consejo ha cuidado de analizar 
una por una las disposiciones contenidas en el 
Teglamento provisional encomendado á su exa- 
men, ó indicará claramente aquéllas que á su jui- 
"Cio merezcan modificación ó reforma, asi como las 
que en su entender deben ser suprimidas, consig- 
nando al mismo tiempo algunas otras que consi- 
dera oportuno agregar, para que resulte más 
'•completa la reglamentación á que la minería ha 
de quedar sujeta de hoy en adelante, y teniendo 
muy en cuenta las modificaciones propuestas por 
4a Dirección general de Agricultura como resu- 
enen de las opiniones formuladas por los Ingenie- 
ros Jefes de Distrito y las indicadas por algunos 
Directores de Minas y Asociaciones tan importan- 
tes como «La Unión Minera de España» y el 
•«Circulo Minero de Bilbao», que, en razonadas 
instancias, exponen la conveniencia de reformar 
"varios de los preceptos reglamentarios publicados 
provisionalmente por el Real decreto de 1903. 

Hechas estas indicaciones generales, y sin per- 
juicio de acompañar el oportuno proyecto en la 
forma que estima debe quedar redactado, pasa el 
«Consejo á examinar en detalle el Reglamento que 
motiva su dictamen. Reglamento que, precedido 
*de una ligera exposición, en la que se hacen notar 
carias de las principales innovaciones que en el 
entonces vigente se introducían, se divide en once 
<japitulos, cuyos epígrafes son: 

Clasificación y dominio de las sustancias mi- 
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nerales.— De las investigaciones mineras.— De5 
modo de conceder la propiedad minera.— Derechos^ 
y deberes de los mineros.— De la cancelación dé 
expedientes y caducidad de las concesiones. — De 
la. autoridad y jurisdicción en Minería.— De las^ 
oficinas para beneficiar minerales. — Minas reser— 
vadas al Estado, y Disposiciones generales; con-^ 
signando como prescripción final la cláusula de- 
rogatoria del anterior Reglamento é insertando 
á continuación los modelos correspondientes á los; 
preceptos en él establecidos. 



CAPÍTULO PRIMERO 

Dedicado á la clasificación y dominio de las sus- 
tancias minerales, divídese en tres artículos, de 
los cuales, el primero se limita á determinar las^ 
tres secciones que especifica el Decreto-Ley de Ba- 
ses, prescribiendo que la concesión y aprovecha- 
miento de las aguas subterráneas se regirá por la 
vigente ley de 13 de Junio de 1879 y Real orden 
de 5 de igual mes de 1883; y aunque tal prescrip- 
ción resulta opuesta al art. 4.° del mencionada 
Decreto-Ley, que clasifica entre las sustancias de 
la tercera sección las expresadas aguas, el Con- 
sejo nada tiene que oponer á ella, puesto que pu- 
blicada la citada ley con posterioridad al Decreto- 
Bases, y regulándose por ella el aprovechamiento- 
de las aguas que corren por el subsuelo, vino á 
derogar lo dispuesto en aquél y á someter á sus 
preceptos cuanto se relaciona con dicho aprove^ 
chamiento, habiéndose así reconocido en multi- 
tud de resoluciones, que de una manera clara y 
terminante han sancionado el principio de estar 
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^excluido de la legislación# minera el régimen y 
concesión de las aguas subterráneas. 

En su consecuencia, el art. 1.° del Reglamento, 
al consignar en su segundo párrafo el enunciado 
principio, se ajusta en un ^odo á la ley y á la ju- 
risprudencia, debiendo saiicionarse en la forma 
•que está redactado, sin intí^oducir en él la más li- 
-^era modificación. 

No sucede lo mismo con el art. 2.°, que á juíqío 
del Consejo debe ser reformado en dos de sus ex- 
tremos: el primero, referente alas palabras «cuya 
explotación se intente ó esté puesta en práctica», 
<í\ie huelgan por completo, y el segundo, relativo 
al párrafo último, que entra á definir el carácter 
^ue tienen las resoluciones que deciden las dudas 
acerca de la sección á que los minerales pertene- 
cen y que también debe desaparecer por innece- 
"sario. ^ 

La supresión de las palabras indicadas debe ha- 
cerse, porque la clasificación de las sustancias mi- 
nerales ha de ser previa á la concesión de las 
mismas, no pudiondo, por tanto, ser modificada 
-después de hecho el registro ó de otorgarse su 
propiedad; y en cuanto á si procede ó no recurso 
<;ontencioso contra tales clasificaciones, es inmis- 
cuirse en materia ajena por completo á la potes- 
'tad reglamentaria de la Administración, que no 
alcanza ni puede alcanzar á definir el carácter 
que revisten las resoluciones que de la misma 
emanan. 

La ley sobre el ejercicio de la jurisdicción con- 
«tencioso-administrativa de 13 de Septiembre de 
1888, reformada por la de 22 de Junio de 18ft4, y 
últimamente por la de 5 de Abril próximo pasado, 
-determina en su art. 1.° los requisitos que han de 
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reunir los aciferdos administrativos para que pue- 
dan ser recurridos ante los Tribunales de dicha, 
jurisdicción, y siendo la indicada una ley general. 
á la cual se hallan sujetas cuantas decisiones- 
adopta la Administración en cualquiera de sus- 
ramos, y habiendo de someterse á sus preceptos; 
la regulación de lo que es ó no materia conten- 
ciosa, resulta improcedente y dado á graves erro- 
res el especificar en los reglamentos la proceden- 
cia ó improcedencia de esta clase de recursos,, 
que tienen preestablecida una norma fija y segura 
á que ajustarse, sin que contra ella pueda preva- 
lecer precepto alguno que á la misma se oponga. 
y no se halle consignado en una ley ulterior. 

De consiguiente, tanto la prescripción del ar- 
tículo 2°, que queda examinada, como todas las^ 
que el Reglamento contiene de igual naturaleza,. 
y sobre las que oportunamente se ha de llamar la. 
atención , deberán ser eliminadas del proyecto,, 
quedando circunscrita la determinación de recui»'- 
sos á los propios y peculiares de la esfera guber- 
nativa, en la que, no sólo es lícito, sino necesa- 
rio, indicar concretamente cuándo termina con la 
resolución de las autoridades provinciales ó loca- 
les y cuándo cabe la alzada ante el Poder central ►. 

El art. 3."^del Reglamento, dedicado á la propie- 
dad y aprovechamiento de las sustancias minera-^ 
les de la primera y segunda sección, consigna en 
ambos párrafos un precepto que, por ser común 
á todos los mineros, tiene mejor cabida en el ca- 
pítulo que determina los derechos y deberes de 
los concesionarios ó explotadores de minas, pues^ 
refiriéndose al cumplimiento de las prescripciones^ 
del Reglamento de Policía Minera de 15 de Julios 
de 1897, su lugar adecuado es el capítulo antedi- 
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eno, donde se especifican las obligaciones gene- 
rales á que se hallan sujetos cuantos ostentan el 
expresado carácter; debiendo, pues, desaparecer 
la prescripción indicada de este artículo, para ser 
trasladada al capitulo IV. 

Respecto al mismo art. 3.° que se examina, la 
Dirección general, resumiendo aspiraciones mani- 
festadas por varios Centros y como medio de poner 
término á conflictos ya suscitados y que en ade- 
lante se han de presentar con mayor frecuencia, 
propone una adición encaminada á solucionarlos, 
cual es «que para que los escoriales y terreros me- 
talíferos puedan considerarse comprendidos en la 
segunda sección, será necesario que las oficinas de 
laboreo de que procedan los primeros estén aban- 
donadas, concurriendo igual circunstancia en los 
segundos»; prescripción que pondrá término á las 
dudas y cuestiones promovidas en varias de las 
más importantes cuencas mineras, y que han lle- 
gado á revestir verdadero caráóter de gravedad 
por no existir en la legislación precepto claro que 
solucione tan capital extremo. 

El Decreto Ley de Bases, al determinar ensuspri- 
meros artículos las sustancias minerales corres- 
pondientes á cada una de las tres secciones que es- 
tablece, declara comprendidos en la segunda «Ios- 
escoriales y terreros metalíferos procedentes de be- 
neñcios anteriores^; y aunque estas últimas pala- 
bras del legislador dan á entender de un modo ma- 
nifiesto su verdadero sentido, es lo cierto que, por 
falta de desarrollo de las Bases y no haberse si- 
quiera complementado éstas con la oportuna re- 
glamentación, se ha pretendido dar, y á veces se 
ha dado, una interpretación tan amplia y exten- 
siva al precepto, que muchos consideran que todos 
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los escoriales y escombreras son susceptibles de 
ser registrados como sustancias de la segunda sec- 
ción, cualquiera que sea su origen y los derechos 
que á las mismas puedan existir por parte de los 
dueños de las oficinas ó minas de que proce.don. 

Como se comprende, esta amplitud que á la pres- 
cripción del Decreto-Ley quiere darse, y se da por 
algunos, no cabe dentro de los términos en que 
aquella está redactada; pues es evidente, á juicio 
del Consejo, que al consignar las palabras joroce- 
derdes de beneficios anteriores, quiso significar el 
abandono d^ las explotaciones de donde procedían, 
toda vez que no podía desconocer el legislador el 
derecho de los dueños de las fábricas á disponer en 
los productos de las calcinaciones ó fundición de 
sus minerales, ni el de los concesionarios de mi- 
nas á conservar el dominio de los escombros pro- 
cedentes de sus explotaciones. 

De consiguiente, siendo, como no puede ser otro, 
el sentido y alcance del enunciado artículo del De- 
creto, conviene consignarlo con toda claridad en 
el nuevo Reglamento; pues si hasta ahora esta 
cuestión ha revestido poca ó ninguna importancia, 
por el escaso valor que los escoriales y terreros 
representaban, los adelantos de la industria, que 
hacen aprovechables unos y otros, el agotamiento 
de las minas en algunas zonas y el deseo de mu- 
chos de aprovechar, á poca costa, el esfuerzo por 
otros realizado, han agravado, y agravarán más, 
^1 conflicto que origina la errónea interpretación 
que quiere darse al precepto de las Bases, motivo 
de estas observaciones. 

Estima, pues, el Consejo, no el que se adicione 
el art. 3." del Reglamento en la forma que la Di- 
rección gerxeral de Agricultura propone, sino con- 
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signando uno nuevo en el capítulo I, en el que de 

un modo preciso se determine que los escoriales y 
terreros sólo se reputarán como sustancias de la 
segunda sección, á los efectos de ser registrables, 
en cuanto carezcan de dueño conocido y est^n 
abandonadas las oñcinas de beneñcio ó minas de 
que procedan; llevándose al capitulo que trata 
de las concesiones los preceptos complementarios 
para acreditar los anteriores extremos, conside- 
rados como indispensables para adquirir la propie- 
dad de las escorias y escombreras. 



CAPÍTULO II 

Con la denominación de «Las investigaciones mi- 
neras», se ocupa este capitulo de determinar las 
distancias á que pueden abrirse calicatas, son- 
deos ú otras labores mineras; de edificios, cami- 
nos, canales, fuentes y zonas polémicas; y aparte 
de las modificaciones de redacción que propone la 
Dirección general, y que el Consejo no encuentra 
inconveniente en que se acepten, estima oportuno 
indicar algunas consideraciones acerca del conte- 
nido de los tres artículos que á esta materia se de- 
dican. 

Nada tiene que observar este Consejo á las dis- 
tancias que, como regla general, se establecen, 
salvo Ja conveniencia de consignar una distinción 
en lo que á los caminos de hierro se refiere; pues 
aunque los 40 metros que se fijan, contados desde 
la línea inferior de los taludes, parece procedente 
cuando de ferrocarriles de servicio general se tra- 
ta, en cambio no resulta admisible si tal distancia 
se señala para las vías férreas dedicadas al trans- 
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porte de minerales, puesto que con ella se impide 
en la mayoría de los casos la explotación de muy 
extensas zonas mineras. 

Para comprenderlo, basta tener en cuenta que 
los ferrocarriles para el transporte de minerales 
se hallan generalmente enclavados á través de 
concesiones en actividad, de las cuales arrastran 
los productos, y manteniendo la distancia que el 
Reglamento establece, se^ quita una faja de 40 me- 
tros á cada lado de la línea, con más el terreno 
ocupado por ésta, ó sea cerca de 100 metros de 
anchura en toda la longitud del camino, en donde 
no cabe emprender trabajo alguno; lo que signi- 
fica un gran perjuicio para la industria extrac- 
tiva, que se ve precisada á dejar sin laboreo una 
buena porción en los yacimientos mineros. 

Para evitar este inconveniente, notado en mu- 
chas comarcas, y hacer compatible la explotación 
del subsuelo con la estabilidad de los ferrocarriles 
mineros, pudiera reducirse á 15 metros la distan- 
cia que.á estos se refiere, y que puede considerarse 
suficiente para garantir la seguridad del camino, 
sin perjuicio de que en casos* determinados dicha 
.distancia pueda ser aumentada ó disminuida, pre- 
vio expediente en que se acredite la necesidad de 
alterar en más ó en menos la regla general, ins- 
truido y resuelto en la fornia que se estatuye en el 
art. 6.** del Reglamento para análogas solicitudes, 

Otro extremo contiene el capitulo que se exami- 
na, en el artículo últimamente citado, que tam- 
bién merece analizarse por envolver una cuestión 
relacionada con el derecho de propiedad, y que se 
soluciona, en opinión del Consejo^ de modo poco 
equitativo y aun contrario á los principios que in- 
forman la legislación vigente en la materia. 
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Dice el art. 6.°, en su último párrafo, que en lo 
«tocante á e díñelos de propiedad privada, ante la 
negativa del dueño á permitir labores á menos 
de 40 metros, no cabe recurso alguno, procedien- 
do sólo la expropiación forzosa^^or causa de utili- 
dad pública»; lo que significa tanto como recono- 
cer el derecho á expropiar edificaciones que no es 
necesario ocupar para la explotación de las minas 
y obligar al minero á adquirir inmuebles que no 
precisa para sus trabajos si quiere extender éstos 
á menor distancia de lo que el Reglamento fija. 

Como se comprende por su sola enunciación, el 
precepto indicado, sobre pugnar con el principio 
que sirve de base al derecho de expropiación for- 
zosa, implica un nptorio gravamen para la mine- 
ría, que ha de optar necesariamente entre dejar 
improductiva una parte de las concesiones, 6 
adquirir edificios que no ha menester para sus 
fines; dilema que se evita fácilmente escogítando 
el medio de garantir el derecho del propietario, al 
mismo tiempo que se dejan á salvo los intereses 
del minero. 

Y, á juicio del Consejo, el único modo de compa- 
ginar ambos derechos y ambos intereses ha de ser 
asegurar al dueño del edificio los daños y perjui- 
cios que puedan irrogársele á consecuencia de las 
labores mineras ejecutadas á menor distancia de 
la reglamentaria, afianzando el concesionario de 
la mina el importe de aquéllos, fijados previamen- 
te y en la forma y con los requisitos que determi- 
ne la Ley y el Reglamento para la expropiación 
forzosa . 

De esta manera queda garantido el derecho de 
propiedad privada sin menoscabo del del minero^ 
y subsistentes ambos; bastando para ello consig- 
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ñar los correspondientes artículos en el nuevo Re- 
glamento, prescribiendo los trámites y formalida* 
des que han de preceder á la autorización que en 
tales casos haya de concederse. 



CAPITULO III 

«Del modo de conceder la propiedad minera» se 
denomina este capítulo, dedicado, como su mismo 
epígrafe indica, á establecer las reglas que han de 
observarse y los trámites que son necesarios para , 
el otorgamiento de las concesiones, consignando, 
en los 58 artículos en que está dividido, la trami- 
tación que debe darse á los expedientes desde el 
momento en que se presenta la solicitud de regis- 
tro hasta el en que se expida el título de propie- 
dad de la mina registrada; y basta iniciar el con- ' 
tenido del capítulo para reconocer toda la tras- 
-cendencia y decisiva importancia que sus precep- 
tos tienen, pues siendo la base del derecho al do- 
minio del subsuelo el título que la Administración 
, otorga, preciso es, con todo cuidado, examinar las 
prescripciones que han de establecerse para impe- 
dir los males notados y los inconvenientes que 
surgen por omisiones y deficiencias de las que vie- 
nen rigiendo desde 1868. 

La primera observación que se ocurre al exa- 
minar el art. 7.° del Reglamento provisional, y lo 
mismo en el 8.°, es la escasa formalidad que se 
exige para la presentación de las solicitudes de 
registro, pues basta la firma de cualquier persona 
para reconocer el derecho que de la instancia se 
deriva, sin exigir la identi|icación de la misma, ni 
cerciorarse de la legitimidad de aquélla; de donde 
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resulta fácil, y en ocasiones ha tenido lugar, la 
suplantación de nombres, y con ella un medio de 
eludir las responsabilidades inherentes á todo con- 
cesionario, cuando no perjuicio para un tercero,, 
ajeno por completo á la solicitud deducida. En su 
consecuencia, y mereciendo la cuantía y natura- 
leza en los derechos y obligaciones que se crean 
al amparo de toda concesión minera, asegurar la 
verdadera personalidad del que lo solicita, deberá 
exigirse se acredite la legitimidad de la firma por 
medio de testimonio notarial, y en el caso de ha- 
cerse el registro á nombre de otra persona, el 
oportuno poder en legal forma; consignándose en 
los citados artículos, y en párrafo aparte, el cum- 
plimiento de dichos requisitos, que impedirán la& 
informalidades que en este punto pueden come- 
terse. 

Y hecha esta indicación respecto al contenido 
de los arts. 7.° y 8.°, queda por hacer otra de ma- 
yor trascendencia acerca del primero, que al esta- 
blecer las formalidades que han de llenarse para 
obtener las sustancias de la segunda sección, ha 
prescindido de la consideración expuesta al tratar 
del art. 3.°, referente á los escoriales y terreros, 
omitiendo asimismo la determinación de reglas 
claras y concretas para la debida observancia de 
lo prevenido en el art. 20 del Decreto-Ley de Bases 
respecto al caso de que en un mismo terreno exis- 
tan sustancias de la segunda y tercera sección. 

Sobre el primer extremo, ya ha manifestado el 
Consejo, al tratar del capítulo I, la necesidad de 
declarar de un modo terminante, que los escoria- 
les y terreros sólo pueden reputarse como mine- 
rales de la segunda sección, y concederse como 
tales, por tanto, cuando procedan de oficinas ó mi- 
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ñas abandonadas y carezcan de dueño conocido; 
habiendo indicado también la precisión de llevar 
al capítulo que de estas concesiones trata las opor- 
tunas prescripciones. Es, pues, el momenlo ade- 
cuado para determinar éstas, y entiende el Consejo 
que dentro del mismo artículo ó formando otro dis- 
tinto, debe especificarse que cuando las sustancias 
de la sagunda sección que se solicite sean escorias 
ó escombreras metalíferas, habrá de consignarse, 
á ser posible, las oficinas ó minas de que procedan 
y si unas ú otras se hallan abandonadas; y ¿n todo 
caso, se dará audiencia á los que se consideren con 
derecho á la propiedad de los escoriales ó terreros 
registrados, no otorgándose la concesión hasta 
tanto quede resuelta la contienda acerca del do- 
minio de las ex}^>resadas sustancias minerales. . 

En cuanto á los demás de la misma sección quo 
no sean los indicados, aparte de las reglas esta- 
blecidas en el art. 7.° y de las anteriormente pro- 
puestas, hay que tener en cuenta el precepto ci- 
tado del art.. 20 del Decreto- Bases, que da derecho 
al concesionario de minerales de la tercera sección 
á explotar los de la segunda que existan en el 
mismo terreno, sin necesidad de nueva concesión 
y el caso de incompatibilidad del aprovechamiento 
de unas y otras sustancias, por ser imposible ex- 
plotar separadamente ambas á la vez, reglamen- 
tándose cuanto se refiere á estos extremos en for- 
ma que no quede duda respecto al derecho de cada 
cual, ni dé lugar á las múltiples cuestiones que 
hoy se originan, por falta precisamente de esa re- 
glamentación que se propone. 

Completados con las anteriores indicaciones los 
artículos 7.** y 8.°, los restantes que el Reglamento 
dedica á la tramitación de los expedientes no exi- 
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gen otras reformas que las de reducción, que en su 
nota ha propuesto la Dirección general de Agri- 
cultura, hasta el señalado con el nüm. 18, en el 
cual se consigna un precepto que el Consejo no 
considera legal ni equitativo. 

Prescribe dicho articulo que «los Gobernadores 
denegarán la admisión de toda solicitud hecha en 
nombre de dos ó más individuos cuando no hagan 
constar que han constituido sociedad en forma 
legal», disposición que contraría los principios no 
sólo de la legislación minera, sino de todas las le- 
gislaciones, que en modo alguno prohiben el que 
la propiedad de los bienes, sean muebles ó inmue- 
bles, recaiga en más de una persona, ya individual, 
ya colectiva, y que, además, implica una lesión y 
gravamen enorme para aquellos que voluntaria ó 
necesariamente tienen el condominio de un regis- 
tro ó de una concesión. 

En prueba de ello, recordará el Consejo un caso 
ocurrido no ha mucho en una de las principales 
provincias mineras, en la que el Gobernador de- 
negó la inscripción de una mina á nombre de dos 
hermanos que eran condueños de ella por heren- 
cia de su padre, exigiéndoseles, para poder apare- 
cer como tales propietarios, la formación de una 
Sociedad civil ó mercantil, y viéndose los intere- 
sados en la dura necesidad de renunciar á inscri- 
bir la concesión á su nombre ó de constituir la So- 
ciedad á que les obligaba la resolución guberna- 
tiva, dictada al amparo de un precepto reglamen- 
tario. 

Como se comprende, disposición que conduce á 
tales absurdos y que no tiene fundamento en nin- 
gún principio legal, no cabe prevalezca; debiendo 
ser suprimida y sustituirse por otra en que se exija 
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que los partícipes en un registro ó concesión debe- 
rán estar representados ante la Administración 
por uno de ellos, apoderado en legal forma, y el 
cual representará á todos los solicitantes ó con- 
dueños; limitación única que cabe imponer y que 
viene á sustituir con ventajad la actualmente es- 
tablecida, sin ofrecer los graves inconvenientes 
que ésta lleva Consigo. 

Acerca de los artículos 19 al 24 inclusive, nada 
tiene que alegar el Consejo, como no sea el que se 
indique no se ordenará la demarcación hasta que 
sea firme la providencia del Gobernador desesti- 
mando las oposiciones, si las hubiere; y respecto 
al art. 25, conviene determinar que en ningún caso 
podrá prorrogarse por más de seis meses el plazo 
para practicar dicha operación. 

Dada la decisiva importancia que ésta tiene, no 
sólo para el registrador de la mina que se demar- 
ca, sino p^ra todos los dueños de concesiones limí- 
trofes y próximas, debe hacerse la notificacion.de 
que habla el art. 26 á todos ellos sin excepción al- 
guna, fijándose, no el amplío plazo de ocho días, 
sino el en que y la hora que la demarcación ha dé 
practicarse, previniendo se reputará como nula si 
no se practicase con todos los requisitos mencio- 
nados. 

. Por último, y para terminar lo que á las demar- 
caciones se relaciona, el Consejo, aparte de acep- 
tar las ligeras modificaciones propuestas por la 
Dirección y de indicar la conveniencia de que se 
determinen las responsabilidades en que los Inge- 
nieros incurrirán por los errores que cometan y el 
incumplimiento de las prescripciones establecidas, 
no puede menos de hacer notar la omisión que en 
el Reglamento se observa acerca de las formali- 
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dades con que ha de realizarse el amojonamiento 
de las concesiones mineras, operación que consi- 
dera esencial para el régimen de la minería y com- 
plemento inmediato de las demarcaciones, que ca- 
recerán de toda eficacia si no van eeguidas del 
acto de amojonar en debida forma el terreno des- 
lindado. 

Por lo tanto, es preciso, si no se quiere, hacer 
ilusoria la demarcación, que. á ésta suceda el amo- 
jonamiento, practicado, no del modo que hoy se 
realiza, mediante la fijación de estacas que des- 
aparecen á voluntad de los interesados, sino de 
una manera estable y que ofrezca las necesarias 
garantías; consignando el precepto de que no será 
aprobada ninguna deínarcación ni otorgada nin- 
guna mina, sin que se haya realizado el amojona- 
miento de conformidad con lo que el Reglamento 
determina ó prescriban las Instrucciones que al 
efecto se dicten; pues opina el Consejo que, dada 
la trascendencia que tanto la demarcación como 
el amojonamiento tienen para la estabilidad del 
derecho minero, procede que por él Gobierno, y 
previo un detenido estudio de ambos extremos, se 
proceda á formar una concreta y minuciosa Ins- 
trucción que, ampliando las prescripciones de la 
publicada en 24 de Junio de 1901 y completada con 
nuevas reglas, ponga remedio á las deficiencias 
notadas con el sistema seguido hasta el pre- 
sente. 

Concluido cuanto con las demarcaciones se re- 
laciona, pasa el Reglamento á ocuparse de la tra- 
-joiitacion subsiguiente hasta el otorgamiento del 
título de propiedad de las concesiones, y en todos 
los preceptos que en este punto contiene, transcri- 
tos en su mayor parte del Reglamento de 1868, 

2 
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únicamente la redacción de algunos merecería 
fijar la atención del Consejo si no hubiera sido ya 
corregida con acierto por la Dirección de Agricul- 
tura; y respecto á la renuncia y subdivisión de las 
concesiones, materia de que á continuación se 
ocupa, tampoco contiene prescripción digna de ser 
notada, toda vez que, respetando los principios del 
derecho de propiedad, conserva integro el concep- 
to de la unidad minera establecido en el Decreto- 
Bases. 

Tan sólo entiende el Consejo que, en lo que á las 
demasías atañe, y por razones que á continuación 
se expresan, procede aplicar el mismo criterio que 
para la división de pertenencia se acepta, puesto 
que, según se indicará, la demasía, una vez otor- 
gada, adquiere vida propia é independiente de la 
mina á que debe su origen, procediendo, en su con- 
secuencia, reformar el último párrafo del art. 54 
de acuerdo con este principio. 

Y aquí llega el Consejo, en el examen del Regla- 
mento, á la importante cuestión de las demasías, 
una de las más controvertidas dentro de la legis- 
lación minera, debido sin duda á la falta de des- 
arrollo del único precepto del Decreto-Ley que de 
este punto sé ocupa, redactado en términos gene- 
rales como cumplía al propósito del legislador, que 
nunca pudo creer no llegara á dictarse la ley que 
prescribía, y en la que seguramente se hubieran 
detallado las condiciones y requisitos que habían 
de reunir los espacios francos existentes entre mi- 
nas ya concedidas para poderse respetar como de- 
masías^ el derecho que á éstas pudieran tener los 
dueños de concesiones colindantes. 

Esta falta en preceptos legales que regulasen 
cuanto á las demasías se refiere, ha tenido que 
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-ser suplida por resoluciones aisladas recaídas en 
«ada caso, no siempre armónicas y entre sí confor- 
mes; pues si bien acerca de algunos extremos la 
jurisprudencia ha sancionado el mismo criterio, 
en otros muchos, la disparidad es tan notoria y la 
^contradicción tan manifiesta, que urge poner tér- 
mino á ello, aprovechando el nuevo Reglamento, 
para afirmar reglas precisas que impidan en ade- 
lante la anarquía existente en punto tan esencial 
para la minería. 

Ya en los artículos que el Reglamento dedica á 
^sta materia, resuélvense de modo procedente no 
pocas de las dudas suscitadas, é interpretando con 
acierto las prescripciones del art. 13 do las Bases, 
determina el verdadero concepto de la demasía, 
exige la firmeza de las concesiones que la origi- 
nan, prevé los varios casos que pueden presentar- 
se, tales como la renuncia de una.mina colindante 
y la existencia de la divisoria de dos ó más provin- 
cias limítrofes, y regula la tramitación de las so- 
licitudes. 

. Mas á estas reglas considera e.l Consejo conve- 
niente añadir algunas otras que impidan interpre- 
' taciones erróneas, y completen la verT!^§dera doc- 
trina, tanto en lo que al concepto de las demasías 
80 refiere, como en lo que á su otorgamiento ó con- 
cesión se relaciona. 

Acerca de este último punto, previene el art. 58 
del Reglamento que, una vez firme la concesión 
que origine la demasía, el Gobernador dispondrá 
se notifique su existencia á los propietarios limí- 
trofes, y se anuncie en el Boleiin oficial para qua 
pueda solicitarse en el término de treinta días si 
no lo hubieran ya hecho; es decir, que autoriza se 
-solicite la demasía tan pronto como es conocida 
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su existencia, ó á partir de la notificación al co- 
lindante, ó desde la publicación en el Boletín; sis- 
tema dado á graves y abusivas prácticas y que- 
viene á establecer una preferencia entre los con- 
cesionarios que puedan tener derecho al terreno, 
puesto que la notificación no cabe hacerse á todos 
simultáneamente, ni conocerse por todos al mis- 
mo tiempo el resultado de las demarcaciones d^ 
las minas que la producen; de donde resulta un 
privilegio á favor del primero á quien se notifique 
ó se entere de que la demasía existe. 

Para evitar esto, procede unificar el momento 
en que es posible pres3ntar la solicitud y conceder 
un plazo prudencial para que la existencia de te- 
rreno franco sea conocida de cuantos tengan de-^ 
recho á él, siendo el único medio de conseguir tal 
resultado, el prescribir se anuncie la demasía en 
el Boletín oficial, para que los propietarios de mi- 
nas limítrofes puedan solicitarla en el plazo de 
treinta días, contados desde los ocho siguientes á 
la publicación del anuncio, debiendo mediar est^ 
último lapso de tiempo, á fin de que dicho anun- 
cio sea conocido d3 cuantos estén interesados en 
«la obtención del terreno; disponiendo asimismo 
será nula toda solicitud deducida antes de comen- 
tar el indicado plazo, en el cual, comg en todos 
los que S3 cuentan por días, habrán de descon- 
tarse los festivos. 

Con este procedimiento, que, según se dirá opor- 
tunamente, debe hacerse extensivo á la publica- 
ción de los acuerdos cancelando registros, cadu- 
cando minas y declarando los terrenos francos y 
registrables, se pondrá coto á las irregularidades 
observadas en la práctica, y se establecerá la 
igualdad de derechos que debe existir entre todo» 
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los interesados en obtener la concesión de minas 
ó demasías. 

En cuanto al verdadero concepto de éstas, á la 
definición que el. Reglamento consigna debe aña- 
dirse la circunstancia de que, cuando el terreno 
Jio esté cerrado en todo su perímetro por conce- 
siones firmes, bastará que entre cada vértice y el 
inmediato de la concesión más cercana no haya 
4nás de 100 metros de distancia,; y', finalmente, 
respecto á demasías, viene discutiéndose de an- 
tiguo si ésta debe comprender todo el espacio 
franco existente entre varias minas y correr por 
jentre todas ellas, cualquiera que sea su extensión 
j las líneas de contacto que con las mismas tenga, 
6 si, por el contrario, procede otorgar á cada due- 
ño de concesión la parte de terreno correspondien- 
te á las líneas de sus respectivas demarcaciones. 

Bien sabe el Consejo, que de estos dos opues- 
tos criterios, viene prevaleciendo el primero y 
concediéndose las demasías con sujeción á él; 
pero, al mismo tiempo, no puede menos de hacer 
-constar que, á su juicio, el sistema adoptado, so- 
bre dar lugar á enojosas y continuadas cuestio- 
nes entre los concesionarios de minas y demasías, 
no se aviene con el principio que informa el ar- 
tículo 13 del Decreto-Ley, que, al tratar de este 
extremo, prescribe se dé la demasía al dueño de 
la mina limürofe que primero lo solicite; y aunque 
el precepto se circunscribe á esta declaración, las 
mismas palabras empleadas dan á entender que 
tales espacios sólo deben adjudicarse en la parte 
que^ lindan con cada concesión, y que la práctica 
observada de otorgarse cualquiera que sea su ex- 
tensión y las minas por que atraviese, constitu- 
ye una corruptela y una falsa interpretación del 
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precepto dal legislador, que nunca pudo pensar 
seguramente fuese aplicado con tan erróneo cri- 
terio. Procade, pues, en opinión dal Consajo, res-' 
tablecer lo que sin duda fué el principio funda- 
mental de la Base 13 del Decreto, determinando- 
que en lo sucesivo no se otorgarán los espacios de 
terrenos que constituyen las demasías sino en la 
proporción correspondiente á las líneas de con- 
tacto con las concesiones limítrofes, y sólo por 
renuncia de éstos podrán concederse á los dueiios 
de las minas inmediatas ó á cualquier particular 
ó Sociedad que lo pretendan. 

Con tales prescripciones y la de exigir que la de- 
marcación y amojonamiento de las demasías se 
ajuste á lo prevenido para las minas, se tendrá 
una reglamentación adecuada á la naturaleza de 
aquéllas y se conseguirá, en cuanto cabe, desapa- 
rezcan las dificultades hoy existentes por falta de 
reglas claras y precisas á que atenerse respecto- 
á la materia que queda examinada. 

Termina el capítulo III, motivo de las preceden- 
tes observaciones, regulando cuanto se refiere á 
la apertura 'de galerías generales de investiga- 
ción, desagüe y transporte, sin que acerca de esté 
punto se ocurra más modificación que la de coa- 
signar algún precepto para los desagües superfi- 
ciales en minas que se explotan á roza, abierta, y 
que debieran llevarse de modo que perjudique ló- 
menos posible las demás concesiones que se atra- 
viesen, indemnizando, como en los demás casos^ 
los perj uicios que se ocasionen 
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CAPÍTULO IV 

«Derechos y deberes^ de los mineros» es la de- 
nominación de este capitulo, que empieza por 
prescribir la obligación de los dueños de minas y 
explotadores de las sustancias de la primera y se- 
gunda sección, de cumplir las leyes y reglamentos 
aplicables á las industrias minera y metalúrgica, 
entrando después á determinar cuáles son los in- 
dicados deberes y derechos; y siguiendo el orden 
en que de ellos se ocupa, el Consejo indicará, como 
lo viene haciendo en el curso de este dictamen, 
las reformas ó adiciones que en su entender deben 
introducirse. 

El primer precepto del capítulo, digno de fijar 
la atención, es el contenido en el art. 68, que fa- 
culta á los registradores mineros para ejecutar 
labores durante la tramitación del expediente, si 
bien con la cortapisa de no poder disponer de los 
minerales mientras no se haya obtenido el título 
de propiedad; y aunque esta limitación aminora en 
parte los graves inconvenientes que semejante fa- 
cultad ofrece, considera el Consejo debe desapare- 
cer del Reglamento, tanto por carecer de funda- 
mento legal, como por los abusos á que el sistema 
se presta. 

El registro minero da únicamente derecho a la 
concesión solicitada en cuanto sea posible, y no 
hay motivo alguno que aconseje permitir el labo- 
reo del terreno pretendido, que podrá ó no llegar 
á otorgarse, siendo incomprensible se autorice la 
ejecución de trabajos sin antes expedirse el co- 
rrespondiente título. 
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En ninguna de las concesiones que el Estado 
otorga, permite la realización de obras sin que 
aquéllas sea,n definitivas; y con menos razón 
deben autorizarse tratándose de concesiones mi- 
• ñeras, las cuales, por su especial índole, se pres- 
tan á prácticas arbitrarias y á consecuencias no 
siempre remediables. 

Procede, pues, en opinión del Consejp, suprimir 
por completo el mencionado artículo, sustituyén- 
dole por otro en que se declare precisamente lo 
contrario, esto es, que hasta tanto que las conce- 
siones de minas ó demasías sean firmes y ejecu- 
torias, no podrá realizarse labor alguna en el te- 
rreno que las mismas comprendan. 

Las disposiciones de los artículos 69 al 72, no 
son otra cosa que el cumplimiento del 26 del De- 
creto-Bases y de las consignadas en la ley general 
de Aguas de 1879 y en la de Desagüe de minas 
de 1889, con las cuales se hallan en armonía, no 
mereciendo, por tanto, la menor observación por 
parte delConsejo que, en cambio, estima necesa- 
rio ocuparse con algún detenimiento del precepto 
contenido en el art. 73, referente al derecho de 
expropiación en minería. Materia es esta también 
que ha motivado multitud de cuestiones, y en la 
que han existido muy opuestos criterios; soste- 
niéndose por unos, que el derecho del minero á 
expropiar el terreno necesario para sus- explota- 
ciones se limita tan sólo á la superficie de su mina, 
mientras aue por otros se mantiene el principio 
de que dicno derecho alcanza á todo el terreno 
que sea preciso para el desarrollo de su industria. 

La jurisprudencia, varia en este punto, como en 
todos los que con la legislación minera se rela- 
ciona, no ha conseguido fijar de un modo defini- 
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tivo el verdadero principio aplicable á la rosolu- 
ción de las dudas surgidas en asunto de tan vital 
interés para la minería; y al ser dictado el Regla- 
mento provisional, objeto de la presente consulta, 
reconociéndose la precisión de decidir tal extremo 
X5on un criterio definitivo, se llevó al art. 73 la so- 
lución del conflicto, resolviéndose con arreglo á 
la opinión más generalmente admitida, «que no 
cabe expropiar más superficie que la que corres- 
ponde alas pertenencias propias del dueño de la 
mina que solicita la expropiación. 

No niega el Consejo, que el principio á que se 
ajusta el precepto reglamentario tiene en su apo- 
yo resoluciones varias; mas al mismo tiempo hay 
que reconocer la fuerza incontrastable de los ra- 
zonamientos aducidos en contra de este criterio 
pbr entidades como «La Unión Minera Española» 
y el «Círculo Minero Bilbaíno», que en las instan- 
cias presentadas solicitan la modificación del pre- 
cepto, alegando fundamentos tan atendibles y ex- 
poniendo casos prácticos de tal naturaleza, que 
la misma Dirección de Agricultura, que redactó 
el Reglamento, reconoce la conveniencia de sus- 
tituir las prescripciones del art. 73' con otras más 
armónicas con las verdaderas necesidades de la 
minería. 

Es indudable, que circunscribir el derecho de 
expropiación á la superficie de la respectiva mina, 
es tanto como hacerle totalmente ilusorio, pues 
dado el desarrollo que la industria minera ha al- 
canzado, los sistemas de laboreo que se utilizan, 
la necesidad de establecer grandes fábricas para 
su explotación y las vías de transporte precisas 
para dar salida á sus productos, exige, en la ma- 
yoría de los casos, la ocupación de extensas zonas, 
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que forzosamente han de salirse del límite de las 
concesiones. 

Y hasta tal punto es esta una necesidad que Sv> 
impone, que á pesar de las disposiciones dictadas 
en sentido restrictivo y contra el criterio que el 
Reglamento mantiene, se han expropiado terre- 
nos que no eran los de la^super^cie de la mina, 
para el establecimiento de lavaderos, escombren- 
ras, oficinas de laboreo y transportes mineros, 
reconociéndose que el negar este darecho y limi- 
tar la ocupación al solo perímetro de las conce- 
siones, equivale á dejar éstas improductivas y 
hacer imposible, en muchos casos, la explotacióu 
del subsuelo. 

Por otra parte, la industria minera en España 
representa una de las principales riquezas del 
país; á su amparo viven y se desarrollan otres 
muchas industrias dignas de protección y auxilio, 
y merced ^ ella, millares de obraros encuentrfi^n 
trabajo y subsistencia; siendo racional y justo, 
que beneficios otorgados á concesiones ferrovia- 
rias, aprovechamientos de aguas, desecación áe 
terrenos, construcción de caminos y tantas otras 
explotaciones de menos interés, sean también con- 
cedidos á la minería, cuya importancia y valor 
iguala, si no excede, á las otras industrias ó apro- 
vechamientos mencionados. 

Únicamente se decidiría el Consejo, á pesar de 
estas consideraciones, á mantener en toda su in- 
tegridad la restricción del art. 73 que se examina, 
si tuviera ésta en su apoyo algún precepto legal 
que así lo estatuyese; mas como resulta que, lejos 
de existir tal prescripción, la consignada en la 
Base 27 del Decreto-Ley, única que regula este pun- 
to, al determinar que «los mineros se concertarán 
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libremente con los dueños de la superflctt acerca de 
la extención que necesiten ocupar para sus explo- 
taciones», no establece limitación alguna, ni pre- 
ceptúa que la superficie que menciona sea la de 
las respectivas concesiones, considera procedente 
la reforma que la Dirección indica, y que debe 
redactarse el art. 73 de acuerdo con lo que dicho 
Centro propone, toda vez que, á las razones de 
interés y pública conveniencia que quedan ex- 
puestas, se agrega el precepto legal enunciado, 
que al no establecer la menor distinción, sanciona 
y corrobora este criterio, único en que puede ins- 
pirarse el Reglamento, si sus preceptos han de 
responder á las verdaderas necesidades de la in- 
dustria extractiva en cuestión de tan capital inte- 
rés para la misma. 

Resuelto este punto en la forma indicada, y si- 
guiendo el examen de las obligaciones y deberes. 
de los mineros, se observa que los consignados en 
los arts. 74, 75 y 76 son reproducción de los pres- 
critos en el Reglamento de Policía minera, y aun- 
que por hallarse ya en éste no eran precisos en el 
que se analiza, tampoco huelga sancionarlos una 
vez más, sucediendo lo mismo con lo dispuesto en 
el primer párrafo del art. 77. 

Por el contrario, consigna como final este ar- 
tículo un precepto que no se aviene con la doctrina 
sustentada por el Consejo respecto á las demasías, 
pues según deja indicado al tratar de esta mate- 
ria, la demasía, una vez concedida, adquiere exis- 
tencia propia é independiente de la concesión á 
que debe su origen; tiene distinto terreno al de 
ésta, límites concretos y determinados, extensión 
fija y conocida, título de propiedad diferente al de 
la mina de que toma nombre, y hasta puede ser^ 
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otorgada á un tercero que ningún derecho tenga 
á concesiones anteriores. 

De consiguiente, el declarar que las demasías 
constituyen' un todo indivisible con la mina á que 
se agregan, el prohibir su libre enajenación con 
independencia de ésta y el consignar, como lo hace 
el art. 77, que la renuncia de toda concesión lleva 
consigo la de las demasías anejas á la misma, es 
limitar el derecho de propiedad reconocido por el 
legislador, que al autorizar el otorgamiento de los 
espacios francos existentes entre minas, no esta- 
blece tales restricciones, sino que los sometfe á las 
reglas y principios generales que rigen para todas 
las concesiones. * 

Puede, en su virtud, el minero renunciar la mina 
y conservar la demasía, y viceversa, así como 
puede enajenar separadamente una ú otra, no 
siendo legal ni equitativo obligar á la conserva- 
ción de una mina ya agotada ó improductiva para 
seguir en posesión de la demasía, del mismo modo 
que tampoco se exige la conservación del total dj 
las pertenencias otorgadas para seguir siendo 
<iueño de la concesión obtenida, y de aquí que. 
deba desaparecer el último párrafo del art. 77, 
contrario á estas indicjtciones. 

Los demás artículos del IV capítulo del Regla- 
mento resultan procedentes, sin que en ellos haya 
•que introducir más adiciones ni reformas que in- 
cluir en el art. 79 las sustancias de la segunda sec- 
ción, entre las que pueden explotar los concesio- 
narios de la tercera, según lo expuesto en el ar- 
tículo 20 del Decreto-Bases y queda indicado ál 
tratar del cap. III del Reglamento, referente al 
fnodo de conceder la propiedad minera. 
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CAPÍTULO V 

fDe la cancelación de expedientes y caducidad 
de concesiones», se ocupa este capítulo; y en su 
primer artículo, señalado con el núm. 82, se deter- 
minan los casos en que procede declarar sin cursa 
y fenecidos los registros mineros, enumerándolos 
detalladamente y prescribiendo la forma en que se 
ha de decretar la cancelación. 

Nada tiene que oponer el Consejo á tales pres- 
"cripciones, que llenan por completo los fines para 
que se establecen; mas cree conveniente se añada 
alguna otra encaminada á poner término á una co- 
rruptela muy generalizada y con la que es preciso 
acabar. 

Ocurre con sobrada frecuencia, que registros 
presentados no se tramitan, conservándolos años 
y años subsistentes sin llegarse á demarcar, ni 
mucho menos á expedirse el correspondiente títu- 
lo, medio por el cual se evita la presentación de 
nuevas solicitudes y se mantiene el derecho á la 
concesión sin satisfacer canon ninguno, y aunque 
á remediar este mal tiende el precepto de la can- 
celación de los expedientes determinada en el caso 
cuarto del citado artículo., ó sea cuando transcurre 
el: año sin otorgar la concesión, como quiera que 
si al eitpirar dicho plazo acude el interesado "ma- 
nifestando no desiste de su pretensión, vuelve á 
revivir su derecho, resulta ilusoria en la práctica 
semejante prescripción, que de un modo implícito 
viene á autorizar el abuso notado. 

Para poner término á él, debe exigirse que los 
Ingenieros Jefes den cuenta trimestralmente á los 
Gobernadores, y éstos á su vez á la Dirección ge- 
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neral da Agricultura, de los expedientes de regis- 
tros no ultimados durante el año, especificando 
las causas que hayan impedido el otorgamiento 
de la concesión, acordándose por el Ministerio en 
tales casos lo que resulte procedente, y exigiendo 
las responsabilidades á que haya lugar cuando el 
retraso tenga por origen el incumplimiento de las 
disposiciones establecidas. 

De este modo podrá impedirse el que se vengan 
detentando, si no de hecho de derecho, grandes 
extensiones mineras, en daño del Estado, que deja 
de percibir el canon debido, y con perjuicio del in- 
terés privado, que se encuentra en la imposibili- 
dad de solicitar esos terrenos por no haberse de- 
clarado francos y registrables. 

Acerca de la caducidad de las concesiones mine- 
ras, materia del art. S3 del Reglamento, preciso 
es suprimir el cuarto caso que en el mismo se in- 
dica, ó sea cuando una concesión resulta otorga- 
da sobre otra más antigua, que no se ha caducada 
en la forma que determina la Ley; y entiende el 
Consejo que procede esta supresión, porque el 
motivo expresado podrá ser causa de nulidad, 
pero no de caducidad, de las concesiones. 

El Decreto-Bases no reconoce otros motivos para 
caducar el derecho de los concesionarios de mi- 
nas que. la renuncia y la falta de pago del canon, 
y en su consecuencia el Reglamento no puede 
añadir nuevas causas á las dos enunciadas, salvo 
la prescrita en la Ley de 1." de Agosto de 1889, por 
no satisfacer el canon de desagüe que la misma 
exige en los casos que taxativamente determina. 

Opina, pues, el Consejo debe desaparecer en 
toda su integridad el párrafo cuarto del referida 
articulo, con tanto mayor motivo cuanta que en 
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el 93 se prevé el mismo caso y se prefija la solu- 
ción que ha de adoptarse . 

Los arts. 84 y 85 regulan los recursos proceden- 
tes contra la cancelación de expedientes y decla- 
raciones de caducidad, y si bien el primero iio re- 
quiere reforma, en el segundo es necesario poner 
su primer párrafo en armonía con la nueva orga- 
nización dada á lo contencioso-administrativo; y 
aunque el Consejo propondría se concediese el re- 
curso de alzada ante el Ministro contra las provi- 
dencias de los Gobernadores en materia de cadu- 
cidad, por no ser lógico que asuntos de tan reco- 
nocida trascendencia terminen gubernativamente 
en la esfera provincial, cuando otros de mucha 
menor importancia requieren la intervención del 
Ministerio, se abstiene de consultar en este senti- 
do por existir preceptos legales que lo impiden, 
limitándose á hacer la indicación, por si se consi- 
dera atendible el día en que se proceda á la refor- 
ma de la legislación de minas, con tanta insisten- 
cia reclamada. 

Dedí canse los siguientes artículos reglamenta- 
rios, hasta el 93, al procedimiento que ha de se- 
guirse para la caducidad y subasta en las conce- 
siones, y para la renuncia de las mismas, estable- 
ciendo prescripciones de conformidad con los Re- 
glamentos dictados por el Ministerio de Hacienda 
en este punto, y dando cabida á algunas prácticas 
sancionadas por la jurisprudencia, tales como la 
de poder recuperar las minas caducadas hasta el 
momento de celebrarse la tercer subasta sin efec- 
to, y la de no sacarse á pública licitación las con- 
cesiones sin ser firme y ejecutoria la declaración 
de caducidad; no siendo preciso, al parecer del 
Consejo, modificar ninguno de estos preceptos, ni 
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adicionarlos con otros complementarios, por com- 
prenderse en ellos cuantas reglas y formalidades 
se han considerado bastantes para condicionar los 
indicados extremos. 

Los tres últimos artículos del capítulo V se ocu- 
pan, de reglamentar lo relativo á la admisión de 
solicitudes de terrenos declarados francos y re- 
gistrables á consecuencia de las cancelaciones, 
caducidades y renuncias, y en ellos se imponen 
dos reformas que garanticen el derecho de todos 
cuantos aspiran á la propiedad de las sustancias 
minerales. 

Deja expuesto el Consejo, al ocuparse de las de- 
masías, la necesidad de que el plazo para que 
puedan solicitarse empiece, no á contarse desde la 
publicación de su existencia, sino desde los ocho 
días siguientes al anuncio inserto en el Boletín de 
la provincia, señalando como motivos para ello el 
impedir preferencias y privilegios en favor de 
aquellos á quienes llega antes el periódico oficial 
ó saben confidencialmente la existencia de la de- 
masía; y si tan convincentes razones abonan la 
solución indicada, qs indudable debe adoptarse 
análoga cuando de la publicación de terreno fran- 
co se trata, pues no es justo pueda solicitarlo el 
que habita en la capital de la provincia y se ente- 
ra del anuncio el mismo día de la publicación, que 
el que reside fuera de ella y no puede conocerlo 
hasta pasado algún tiempo. 

Debe, pues, incluirse en el Reglamento la pres- 
cripción correspondiente de acuerdo con este cri- 
terio, y determinar que las solicitudes pidiendo la 
concesión de terrenos declarados francos y regis- 
trables no podrán presentarse sino á contar de los 
ocho días siguientes á la publicación del anuncio, 
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y que serán nulas é ineficaces las deducidas antee 
de dicho plazo. 

También procede modificar el precepto del ar- 
tículo 94, que niega personalidad para impugnar 
las solicitudes de registro á los que con posterio- 
ridad pretenden el mismo terreno á que aquéllas 
se refieren, puesto que pudiendo ser nulo el primer 
registro por no estar presentado en debido tiempo 
ó carecer de las formalidades necesarias, y exis- 
tiendo un derecho á favor del segundo ó ulterior 
peticionario,, no cabe negar personalidad á éste 
para oponerse al primero, ni dejar prevalezcan so- 
licitudes nulas ó improcedentes, por falta de im- 
pugnación y por no depurarle en el debido expe- 
diente las protestas que se formulen respecto á la 
validez de cualquier registro minero. 

No queda por analizar, dentro del capítulo V, 
más disposición que la consignada en el art. 93, 
que expresamente ha dejado sin examen este Con- 
sejo, por considerar que su contenido, así como el 
de los. arts. 136 y 137, intercalados entre las dispo- 
siciones generales, debe ser objeto de un nuevo ca- 
pítulo que con la denominación de «Superposición, 
deslinde y rectificación de minas», se incluya en 
el Reglamento entre Ips señalados con los núme- 
ros V y VI. 

Es materia tan grave y delicada cuanto se rela- 
ciona con la rectificación y nulidad en las conce- 
siones mineras, que no cabe tratarla de un modo 
incidental y sin la debida detención, como en el 
Reglamentó provisional se hace, pues sabido es 
que las más difíciles cuestiones que en minería se 
presentan, y lo que da lugar á las más enconadas 
contiendas, tiene su origen en las superposiciones 
de unas minas á otras. 
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A este efecto, podría recordar el Consejo los 
múltiples asuntos de esta índole en que se ha visto 
precisado á intervenir, y las varias resoluciones 
en ellas recaldas; mas no es este momento opor- 
tuno para ello, como tampoco lo es para plantear 
de nuevo el problema tantas veces discutido, de 
cuál deba ^er el criterio que respecto á tal extre- 
mo debe prevalecer, pues aunque este mismo 
Cuerpo Consultivo, en repetidos dictámenes, ha 
sustentado el principio del art. 79 del antiguo Re- 
glamento, y, por lo tanto, la procedencia de man- 
tener la última concesión, y declarar nulas ó rec- 
tificadas las anteriores, hay que reconocer que la 
Administración, separándose del parecer del Con- 
sejo, y en contra de la opinión por él sostenida, ha 
sancionado el criterio contrario, ó sea la validez y 
firmeza de las primitivas concesiones y la necesi- 
dad de rectificar ó anular las otorgadas sobre 
aquéllas sin antes declarar su caducidad y la 
franquicia del terreno. 

Á este criterio se acomodan los preceptos que 
acerca de esta cuestión se consignan en el Regla- 
mento; y el Consejo, prescindiendo de repetir ra- 
zonamientos aducidos en anteriores consultas, y 
haciendo caso omiso de la opinión en ellas formu- 
lada, se limitará á proponer la forma en que deben 
redactarse tales prescripciones, con arreglo al 
principio que las informa y de acuerdo con la j u- 
risprudencia establecida en este punto por ante- 
riores resoluciones. 

El art. 93 del Reglamento provisional, y que de- 
berá ser el primero del nuevo capítulo que se pro- 
pone, puede consignarse tal como se halla redac- 
tado, excepto en su último párrafo, que exige que 
la concesión rectificada para poder subsistir, re- 



Digitized by VjOOQIC 



— 39 — 

mna las condiciones determinadas eií el ár£. 12 del 
Decreto-Ley de Bases, procediendo la supresión de 
-este precepto, tanto para que concuerda con lo dis- 
puesto en el art. 127, como por no ser equitativo 
privar al concesionario totalmente de su derecho, 
'^[uedando libre alguna porción del terreno que le 
filé otorgado, toda vez que bastante perjuicio se le 
ocasiona con rectificar la concesión y privarle de 
«una parte de ella, habiéndola adquirido al amparo 
de la ley, y previas las debidas formalidades. 

Por consiguiente, admitiendo como admite el De- 
creto-Bases la existencia de concesiones irregu- 
lares, deben mantenerse las rectificadas, cuales- 
quiera que sea su extensión y forma, de acuerdo 
'Con lo que determina el último de los citados ar- 
tículos; el cual, así como el 126, deberá figurar á 
continuación del 93, en el que ha de ser capí- 
tulo VI, subdividiéndolos en otros varios para la 
mayor claridad y separación de los extremos que 
comprenden, y fijando en ellos el recurso de alza- 
da para ante el Ministerio, en el término de treinta 
días, contrarias resoluciones de los Gobernadores, 
ucerca de deslindes y rectificaciones. 

De este modo, opina el Consejo que dará debida- 
mente reglamentada tan importante cuestión, y 
desaparecerán muchas de las dudas y dificultades 
que en este punto se suscitaban por falta de pre-»- 
ceptos concluy entes que regulasen la coexistencia 
de derechos sobre un mismo terreno otorgado poir 
la Administración á dos distintos concesionarios. 

CAPÍTULO VI 

Este capítulo, que pasa á ser el VII, por la inclu- 
48ión del referente á superposiciones y deslindes, 



Digitized by VjOOQIC 




— 40 — 

trata de la «Autoridad y jurisdicción en Mineríat^ 
conteniendo preceptos que exigen radicales refor- 
mas, si han de quedar en consonancia con la legis^ 
lación vigente y los principios sustentados en este 
mismo dictamen. 

En primer término, el art. 97, que declara que 
ttodos los expedientes qué se instruyan para ob- 
tener las concesiones mineras, son f)uramente 
gubernativos y se instruyen y terminan por Ios- 
Gobernadores», procede desaparezca, tal como se^ 
halla redactado, pues contiene dos afirmaciones 
contrarias en absoluto á la realidad de los hechos. 
Los expedientes mineros, como la casi totalidad 
de los que la Administración instruye, no se puede 
decir son gubernativos exclusivamente, desde el 
momento en que pueden dar lugar á la vía con- 
tenciosa y perder por lo tanto aquel carácter; y"" 
respecto á que se sustancian y terminan por Ios- 
Gobernadores, tampoco se aviene con lo que el 
Reglamento mismo prescribe, toda vez que se re- 
conoce y autoriza el derecho de alzada para ante: 
el Ministerio en la mayoría de los casos, y en casi 
todos el de recurrir á la jurisdicción contencioso- 
administrativa. 

En su consecuencia, el mencionado artículo de- 
berá sustituirse por otro en que se declare que los 
expedientes mineros se instruirán en los Gobier- 
nos civiles de las respectivas provincias y se re- 
solverán por los Gobernadores, sin perjuicio de 
los recursos que las Leyes y Reglamentos deter- 
minan, sin entrar á definir el carácter que aqué- 
llos tienen ni á precisar cuándo terminan. 

También al art. '98 procede modificarle, sustitu- 
yendo las Comisiones provinciales á las Diputa- 
ciones que en él se expresan, por ser sabido que el 
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funcionamiento de éstas no ofrece la permanencia 
•de las Comisiones, que por esta razón son las lla- 
madas siempre á consultar los asuntos que por 
ley corresponde resolver á los Gobernadores, 

Nada tiene que observar el Consejo acerca de 
ios arts. 99 y 100, que se refieren á los recursos de 
alzada para ante el Ministerio y á los dictámenes 
«que pueden reclamarse á los Consejos de Minería 
y de Estado; mas no así respecto á los arts. 101, 
102, 103 y 104, que determinan los casos en que 
procede la vía contencioso-administrativa, la com- 
petencia de los Tribunales de esta jurisdicción y 
los plazos para acudir ante ellos; materia que, &e- 
^ún queda dicho en los comienzos de este infor- 
me, es ajena al presente Reglamento, que sólo 
<lebe contener el principio general de que contra 
Jas resoluciones dictadas en materia de minería 
procederá el recurso contencioso con arreglo á lo 
prevenido en las leyes que regulan esta juris- 
dicción. 

Los últimos artículos del capítulo VI compren- 
den diversas prescripciones, encaminadas á des- 
lindar la acción administrativa de lo civil, regu- 
lando lo que corresponde á la Administración y lo 
que es propio y exclusivo de los Tribunales de 
Justicia; y aunque tal determinación es dada á 
graves errores y difícil de establecer, en la pre- 
sente ocasión el Consejo se complace en declarar 
*que los pWncipios y reglas que se estatuyen re- . 
«ultan procedentes en su mayor parte, no exi- 
::giendo más que ligeras modiñcaciones para que 
puedan considerarse todo lo perfecto que cabe sea 
la reglamentación de cuestiones tan complejas 
<5omo son cuantas tiendejí á separar y definir la 
esfera gubernativa déla puramente judicial. 



Digitized by VjOOQIC 



— 42 — 

En dichas modificaciones, la primera que se im- 
pone es en el art. 105, que al declarar que los Tri- 
bunales ordinarios conocerán de las incidencias^ 
que en el ramo de Minería se susciten entre partes 
sobre propiedad, participación y deudas, pres- 
dnde de lo que á la posesión se refiere, siendo asi 
que ésta reviste carácter esencialmente civil des- 
de el momento en que las concesiones se otorgan, 
por el Estado; limitándose la acción de éste al des- 
linde y fijación de lo por él concedido, como base 
para la resolución de las dudas ó cuestiones que 
se promuevan acerca de tal extremo. 

Del mismo modo, en el art. 107 preciso es pun- 
tualizar que en los casos de intrusión de labores^, 
extracción indebida de minerales y daños y perj ui- 
oios en concesiones ya otorgadas, es condición in-^ 
dispensable, para que los Tribunales tengan ex>. 
pedita'su acción, se resuelva previamente por, 
parte de la Administración la existencia de la in-r 
trusión, saca de minerales ó daño ó perjuicio oca-^ 
sionado, puesto que siendo ella la que otorga las< 
concesiones y la única que puede precisar los lí- 
mites de la propiedad concedida y la naturaleza y 
alcance de las condiciones fijadas, debe ser la. 
competente para decidir estas cuestiones previas,, 
ajenas por completo á la jurisdicción de losTri-> 
bunales ordinarios, que sólo puede alcanzar á la. 
declaración del derecho, á la devolución del mine- 
ral extraído ó á la indemnización del daño cau- 
sado. 

Finalmente, para completar esta materia y <ie- 
jar comprendido dentro del mismo capitulo cuanta 
á la misma se refiere, opina el Consejo debe adi- 
cionarse un artículo en el que se consigne carres^ 
ponde también á los Tribunales de justicia enten»*^ 
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der de todas las contiendas que se susciten relati- 
vas á indemnización á particulares por aprove- 
chamientos de aguas é infección ó enturbiamiento 
de las misnias, asi como las que se contraen á los 
daños y perjuicios causados á la agricultura por 
los humos de las calcinaciones, derogando con 
ello lo. prescrito en los Reglamentos provisionales 
de 18 de Diciembre de 1890 y 16 de Noviembre 
de 1900, que, al regular estas cuestiones, las so- 
metieron por completo á la competencia de la Ad- 
ministración, prescindiendo de lo terminantemen- 
te dispuesto en el art. 156 de la vigente ley de 
Aguas y en el de 1902 del Código civil, que de un 
modo explícito las atribuyen á la jurisdicción or- 
dinaria, el primero, por declararlo así laxativa- 
mente, y el segundo, al reconocer el carácter civil 
que estas reclamaciones tienen, según ha sancio- 
nado la jurisprudencia en multitud de casos, en- 
tre los que puede citarse como más reciente el re- 
suelto por Real decreto do 12 de Agosto último, 
dictado á propuesta de este Consejo con motivo de 
daños causados á la agricultura por las explota- 
ciones carboníferas. 

Al concluir el capítulo dedicado á la autoridad 
y jurisdicción en minería, se establece un precep- 
to en el art. 109 que debe ser modificado, en sentir 
del Consejo; pues si bien es procedente que en 
asuntos mineros sometidos á la acción de los Tri- 
bunales, sean los Ingenieros del Cuerpo de Minas 
lo» únicos peritos autorizados para dirimir las 
contiendas que motivan la reclamación, no resul- 
ta justificada esta exclusiva cuando se trata de 
vías de transportes ó fábricas de beneficios que en 
el artículo se mencionan, respecto á las cuales no 
cabe negar la competencia de los Ingenieros de- 
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Caminos é Industriales, que también deberán ser 
incluidas en la mencionada prescripción á los efec* ^ 
tos que la misma indica. 

CAPÍTULO VII 

Los cuatro artículos que comprenden este capí- 
tulo, denominado «De las oficinas para beneficiar 
minerales», se limitan á recordar el cumplimiento 
Tie prescripciones ya vigentes, autorizando la cons- 
trucción de fábricas de beneficio, reconociendo 
para ello el derecho de expropiación forzosa y 
sancionando los preceptos del Reglamento de 16 de 
Diciembre de 1900 y del de 18 de Noviembre de 1890, 
antes citados, referentes al régimen de las aguas 
públicas utilizadas en la ind^ustria minera y á los 
daños causados á la agricultura por las calcina- 
ciones verificadas al aire libre. 

Respecto al art. 111, que de las expropiaciones 
trata, la única reforma pertinente se reduce á la 
supresión de si qs ó no definitiva la Real orden que 
recaiga acerca de la declaración de utilidad pú- 
blica, pues aparte de que este punto se halla re- 
suelto por la Ley de Expropiación forzosa, el Con- 
sejo deja dicho en más de un lugar del presente 
dictamen, la improcedencia de que una disposición 
reglamentaria se ocupe de un extremo ya prejuz- 
gado y resuelto en Leyes anteriores; y en cuanto 
al contenido de los arts. 65, 112 y 113,^ sería más 
ojiortuno que en vez de hacerse referencia á los 
dos Reglamentos que se citan, se incluyeran las 
prescripciones de ellos en el texto del que motiva 
la consulta, evitándose de este modo la multip^- 
<^idad de prescripciones sobre una misma materia 
y la contradicción que pueda haber entre lo coii<^ 
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signado en aquellos Reglamentos parciales y lo 
dispuesto en el general de minería /lue viene exa- 
minando el Consejo. 

Con tal objeto deberían intercalarse los precep- 
tos de aquéllos en el presente capítulo, redactan- 
do los necesarios artículos, armonizándolos con 
este Reglamento, especialmente en la parte que 
se refiere á la jurisdicción competente para cono^ 
cer de las cuestiones relativas á daños y perjui- 
cios ocasionados por incumplimiento de las pres- 
cripciones en ellas consignadas, y que en lo suce- 
sivo habrán de resolverse de conformidad con lo 
dispuesto en el articulo correspondiente del Re- 
glamento general, según queda indicado al tratar 
del anterior capítulo. 

CAPÍTULO VIII 

Circunscrito á las minas reservadas al Estado, 
se determina en este capítulo que la Dirección fa-^ 
cultativa de las mismas corresponde al Cuerpo de 
Ingenieros de Minas, que conservarán la misma 
extensión de terreno que tienen hoy día, señalán- 
dose los límites ñjos en las que todavía no estén 
deslihdadas de una manera precisa y conocida, y 
que los terreros y escoriales procedentes de estas 
minas no podrán ser beneficiados por particulares 
sin autorización especial del Gobierno. 

De. estas tres prescripciones contenidas en los 
tres artículos del capítulo, ninguna observación 
merecen las dos primeras; mas respecto á la úl- 
tima, cumple consignar que no basta autoriza- 
ción del Gobierno, por muy especial que sea, 
para poder aprovechar los 'escoriales y terreros 
que proceden de las minas del Estado, pues siendo 
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propiedad de éste unos y otros, y no pu^iíéndose 
enajenar los bienes á él pertenecientes sin existir 
precepto legal que lo autorice, es necesario que la 
concesión de las sustancias minerales indicadas se 
haga en virtud de mandato legislativo, no estan- 
co facultado el Gobierno para otorgarlas mientras 
tanto que una ley, no dictada hasta la fecha, le 
permita conceder á cualquier particular ó empre- 
sa tales aprovechamientos. 

Preciso es, por tanto, modificar el precepto del 
artículo 116, consignando que los escoriales y te- 
rreros que de las minas del Estado procedan, no 
podrán concederse sino por autorización expresa 
de una Ley y en la forma y condiciones que en la 
misma se determine. 

CAPÍTULO IX 

Bajo la denominación de « Disposiciones genera- 
les», comprende este último capítulo del Regla* 
mentó infinidad de preceptos, encaminados, en su 
mayor parte, á «egular la tramitación de los expe- 
dientes mineros y exceptuando los contenidos en. 
los arts. 136 y 137, que por referirse á los pisos y 
rectificación de concesiones, deben ser segregados 
del lugai^ en que se hallan para incluirlos en el 
nuevo capítulo que el Consejo ha propuesto para 
reglamentar lo que con esta materia se relaciona; 
las demás prescripciones procede sancionarlas,, 
sin que sea necesario introducir en ellas más que 
ligerísimas innovaciones. 

Entre éstas, merece consignarse la del art. 127, 
en el cual, en vez de referirse á las Diputaciones 
y Tribunales provinciales de lo Contencioso, deb£^ 
consignarse Comisiones provinciales y Tribuna^ 
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les; los primeros, porque son los llamados á infor- 
mar en los expedientes, y los segundos, porque no 
son sólo los de lo Contencioso los que pueden re- 
clamar antecedentes, sino que también han de ne-. 
eesitarlos en muchas ocasiones, y habrán de remir 
tirse á los de la jurisdicción ordinaria. 

Asimismo, y para ponerle de acuerdo con lo di-» 
qho en el presente dictamen al tratar do la decla- 
ración de terreno franco, tanto para registro de 
minas como para los de demasías, liay que modiñ- 
car el segundo párrafo del art. 138, que determina 
que los anuncios de esta índole no surtirán efecto 
hasta los cinco días, sustituyendo este plazo por 
el de ocho, que se ha considerado como preciso 
para que el hecho llegue á conocimiento de todos 
los interesados. 

Con estas pequeñas alteraciones y la de incluir 
en los artículos 144 y 145 las palabras «ó demás 
leyes que á los impuestos mineros se refieran» ^ 
para evitar pueda creerse que sólo la de Presu- 
* puestos es aplicable á tal extremo, se tendrá com- 
pleto y terminado el último capítulo del Regla- 
mento, que estima el Consejo debe ser adicionado 
con una disposición transitoria, antes de la final 
que deroga cuantas se opongan á lo en él estable- 
cido, disposición encaminada á ordenar la publi- 
cación de una nueva y detallada instrucción para 
la práctica de las demarcaciones mineras, previo 
un detenido y completo estudio de la cuestión, 
pues según antes se indica, materia es ésta que la 
Administración debe cuidar con todo esmero si ha 
de llegarse algún día á la verdadera estabilidad y 
firmeza del derecho minero, proclamada por el le- 
gislador en el preámbulo del Decreto-Ley de Bases 
de 1868. 
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Tal es el parecer del Consejo acerca ael Regla- 
mento general de Minas. 

Expuesto queda, aunque con la fatigosa mono-, 
tonta propia de toda labor reglamentaria, el juicio 
que le merecen las prescripciones sancionadas por 
el Real decreto de 17 de Abril de 1903, y las refor- 
mas sustanciales que en ellas procede introducir 
€i han de llenar la misión para que son dictadas, 
y por más que el Consejo reconoce las deficiencias 
ó errores de que pueda adolecer su dictamen, no 
«e culpe, si tales defectos existiesen, á falta de vo- 
luntad ó del deseo de acierto, cúlpese únicamente 
á lo complejo en la materia consultada, á las gra- 
bes dificultades que en si entraña, y sobre todo sL 
la carencia de una ley que ampliando debidamen- 
te los preceptos consignados en el Decreto.-Ley 
de 1868, hubiera servido de base á uña ordeiíada y 
<iompleta reglamentación de las cuestiones que se 
relacionan con el derecho de propiedad minera. 

En su consecuencia, y como resumen final da 
ouanto quedk dicho, el Consejo es de dictamen: 

Que procede aprobar definitivamente el Regla- 
mento general para él régimen de la Minería, con 
das modificaciones propuestas, y que en detalle se 
consignan en el proyecto que se acompaña, como 
-apéndice de la presente consulta. 
- V. E., sin embargo, acordará con S. M. loque 
•considere más acertado. 

Madrid 17 de Enero de 1905.— El Presidente ac- 
'Cidental, Duque de Veragua,— ^\ Secretario gene- 
ral, José María Esperanza, ^ 



LEY DÉ MINAS 

de 6 de Julio de 1859, reformada por la de 4 de 
Marzo de 1868. 



CAPÍTULO PRIMERO 

DE LOS OBJETOS DE LA MINERÍA 

Articuló 1.° Son objeto especial del ramo de 
minería todas las sustancias itíorgánicas, metalí- 
feras, combustibles ó salinas, los fosfatos calizos, 
la baritina, espato flúor y las piedras preciosas, 
ya se presenten en filones, ya en capas ó en cual- 
quier otra forma de yacimiento, con tal que exija 
su disfrute un ordenado laboreo, bien sea éste su- 
perficial ó subterráneo. 

Art. 2.° La propiedad de las sustancias desig- 
nadas en el artículo anterior corresponde al Es- 
tado, y nadie podrá disponer de ellas sii^ concesión 
del Gobierno, otorgada en su nombre por los Go- 
bernadores de las provincias (1). 

3° Las producciones minerales, silíceas y cal- 
cáreas, las arenas, las tierras arcillosas, magne- 
sianas y ferruginosas, las margas y las demás 
sustancias de esta clase que tengan aplicación á 



(1) Los arts. 5.** y 6.^ del Decreto -Ley de Bases aclaran 
el precepto de éste, que concuerda con el 9.*" de dicho De- 
creto. 
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la construcción, á la agricultura ó á las artes, 
continuarán como hasta aquí, siendo de aprove- 
chamiento común cuando se hallen en terreno del 
Estado ó de los pueblos, y de explotación particu- 
lar cuando el terreno sea de propiedad privada. 

Las sustancias comprendidas en este articulo 
no quedan sujetas á las formalidades ni cargas 
de la presente Ley; pero estarán bajo la vigilancia 
de la Administración en lo relativo á la policía y 
seguridad de las labores (1). 

Art. 4.° No se consentirá la explotación de las 
sustancias especificadas en el artículo anterior sin 
permiso especial del dueño, cuando el terreno 
fuere de propiedad privada. Pero en caso de des- 
tinarse á la alfarería, fabricación de loza ó porce- 
lana, de ladrillos refractarios, cristal ó vidrio ú 
otro ramo de industria fabril, podrán los Gober- 
nadores conceder autorización para explotarlas á 
cualquiera que la solicitare, previo expediente 
instruido por los mismos, con audiencia del dueño 
del terreno, y mediante informe de un Ingeniero 
de Minas y del Consejo provincial. 

Si el dueño del terreno se obliga á hacer la ex- 
plotación por sí, empezándola dentro del plazo 
que se le fijase por el Gobernador, que no bajará 
de tres meses, tendrá la preferencia sobre los 
extraños. 

Art. 5.° Obtenida que fuese por un extraño la 
autorización para explotar alguna de las sustan- 
cias de que tratan los dos artículos anteriores, in- 
demnizará al dueño de la finca del valor del te- 



(1) Las disposiciones de este artículo están confirmadaii 
por el T.** del Decreto-Basas que se inserta como nota del 
siguiente artículo. 
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rreno que hubiere de ocuparle, y una quinta parte 
más; y también pagará en su caso el menoscabo ó 
demérito que el predio experimente, y prestará 
fíanza para responder de los ulteriores daños y 
perjuicios que pudiese ocasionarle en lo sucesivo. 
Hasta después de haber llenado estos requisitos 
no podrá emprender sus trabajos. La autorización 
caducará cuando el concesionario dejare transcu- 
rrir un año sin explotar las expresadas sustan- 
cias (1). 

Art. 6.° Las arenas auríferas y las estanníferas 
ú otras producciones minerales de los ríos y pla- 
ceres serán de libre aprovechamiento sin necesi- 
dad de autorización ni licencia. Únicamente cuan- 
do el beneficio se hiciere en establecimientos fijos, 
se formarán pertenencias mineras, según el pá- 
rrafo 3.° del art. 13. 

Art. 7.° Las tierras ferruginosas, como ocres y 
almagres, serán igualmente de libre aprovecha- 
miento. Si la metalurgia del hierro las reclamare 
como primeras materias, podrán constituir perte- 
nencias mineras, al tenor del párrafo 2.^ del ar- 
tículo 13 (2). 



(1) Con arreglo á lo dispuesto en el art. 9.°, en su pá- 
rrafo 2.®, y en el 27 del Decreto- Ley de Bases, los mineros 
deberán concertarse con los dueños de la superficie, y en 
caso de no avenirse, podrán pedir la apUoaciónde la Ley de 
expropiación forzosa por causa de utilidad pública. Véase 
el art. 84 del Reglamento. 

(2) Las sustancias á que se refiere este artículo son de 
las comprendidas en la segunda sección á que se refiere el 
art. 3.^ del Decreto-Ley de Bases, y por consiguiente, la con- 
cesión de estos minerales está sujeta á las disposiciones del 
art. 8."* del mismo. 
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CAPÍTULO II 

DE LAS CALICATAS 

Art.^." Todo español ó extranjero puede hacer 
libremente labores someras para descubrir los mi- 
nerales de que trata el art. 1.° en cualesquiera te- 
rrenos que no estuvieren dedicados al cultivo, ya 
pertenezcan al Estado ó á los pueblos, ya sean de 
propiedad particular. Estas labores, denominadas 
ealieaids, no podrán exceder de una excavación de 
dos metros lineales en cuadro y un metro de pro- 
fundidad (1). 

Art. 9.® En terrenos de secano que contengan 
arbolado ó viñedo ó estén dedicados á pastos ó la- 
bor, será necesaria la licencia del dueño ó de quien 
le represente, antes de poderse abrir calicatas. En 
el caso de negarse la licencia, 6 si transcurren dos 
meses sin otorgarse, podrá el que la hubiere soli- 
citado acudir al Gobernador, el cual la concederá 
ó negará, después de oir á los interesados y al Con- 
sejo provincial, y si lo juzga oportuno, ó si lo pide 
algún i de las partes, á un Ingeniero de Minas. 

Art. 10. En jardines, huertas y cualesquiera 
fincas de regadío, el dueño es quien únicamente 
puede conceder licencia para calicatas, sin ulterior 
recurso ni apelación. 

El que solicitare licencia para calicatas, tanto 
según este artículo como según el anterior,' lo 
pondrá en conocimiento del Alcalde dentro de 



(1) Este artículo concuerda con el 10 del Decreto-Ley de 
Bases. 
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cuya jurisdicción se intente calicatar, para los 
efectos oportunos en su día. 

Art. 11. Siempre que el dueño del terreno lo exi- 
giere, tendrá el explorador la obligación de cons- 
tituir previamente fianza para indemnización del 
deterioro que con la calicata pudiese producir, se- 
gún convenio ó tasación, y ^emás quedará sujeto 
al abono de los daños y perjuicios que ulterior- 
mente ocasionase en la finca. 

Cuando la licencia para calicatas hubiese sido 
concedida por el Gobernador, serán á satisfacción 
de éste la fianza ó depósito para indemnizaciones. 

Art. 12. No pueden abrirse calicatas ni otras 
labores mineras á menor distancia de 40 metros 
de un edificio, camino de hierro, carretera, canal, 
fuente, abrevadero ú otra servidumbre pública, 
y 1.400 de los puntos fortificados, á menos de que 
en este último ca^so se obtenga licencia de la auto- 
ridad militar, y en los demás del Gobernador, si 
se tratare de servicios ó servidumbres públicas, ó 
del dueño cuando se trate de edificios de propiedad 
particular. 

CAPÍTULO III 

DE LAS PERTENENCIAS DE MINAS 

Art. 13. La pertenencia común de una mina es 
un sólido de base rectangular de 300 metros de 
largo por 200 de ancho, horizontalmente medidos 
al rumbo que designe el interesado, y de profun- 
didad vertical indefinida. Su cara superior ó parte 
Superficial permanece siendo propiedad del dueño 
del terreno. 

En las minas de hierro, carbón de piedra, antra- 

4 
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cita, lignito, turba, asfalto, arcillas bituminosas 
ó carbonosas, sulfato de sosa y sal gemma, ten- 
drá cada pertenencia 500 metros de lado sobre 300. 

En las ar^as auríferas ó estanníferas y demás 
de que trata el art. 6.°, comprenderá la pertenenr 
cia 60.000 metros cuadrados o superficiales, como 
las del párrafo 1.° del artículo presente, y po- 
drá estar formada, bien por un rectángulo, bien 
por un cuadrado, ó bien por una éerie ó reunión 
de cuadrados de 20 metros al menos de lado cada 
uno, adaptados entre sí según convenga al Regis- 
trador; pero sin dejar claros ó espacios interme- 
dios (1). 

Art. 14. Cuando entre dos pertenencias resul- 
tare una faja y entre tres ó más un espacio franco 
en que pueda demarcarse un rectángulo, cuya su- 
perficie horizontal no sea menor de los dos ter- 
cios de una pertenencia de su propia clase, y cuyo 
lado mayor no exceda de 300 metros en pertenen- 
cias arregladas al párrafo 1.° del articulo ante- 
rior, y de 500 en las del párrafo 2° del mismo, se 
formará una pertenencia incompleta y se adjudi- 
cará á quien la solicitare (2). 

^rt. 15. Cuando el espacio que mediare entre 
dos ó más pertenencias no pudiere dar Jugar á lá 
colocación de una pertenencia incompleta, según 
el artículo anterior, se considerará como demasía, 
la cual se adjudicará al dueño de la mina más an- 
tigua de las colindantes, y por su renuncia ex- 
presa á los que le sigan en el orden de prioridad. 

(1) Este artículo está derogado por el 11 del Decreto- 
' Ley de Bases, que las establece nuevas para determinar. la» 

pertenencias. 

(2) También este artículo ha sido modificado por el De^ 
creto-Ley de Bases, art. ífi. 
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La demasía no podrá extenderse, cualquiera que 
«ea su figura, á mayo^ superficie que los dos ter- 
sólos de una pertenencia completa de su clase; si 
«obrase terreno, se constituirán dos ó más dema- 
sías. A ninguna mina podrá adjudicarse más que 
una demasía; cuando las hubiese en mayor núme- 
To, se hará su adjudicación sucesivamente por Qr- 
Kien de prioridad á las minas colindantes (1). 

Art. 16. Los particulares y empresas podrán 
obtener el número de pertenencias que estimen 
«convenientes, siempre que no se pidan en una so- 
licitud más de dos por una persona, cuatro por 
•una compañía y el doble respectivamente en las 
.minas comprendidas en el párrafo 2." del ar- 
tículo 13 (2). 

También podrán constituir á ^u voluntad gran- 
des grupos ó cotos mineros, sin perjuicio de la di- 
Arisidn de las respectivas demarcaciones. 

Art. 17. El permiso para investigación podrá 
•comprender el mismo número de pertenencias, se- 
gún su clase, que se expresa en el artículo an- 
tterior. 

Art, 18. Es indivisible la extensión compren- 
•dida en una sola pertenencia; pero en el caso de 
•que la concesión sea de dos ó más pertenencias, 
podrán éstas separarse mediante ap.robación del 
Gobernador (3). 

^1) Véase el art. 1^ del Decreto- Ley de Bases á que nos 
referimos en la nota anterior, y los artículos corresi)on- 
•dientas del Reglamento. 

(2) £1 precepto de este artículo está derogado por el 12 
del Decreto-Ley de Bases, que autoriza la concesión de 
«cualquier número de pertenencias que se solicite superior 
ú cuatro. 

(8) £1 precepto de este artículo está confirmado por el 
4irt. 14 del Decreto-Ley, que dice así: 

«Art. 14. La pertenencia minera es indivisible en las 
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Art. 19. Todo individuo ó compañía puede 1 i-; 
bremenle adquirir por compra, ó por otro medía 
legal, cualquier húmero de pertenencias mineras,.' 
antes ó después de expedido el titulo de propiedad^ 
Pero las compañías adquirentes no tendrán en 
cada caso más derecho que sus causantes, ni pó« 
dtó-n pretender como tales compañías aumentó d^' 
pertenencias á nó existir terreno franco (1). 



CAPÍTULO IV 

DE LA PETICIÓN DE PERTENENCIAS MINERAS 

Art. 20. Para llegar á conseguir la propiedad 
de una ó más pertenencias mineras, puede proce-r 
derse por uno de dos medios: la investigación ó eí 
registro. Lo mismo en la investigación que en ei 
registro, la prioridad de la solicitud confiere dere* 
cho preferente á la concesión y propiedad. La soli-^^ 
citudde investigación ó registro puede en tablarse- 
sin consentimiento ni conocimiento del dueño del 
teríeno; pei'o no se dará principio á las labofés 
sino con los Requisitos y condiciones que en los' 
artículos 9.", 10, 11 y 12 se establecen para las ca--^ 
licatas. ^ 

Si los dueños de jardines, huertas y fincas dé 
regadío, por las que convenga dirigir las labores- 
¡principiadas, niegan el permiso para ejecutarlas^r 
el Gobernador podrá concederlo con las formáli-'' 



compras, ventas, cambios ú otras operaciones análogas úé 
los dueños de las minas.» 

(1) Véase el art. 12 del Decreto-Bases, á que nos referí^^ 
910S también en la nota del art» 16 de esta|Ley. 



Digitized 



byGoogk 



— 57 — 

<iádes prevenidas en los artículos 25 y 26, luego 
^ue haya mineral descubierto (1), 

Art. 21. El que con calicata ó sin ella se pron 
ponga explorar y reconocer el terreno, empren- 
4iendo labores mé^s extensas é importantes que 
las calicatas, como son las de pozo, socavón^ 
^anja ó desmonte, presentará gu solicitud por es-; 
^rito al Gobernador de la provincia pidiendo per- 
jniso para investigación en terreno franco. 

El que con calicata ó sin ella prefiera registrar 
una ó más pertenencias en terreno franco, pre- 
dsentará al Gobernador por escrito 9u solicitud de 
registro, expresando si se halla ó no descubierto 
^1 mmeral cuya explotación se propone. 

Tanto el Investigador como ^1 Registrador acpyn- 
pañarán al propio tiempo la designación de la per- 
manencia ó pertenencias que respectivamente hu- 
bieren solicitado. 

Art. 22. El Gobernador decrqtará acto continuo 
3a admisión de una ú otra solicitud, salvo mejoF 
derecho. . 

Se numerarán las solicitudes y se anotará el 
día y hora de su presentación en libros talona- 
tíos , separados, pa¡ra investigación y registro, 
4onde firmará cada interesado, al cual se le entre- 
gará sin levantar mano el resguardo suficiente^ 
vStutorizado por el Jefe del Negociado de minas, con 
expresión del número de orden que hubiese to-f 
cado á su solicitud. 

Art. 23. El Gobernador mandará que dentro á^l 
tercer día se publique la investigación ó el regis- 



; (1) Este artículo ha sido modificado por el 15 y 16 dejl 
Decreto -Ley de Bases. . . . : 
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tro con sus designaciones en la tabla de anuncioE^ 
y en el Boletín oficial, y que se remitan al Alcalde- 
del pueblo para la fijación de edictos (1). 

Art. 24. Dentro de los sesenta días después de^ 
la publicación de la investigación ó registro, pre- 
sentarán al Gobernador sus oposiciones los que se 
considerasen con derecho al todo ó parte del te-- 
rreno solicitado, ó los dueños de la finca que tu- 
vieren que reclamar; pasado este plazo no seráDi 
admitidas. 

El Gi)bernador dará inmediatamente vista de las< 
oposiciones al Investigador ó Registrador, quien, 
contestará en término de diez días, luego infor- 
mará, dentro de veinte días, el Consejo provincial, 
y todo ello se unirá al expe diente respectivo, oyén-^ 
dose también, ajuicio del Gobernador, y dentro 
de un término que no exceda de veinte días, al In- 
geniero, si lo exigiese la índole de las cuestiones. 
Inmediatamente después se dictará por el Gober- 
nador la resolución que procediere, desestimando^ 
las oposiciones ó anulando el registro ó investi- 
gación. 

Estas resoluciones se notificarán en la forma or-^ 
diñarla á los opositores y demás interesados, y se^ 
publicarán en el Boletín oficial con relato de sus; 
antecedentes. 

•Contra ello puede apelarse en el término de^ 
treinta días para ante el Ministerio. 

Art. 25. El permiso para investigación lo con- 
cede el Gobernador. 

Al efecto dispondrá que un Ingeniero de minas: 

(1) Análogos preceptos á los de estos dos artículos se. 
consignan en el segunao párrafo dal 15 del Decreto-Ley de^ 
Bases, y al cual nos hemos referido en la nota del art. 201 
de esta Ley. 
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examine, compruebe y en su caso rectifique la de- 
signación, y en vista de su informe y con aprecia- 
ción de las oposiciones, si las hubiere, decidirá el 
Gobernador dentro/de los cinco meses de presen- 
tada la solicitud del Investigador. 

Art. 26. De la resolución del Gobernador conce- 
diendo ó negando el permiso para investigación 
puede recurrirse ante el Ministerio, debiendo in- 
terponerse el recurso dentro de los treinta días de 
notificada la resolución del Gobernador, por el que 
se considere agraviado, sea el solicitante, sea al- 
guno de los oponentes. 

Si no se hubiese interpuesto recurso, el permiso 
del Gobernador será definitivo. 

Art. 27. El permiso para investigación es por el 
tiempo que detiarmine el Reglamento. 

Antes de obtener el permiso puede el Investiga- 
dor hacqr la misma labor legal que en el articulo 
siguiente se 'señala al Registrador. Después, del 
permiso continuará sus explotaciones con las con- 
diciones del art. 50. 

Art. 28. El Registrador habilitará en el término 
de cuatro meses desde la presentación de su regis- 
tro la labor legal de diez metros, sea en profundi- 
dad por pozo, sea en longitud por socavón, des- 
monte ó zanja. 

Todo Registrador puede aspirar á convertir en 
investigación su registro, antes ó después de ha- 
ber concluido la labor legal. El Gobernador conce- 
derá el permiso según el art. 25 (1). 



(1) BsU artículo está derogado por las nuevas disposi- 
ciones. 
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CAPÍTULO V (l) 

DE LAS DEMARCACIONES Y CONCESIONES DE PROPIEDAD 

Art. 29. No se hará ninguna demarc8W5Íón sin 
que aparezca descubierto algún mineral de los 
comprendidos en los arts. 1.", 6.° y 7.°, á juicio del 
Ingeniero; y si para practicarla conviene á los in- 
teresados incluir ñncas de las expresadas en el ar- 
tículo 10, precederá permiso del Gobernador á fal- 
ta de consentimiento del dueño (2). 

Art. 30. Dentro de los cuatro meses después de 
la presentación y ajimisión de un registro, pedirá 
el Registrador la demarcación de su pertenencia ó 
pertenencias, acompañando muestras del mineral 
que hubiere hallado, salvo el caso de registro por 
caducidad. 

El Investigador que en cualquier tiempo hallare 
mineral suficiente, según el artículo anterior, 
acompañará igualmente muestras y solicitará^la 
demarcación. 

Art- 31. El Gobernador dispondrá en seguida 
que pofvun Ingeniero se practiquen los reconoci- 
mientos, y en su caso las demarcaciones, por el 
orden que el Reglamento determine. 

El Ingeniero evacuará estas diligencias dentro 
del plazo de cuatro meses, que podrá el Goberna- 
dor prorrogar hasta seis, si ocurriesen impedimen- 
tos graves, los cuales se consignarán por diligen- 
cia en el expediente. 

(1> Artículos 9.^ y siguientes del Reglamento. 

(2) El precepto primero de este articulo está derogado 
por el 17 del Decreto-Ley de Bases, que no precisa exista 
mineral descubierto para proceder á la demarcación. 



Digitized by VjOOQIC 



— 61 — 

Se notificará previamente al Registrador ó In- 
vestigador la época del reconocimiento y demar- 
cación de sus pertenencias, que será fija y peren- 
toria dentro de los límites qucno podrán eíiceder 
de ocho días, bajo la responsabilidad del Ingenie- 
ro comisionado. Los dueños de las minas colin- 
dantes serán igualmente notificados, y además se 
anunciarán previamente las demarcaciones en el 
Boletín ojlcial, 

, Art. 32. Si del reconocimiento resulíare hallar- 
se habilitada la labor legal, haber terreno franco 
y estar descubierto el mineral, según el art. 29, 
procederá el Ingeniero acto continuo á demar- 
4sar la pertenencia ó pertenencias conforme á la 
designación, recogiendo muestras del mineral y 
fijando los puntos en que tian de colocarse los hi- 
tos ó mojones, que serán firmes, duraderos y bien 
perceptibles. 

Si el Ingeniero hallare defectuosa ó mal hecha 
Jia designación por inexactitud en las medidas, ó 
por superposición á alguna parte de pertenencias 
ajenas que tuvieren mejor derecho, la rectificará 
al demarcar, de acuerdo con el interesado, siem- 
pre que hubiere terreno franco. 

Art. 33. Los Ingenieros se valdrán del norte 
magnético para designar los rumbos; pero siem- 
pre que sea posible determinarán la posición de la 
boca-mina de la labor legal con respecto á objetos 
fijos y perceptibles del terreno, anotando sus dis- 
tancias, y obligarán á los mineros á conservar 
constantemente en lo sucesivo en el mejor estado 
sus mojoneras. 

Art. 34. Cuando del reconocimiento de un re- 
gistro para demarcación resultare no haber miner 
ral descubierto, según el art. 29^ el Goberijador 
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declarará anulado é fenecido el registro y franco 
el terreno, á menos que el Registrador hubiere 
antes acudido ó acudiere dentro de los ocho Mías 
después del reconocimiento solicitando permiso 
para investigación en el mismo sitio. En tal caso 
se procederá al tenor de los arts. 25 y 28. 

Art. 35. Las pertenencias completas, las incom- 
pletas, las demasías, los cotos mineros, las gale- 
rías generales, los terreros y los escoriales, se 
demarcarán según sus condiciones respectivas, 
con arreglo á los arts. 13, 14, 15, 16, 17, 42 y 47. 

El Investigador podrá pedir la demarcación de 
las pertenencias que tuviese designadas; y si re- 
nunciase alguna de ellas, podrán demarcarse las 
que conservase en la disposición que mejor le 
conviniere dentro de la designación que anterior- 
mente hubiere hecho para la totalidad. El terrena 
sobrante quedará franco. 

Art. 36. Dentro del plazo de treinta días des- 
pués de la demarcación, el Gobernador dictará 
providencia aprobando ó anulando el expediente» 
y mandando en el prime^r caso que se expida el tí- 
tulo de propiedad. 

Art. 37. Transcurridos treinta días sin haberse 
apelado de la providencia del Gobernador, expe- 
dirá éste, en nombre del Gobierno el título de pro- 
piedad. En él se expresarán las condiciones gene- 
rales de Ley y Reglamento, y en su caso, las espe- 
ciales requeridas por la conveniencia pública, en 
razón de la naturaleza del mineral ó de las cir- 
cunstancias del terreno y de la empresa. 

Mas estas condiciones especiales se habrán con- 
sultado previamente en cada caso al Ministerio, 
el cual podrá aprobarlas, ó bien modificarlas si las 
considerase aceptables en lo esencial. 
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Si fuere resistida alguna de las condiciones im- 
puestas, no podrá hacerse concesio'n de aquella 
pertenencia ó pertenencias á otra empresa ó per- 
sona sino con las mismas condiciones, á no renun* 
ciar voluntariamente y por eBcrito su derecho pre- 
ferente la primitiva peticionaria. 

Art. 38. Expedido el titulo de -propiedad el Go- 
bernador dispondrá su inmediata entrega al inte- 
resado, y comisiopará al Alcalde respectivo para 
que en el término preciso de dos meses ponga en 
posesión de la pertenencia ó pertenencias al dueña 
de ellas, por ante el Escribano ó Secretario de 
Ayuntamiento. 

Art- 39. Las concesiones de pertenencias domi- 
nas son por tiempo ilimitado mientras los minero» 
cumplan las condiciones de esta Ley y las especia-- 
les que contuviere el título de propiedad. 

CAPÍTULO VI (1) 

DE LAS GALERÍAS GENERALES DE INVESTIGACIONES^ 
* DESAGÜE Y TRANSPORTE 

Art. 40. El que intente la apertura de un soca- 
vón ó galería en terreno franco, puede, si le con- 
viniere, solicitar la concesión de un grupo ó coto 
minero con las condiciones del art. 16. Si esto no 
fuere posible por deber atravesar la galería terre- 
nos ocupados en todo ó en parte por minas conce- 
didas ó registradas ó en investigación, el empre- 
sario habrá de celebrar conciertos y estipulaciones^ 
previas con los interesados (2). 

(1) Artículos 73, 74 y 75 del Reglamento. 

(2) Acerca de esta materia, véase el art. 18 del Decreto- 
Ley de Bases. 
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Art. 41. El empresario presentará su solicitud 
a.1 Gobernador de la provincia con los planos de la 
obra proyectada, firmados por un Ingeniero de 
Minas, y copia autorizada de los conciei^tos cele- 
brados con los mineros, á la sazón interesados en 
el terreno, en obviación de cuestiones ulteriores 
y para el arregl© de recíprocos disfrutes. 

El Gobernador, hechas las publicaciones corres- 
pondientes, según el art. 23, concederá, en nom- 
bre del Gobierno, la apertura de las galerías ge- 
nerales por medio de órdenes, en las que se expre^ 
-sarán las condiciones facultativas y demás que 
convenga imponer á los interesados, según los 
casos. • • 

Transcurridos treinta días sin apelarse de la 
resolución por la que se hubiere concedido una 
galería general, el Gobarnador dispondrá que se 
dé la posesión en el tiempo y forma señalados en 
el art. 38. 

Art. 42. Al empresario de una galería general 
podrá concedérsele la reserva de un número de- 
terminado de pertenencias por él señaladas, de 
entre las libres ó francas, sobre el terreno de sus 
labores ó en su proximidad al alcance prudencial 
-de sus desagües. Estas pertenencias ^as hará ob- 
jeto de investigación ó registro conforme á los 
términos de la presente Ley, á medida que sus tra- 
iiajos subterráneos avancen, hasta rebasarlas, 
con facultad para desechar las que viere no con- 
venirle. 

Art. 43. Los trabajos de las galerías generales 
seguirán la línea ó líneas señaladas en la conce^ 
«ion; si en a.lgún caso conviniere al empresario 
variar de dirección, lo solicitará y podrá alcan- 
zarlo previo el oportuno expediente. , 
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Art. 44. Toda pertenencia minera está obligada 
á permitir el paso á una galería general. También 
tiene la obligación de respetar la fortificación de 
la galería, absteniéndose de arrancar minerales 
en términos de que queden sus paredes Con menos' 
de dos metros de espesor, á no ser que las fortifi- 
que en toda regla y á sus propias expensas. 
- El precio de los servicios del desagüe, ventila- 
ción y extracción prestados por el en^presario del 
socavón ó galería al minero, cualesquiera que 
sean los medios que emplee al efecto, se arreglará 
por convenios mutuos, y á falta de avenencia, por 
tasación de peritos nombrados por ambas partes 
y tercero en discordia nombrado por el Goberna- 
dor, el cual resolverá con apreciación de las cir-. 
cunstancias de cada caso en vista del dictamen 
pericial. 

. Por su parte, el empresario de la galería gene- 
ral no podrá arraniear más mineral que el que 
encueatre estrictamente en su labor de perfora- 
ción, y será cargo suyo el extraerlo, y si lo hu- 
biere hallado debajo de pertenencia demarcada, 
se dividirá por mitad su producto entre el empre- 
sario de la galería y el dueño ó demarcador de la 
mina. Esta regla regirá cuando las estipulaciones 
particulares no hubiesen abrazado y i^esuelto 
todos los puntos cuestionables entre las partes' 
interesadas. ' 

CAPÍTULO VII <3) 

DE LA CONCESIÓN DE TERREROS Y ESCORIALES 

/.•::.■•■■" 

Art. 45. Son objeto de concesión los terreros 
procedentes de minas y los escoriales de oficinas 

i (ly Artículos á.^ y 11 del Reglamento. 
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de beneficio, con tal que unas y otras estén aban- 
donadas. 

Art. 46. La solicitud se dirigirá al Gobernador, 
acompañada de la designación y de un plano fir- 
mado por un Ingeniero de Minas. 

La labor legal consistirá en tres pozos ó zanjas 
en diferentes^untos del manchón, con las dimen- 
siones necesarias para poner de manifiesto la na- 
turaleza y circunstancias del escorial ó terrero. 

Art. 47. Las designaciones y demarcaciones en 
escoriales y terreros serán en figura poligonal y 
rectilínea, según designare el peticionario; pero 
su extensión superficial no excederá del doble de 
una pertenencia, según el párrafo 2.** del art. 13, 
<5 sean 300.000 metros cuadrados para una persona 
ó compañía. 

La tramitación de estos expedientes, la expedi- 
ción de los títulos de propiedad y la posesión en 
los terreros y escoriales, se verificarán en los tér- 
minos establecidos para los registros de pertenen- 
cias de minas. 

Art. 48. Cuando en la pertenencia demarcada 
de un escorial ó terrero se solicitare por un ex-. 
traño labrar una mina, tendrá la preferencia el 
dueño del escorial ó terrer^p, si le conviniera, ma- 
nifestándolo así en el término de treinta dias des» 
pues de la notificación. ^ 

CAPÍTULO VIII 

CONDICIONES GENERALES DE LA MINERÍA 

Art. 49. Los dueños de minas y los Investiga- 
dores las laborearán según las prescripciones "del 
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arte, y cumplirán las disposiciones de seguridad 
y policía que^señalare el Reglamento (1). 

Las faltas se penarán con multas, que no exce- 
derán de 100 escudos, ni de 200 en caso de reinci- 
dencia; si además hubiere delito, sará castigado 
con arreglo á las leyes comunes. 

Cuando los mineros encontraren en sus labra- 
dos otro ú otros minerales beneficiables distintos 
del que fué objeto de su concesión ó exploracio- 
nes, lo pondrán en conocimiento del Gobernador 
de la provincia, como dato para la estadística 
minera (2). 

Art. 50k Desde la toma de posesión de las per- 
tenencias mineras, escoriales ó terreros, y de la 
concesión de las investigaciones, se establecerán 
en unos y otros parajes labores formales, que por 
lo menos han de sostenerse ciento ochenta y tres 
días al año. 

Para que se consideren pobladas ó en actividad 
las minas, escoriales, terreros é investigaciones, 
han de tener cuatro operarios por razón de cada 
pertenecencia durante la mitad del año. 

Art. 51. En los socavones y galerías generales 
se exige, desde la toma de posesión, igual tiempo 
de labores que el señalado en el artículo anterior. 
Su pueble ordinario será, cuando menos, el de 
una pertenencia minera, sin perjuicio de mayor 
número de trabajadores, si así se hubiese estable-, 
cido en las condiciones de la concesión. 

Art. 52. Para el pueble no es indispensable que 
estén los trabajadores distribuidos en todas las 



(1) Esta prescripción está derogada por las Bases. 

(2) Este artículo y los siguientes están derogados por 
el Decreto-Ley, que no exige labor legal ni pueble. 
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pertenencias de que conste cada concesión minera 
ó permiso para investigación, sino que acudirán 
á donde en óada casó conviniere más á los intere- 
ses de la empresa. 

' En el cómjputo del pueble se tomará en cuenta 
la fuerza mecánica que se empleare, y el trabajo 
para el desagüe extraordinario que ocurriere por 
inundaciones imprevistas. 

Los dueños de cotos mineros, así como los de 
minas y de investigaciones que tengan más de dos 
perten^acias unidas, disfrutarán también el dere- 
cho de localizar ó acumular las labores en* el 
plinto Ó4)untos donde les conviniere. Este derecho 
se extiende á proteger y resguardar la propiedad 
de una ó varias pertenencias del mismo dueño y 
segregadas ó dispersas en la misma cuenca ó co- 
marca minera, cuyos puebles se computarán y 
adicionarán en el punto ó puntos de localización 
y acumulación de labores, siempre que el número 
total de las pertenencias segregadas ó dispersas 
no llegue^ al de las componentes del manchón' 
principal que hiciere de cabecera. 

Art. 5?. La labor mínima que actualmente ^a 
de resultar hecha en cada pertenencia ó en el: 
punto correspondiente, si hubiere existido acumu- 
lación dé trabajos como prueba de haber tenido 
su pueble con arreglo á la ley, se fijará por los 
Ingenieros en cada caso particular, teniendo pre-i 
sentes la naturaleza del terreno y todos los demás 
accidentes que hayan podido ocurrir en cada con- 
cesión. 

Si el minero no se conformase con la declarar 
ción oficial de los Ingenieros, podrá nombrar por 
su parte otro perito que haga el reconocimiento 
y apreciación de las labores, y en caso de discor- 
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dia, nombrará el Gobernador un tercero para lii 
decisión definitiva. 

Cuando se demuestre la dificultad de beneficiar 
y utilizar los productos de una mina, escorial 6 
terrero, podrá, después de oirse el dictamen "ttel 
Ingeniero, autorizarse portel Gobernador la re- 
ducción del pueble á la mitad del correspondiente^ 
según el art. 50, por el término de dos años. 

Art. 54. Durante la tramitación de los expe* 
dientes podrán los Registradores adelantar las 
labores de minería á su voluntad; mas si se pre- 
sentare oposición, se suspenderá toda clase de tra* 
bajos, á no prestarse fianza suficiente, á juicio del 
Gobernador (1). 

Art. 55. Todo minero accederá á facilitar la 
ventilación de las minas colindantes; permitirá, 
bajo indemnización, si hubiere lugar, el paso sub- 
terráneo al agua de las mismas minas con direc-^ 
ción al desagüe general, y consentirá por la su- 
perficie de sus pertenencias el tránsito necesario 
para el servicio de las ajenas. 

Indemnizará por convenio privado ó por tasa- 
ción de peritos, con sujeción á las leyes comunes, 
los daños y perjuicios que ocasionare á otras mi- 
nas, ya por acumulación de aguas en sus labores, 
si requerido no las achicase en el plazo de regla- 
mento, ya de otro modo cualquiera de que resul- 
tase menoscabo á intereses ajenos dentro ó fuera 
de las minas, y en operaciones anteriores, simul* 
táneas y posteriores á la extracción de minerales 
ó zafra. 

Sien estos casos ó en los de indemnización al 
dueño del terreno fuese ]egalmente declarada su 

(1) Véase el art. 79 del Reglamento. 
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insolvencia, será reputado dañador voluntario 
para todos los efectos legales (1). 

Art. 56. Los mineros podrán obtener el libre 
y pleno disfrute de todo ó parte de la superficie 
de tus pertenencias para almacenes, talleres, la- 
vaderos, oficinas de beneficio, depósitos de escom- 
bros '6 escorias, caminos y otros usos análogos, 
todo dentro de las estrictas necesidades de su in- 
dustria. Si al efecto no se concertasen particular- 
mente con los dueños de los terrenos sobre la ex- 
tensión que pretendan ocupar y su precio, solici- 
tarán del Gobernador de la provincia la inmediata 
aplicación de la ley de expropiación forzosa, que 
en estos casos procede, y tendrá efecto dentro dé 
los dos meses, mediante las indemnizaciones que 
quedan establecidas en el art. 5." 

Si los caminos hubiesen de extenderse ó abrirse 
fuera de las pertenencias, se sujetarán á las dis- 
posiciones generales de la materia (2).» 

Art. 57. Los mineros pueden disponer libre- 
mente, como de cualquiera otra propiedad, de 
cuantos derechos se les aseguran por^ la presente 
ley. Se exceptúan los productos minerales estan- 
cados, sobre cuyos artículos se observarán las ór- 
denes especiales que rigen en lá materia (3). 

Art. 58. Para disponer de los minerales es pre- 
ciso que el minero haya obtenido el título de pro- 
piedad de sus pertenencias. 

(1) Véase acerca de esta materia lo dispuesto en los ar- 
tículos 24 al 26 del Decreto-Ley de Bases y en la ley de 1.* 
de Agosto de 1.889, sobre desagüe de minas. 

(2) Concuerda este artículo con el 27 del Decreto-Ley 
de Bases, al que remitimos al lector. Véase el art. 82 del 
Keglamento. 

(3) Véase el art. 21 del Decreto-Ley de Bases, que con- 
firma lo dispuesto en éste. 
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Art. 59. Los escoriales y terreros contenidos en 
pertenencias de minas son propiedad de los due- 
i5os de éstas, si antes de su registro no hubieren 
-sido concedidos ó registrados por otros. 

Los dueños de las minas, socavones y^alerías 
generales tienen el aprovechamiento de las aguas 
^halladas en sus labrados, mientras conserven la 
propiedad de las respectivas concesiones. Mas si 
voluntaria ó involuntariamente cortasen ó des- 
viasen cualesquiera aguas en curso para abaste- 
cimiento de alguna población ó para riego,' se 
repondrán las aguas en su antigua corriente, con 
reparación de daños y perjuicios, y con responsa- 
bilidad civil y, en su caso, criminal (1). 

Art. 60. Los mineros serán considerados como 
A^ecinos de los pueblos en cuyos términos estén 
situadas sus minas en cuánto al uso de las aguas, 
montes, dehesas, pastos y demás aprovechamien- 
tos comunes en lo relativo á su industria, some- 
tiéndose á la observancia de las Ordenanzas mu- 
nicipales respectivas. 

Art. 61. Los Registradores de pertenencias 
completas ó incompletas, demasías, escoriales y 
terreros y los peticionarios de permiso para in- 
vestigación, depositarán en el Gobierno de pro- 
vincia el importe de los derechos que en el Regla- 
mento se establecieren para cubrir los gastos ofi- 
<5iales. También satisfarán en su día los derechos 
-de expedición de títulos de propiedad. 

Art. 62. Todo el que hubiere abierto una cali- 
cata y la abandonare, está obligado á rellenarla, 



(1) Véase el aff. 28 del Decreto-Ley de Bases y los ar- 
tículos 78 y siguientes del Reglamento. 
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pudiendo ser compelido por el Alcalde del pueblo 
6 por el dueño del terreno. 

El Registrador ó el Investigador que desistierett 
de su empresa, lo participarán al Gobernador con» 
la anticipación de quince días, cerrando sus po- 
zos, bajo una multa que no pasará de lOOescudos* 

El propietario de minas que quiera retirarse de^ 
su laboreo y abandonarlas, cerrará sus pozos, y 
lo pondrá en conocimiento del Gobernador con la. 
anticipación de un mes, bajo una multa que no- 
pasará de 100 escudos. 

El Gobernador dispondrá que un Ingeniero re- 
conozca las labores, de cuyo desistimiento ó aban- 
dono le haya sido dado conocimiento, para que 
certifique del estado regular de su fortificación y 
de hallarse suficientemente cercados los pozos. 

Art. 63. Hasta que el Registrador, Investiga- 
dor ó dueño de mina, escorial ó terrero participen 
al Gobernador su desistimiento ó abandono, per- 
manecerán sujetos á las prescripciones y cargasit 
de la presente ley. 

CAPÍTULO IX (1) 

DE LA CANCELACIÓN DE EXPEDIENTES, CADUCIDAD 
DE CONCESIONES Y TRÁMfTES DE NUEVA ADJUDICACIÓÍ* 

Art. 64. Los expedientes de minas, escoriales y 
terreros quedarán sin curso y fenecidos: 

Primero. Cuando se faltare á cualquiera de los 
requisitos establecidos en la presente ley para los 
Registradores, á saber: 

Consignar la cantidad que determine el Regla- 

(1) Capítulo Y del Reglamento. 
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mentó para cubrir gastos oficiales y satisfacerlos 
<le expedición de títulos de propiedad (1). 

Acompañar al registro la designación. 

Habilitar la labor legal. 

Solicitar la demarcación dentro del plazo seña- 
lado. 

Segundo. Cuando apremiado al pago del canon 
fijo resultare insolvente. 

En los expedientes de permiso para investiga- 
ción se procederá de un modo análogo, con la di- 
ferencia de no ser obligatoria la labor legal; pero 
•sí lo será la petición de demarcación en cuanto se 
descubriere el mineral, según los artículos 1.°, 
^.°, 7.^ y 30. 

Tercero. Cuando alguíío de los Registradores 
^e pertenencias ó demasías, de terreros ó escoria- 
les, ó solicitantes de permiso para investigación, 
acudiere al Gobernador por escrito desistiendo de 
«u propósito. 

En cualquiera de estos casos declarará el Go- 
flt)ernador, por los trámites de Reglamento, fene- 
•cido ó cancelado el expediente, y franco y regis- 
trable el terreno de las pertenencias de minas, te- 
rreros, escoriales ó investigaciones. 

Art. 65. Caduca y se pierde la propiedad de las 
pertenencias Se minas, terreros ó escoriales (2): 

Primero. Cuando no se cumplen las condicio- 
nes de la concesión, consignadas en el título de 
propiedad, con arreglo á esta Ley y Reglamento 
para su ejecución. 

Segundo. Cuando por falta de desagüe ó mala 
xlirección y ejecución de las labores amenacen 



i5! 



Véase el art. 94 del Reglamento. 
Véase el art. 96 del Reglamento. 
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éstas ruina, siempre que requerido el dueño nó» 
las fortifique en el término que se le señalase y 
según las instrucciones del Ibgenieró aprobadas^ 
por el Gobernador. 

Tercero. Cuando faltándose al pago del canoiv 
fijo que se señala en el art. 80, y perseguido eli 
deudor por la vía de apremio, resultase insol- 
vente. 

Cuarto. Por abandono, no guardándose las re- 
glas establecidas en los arts. 50, 51, 52 y 53. 

Y quinto. Por renuncia voluntaria, haciéndose 
dejación de la pertenencia ó pertenencias en la. 
forma establecida en el art. 62. 

Los que hubieren obtenido permiso para inves- 
tigación, no podrán ser desposeídos sino por algu- 
nas de las causas que en este articulo se especifi- 
can, y con lais mismas formalidades, trámites y 
derecho á recurrir que se expresan en el art. 68. 

Sin embargo de lo arriba dispuesto, podrán las 
empresas mineras que hubiesen empleado capita- 
les de consideración, mantener en suspenso Ipé 
trabajos por espacio de dos años sin incurrir en 
caducidad, siempre que justifiquen la concurren- 
cia de motivos graves, como la depreciación de los 
minerales respectivos, elevación de jornales, ó de 
alguna de las causas especificadas en el art. 66. Al 
efecto, deberán dirigir la oportuna solicitud por 
conducto del Gobernador al Ministerio de Fomen- 
to, antes del transcurso de un semestre desde IsL 
interrupción de sus labores, pidiendo Real auto- 
rización para suspenderlas por los dos años. 

Cuando en los Tribunales ordinarios pendiese 
pleito entre el poseedor de una mina y otro liti- 
gante, no perderá éste el derecho á la propiedadi 
de la mina en caso de obtener sentemcia que se la 
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conceda, aun cuando aquél hubiese hecho aban- 
dono formal ó dado lugar á que un tercero pidiese 
la declaración de la caducidad de la misma (1). 
, Art. 66. En los casos primero y cuarto del ar- 
ticulo anterior, serán excepciones admisibles la 
guerra, el hambre y la peste en el radio de 60 kiló- 
metros, el incendio, la inundación, el terremoto y 
el temporal que impida el laboreo, y siempre la 
fuerza mayor cogiprobada en debida forma. 

Art. 67. De las resoluciones del Gobernador de- 
cretando de oficio sin curso y fenecidos los expe- 
dientes en tramitación, según el art. 64, podrán 
los interesados reclamar al Ministerio al tenor del 
art. 88, dentro de los treinta días posteriores á la 
notificación. 

Sin perjuicio de llevarse al día la publicación ó 
anuncio de los expedientes fenecidos, harán los 
Gobernadores insertar cada semestre en el Boletín 
oficial las listas de las pertenencias de minas, 
terreros y escoriales declaradas por cualquier 
causa legal, registrables en aquel transcurso de 
tiempo. 

Art. 68. En los casos del art. 65 decretarán los 
Gobernadores la caducidad, previo expediente ins- 
truido, ya de oficio, ya á instancia de parte por 
medio de registro. • ' " 

En los registros sobre minas que hubieren sido 
labradas en lo antiguo, ó que hubieren obtenido 
titulo de propiedad en los tiempos modernos, se 
reducirán á la petición de la formación de expe^ 
diente, para que en cualquiera de los dos casos de 

(1) El Decreto- Ley de Bases se separa por completo del 
criterio seguido en esta Lev respecto á caducidad, pues 
sólo reconoce una causa de éata, según prescribe en su ar- 
tículo 23. 
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-declararse la caducidad, ó estar ya declarada, se 
adjudique la mina al peticionario (1). Éste acom- 
pañará al registro la designación, y luego de de- 
•clararse la caducidad, ó aparecer anteriormente 
declarada, solicitará la demarcación sin estar su- 
jeto á la ejecución de la labor legal. 

El anterior concesionario, que por consecuencia 
de tales registros ó por el procedimiento de oficio 
se considerase lastimado en sus derechos por la 
declaración de caducidad, podrá recurrir por la 
vía contenciosa ante el Consejo provincial en el 
término de treinta días después de la notifica- 
ción (2). Del fallo del .Consejo provincial podrá in- 
terponerse apelación ante él Consejo de Estado 
dentro de los sesenta días (3). En estos juicios po- 
drá el Registrador mostrarse parte como coadyu- 
vante de la Administración. 

Ejecutoriada la caducidad de una concesión de 
mina, terrero ó escorial, ó permiso para investi- 
gación, ó pronunciado el fenecimiento de un ex- 
pediente de registro, se declararán por el Go- 
bernador libremente registrables estos terrenos, 
anunciándose al público. En el caso de declara- 
t;ión de caducidad por consecuencia de un registro, 

(1) Véase el art. 23 del Decreto- Bases, que establece la 
forma en que se han de adjudicar las minas caducadas acó- 
:gidas á sus disposiciones. 

(2) Este precepto está derogado por el art. 7.® de la Ley 
^e 18 de Septiemore de ISSSj'regulando el ejercicio de la 
jurisdicción contencioso-administrativa, que establece «¿ 
término de tres meaea para toda clase de asuntos. Véase este 
turtículo, que se inserta como nota del párrafo 8.** del 88 de 
la presente Ley. 

(3) Esta prescripción también está derogada por la in- 
dicada Ley de lo Contencioso, que señala el plazo de cinco 
dios para interponer d recurso de apelación, y elae treinta para 
comparecer ante el Tribunal de lo Contencioso-adminigtrativo. 
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tendrá el Registrador la preferencia para la de- 
marcación y sucesiva posesión si existiere terreno 
franco (1). 

Árt. 69, Si declarada una caducidad conviniese 
al nuevo Registrador utilizar los edificios de la 
pertenencia ó pertenencias caducadas, ó servirse 
de las máquinas que hubiere en ellas, tendrá de- 
recho á la expropiación forzosa, con arreglo á 
la ley. 

Art. 70. En las pertenencias abandonadas por 
espacio de diez años sin registrarse ni laborearse 
auevamente, los terrenos que fueren ocupados 
para atenciones y servidumbres mineras, y los so- 
lares de edificios ya inservibles para su primitivo 
objeto, revertirán llanamente al dueño de la finca. 

CAPÍTULO X (2; 

DE LAS OFICINAS DE BENEFICIOS DE MINERALES 

Art. 71. Todo beneficiador de minerales en esta- 
blecimientos fijos disfrutará de los derechos, ten- 
drá las obligaciones y estará sujeto á las indemni- 
zaciones de que trata el cap. 8.° de esta Ley, siem- 
pre que lo en él dispuesto sea aplicable á la fabri- 
cación. 

Art. 72. Cuando el fabricante no se aviniere con 
el dueño del terreno donde intente plantear su ofi- 
cina de beneficio^ acudirá al Gobernador para que, 
instruido el expediente prescrito por la Ley de ex- 
propiación forzosa, recaiga la declaración de si es 

(1) Véase el ya citado art. 23 del Decreto -Bases, que va* 
ría sustancialmente el procedimiento qua fija este artículo 
en caso de caducidad de una concesión minera. 

(2) Véase el capítulo viii del Reglamento. 
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ó no de pública utilidad el establecimiento. De la 
declaración del Gobernador podrá reclamarse por 
el dueño del terreno ó por el industrial ante el Mi- 
nisterio, y la resolución de éste será definitiva é 
inapelable. 

Art. 73. Cusgido hayan de establecerse altos 
hornos ó forjas catalanas, ú otra cualquiera ofici- 
na de beneficio É[ue requieran salto de aguas, -es 
necesaria la autorización del Gobernador previo el 
expediente instruido con audiencia de los intere- 
sados, de un Ingeniero de Minas del distrito, de 
otro de Caminos y del Consejo provincial. 

El Gobernador no podrá dilatar por más de seis 
meses el término para instruir y resolver el ex- 
pediente. 

Art. 74. En todo lo que sea relativo á las ofici- 
nas de beneficio de minerales y no se halle deter- 
minado en este capítulo, regirán las reglas del 
derecho común aplicables á los demás estableci- 
mientos industriales, y se observarán los regla- 
mentos y órdenes de sanidad y policía. En su con- 
secuencia, los daños y deterioros causados en ar- 
bolado y siembras por los humos, gases y subli- 
maciones procedentes de los hornos de una oficina 
de beneficio, serán indemnizados por el dueño de 
ésta. 

CAPÍTULO Xí (1) 

DE LAS MINAS QUE SE RESERVA EL ESTADO 

Art. 75. Quedan reservadas al Estado las mi- 
nas siguientes: 
Las de azogue de Almadén y Almadenejos. 

(1) Véase el capítulo iz del Reglamanto. 
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Las de cobre de Río Tinto. 

Las de plomo de Linares y Falset. 

Las de azufre de Heilin y BenamaureL 

Las de grafito ó lápiz-plomo que radican en el 
partido judicial de^Marbella. 

Las de hierro que en Asturias y Navarra están 
destinadas al surtido necesario de las fábricas na- 
cionales de armas y municiones. 

Las de carbón, situadas en los concejos de Mor- 
cín y Riosa, en la provincia de Oviedo, acotadas 
para el servicio del establecimiento de Trubia. 

Y las de sal, que en la actualidad beneñci^, en 
diferentes puntos del Reino. 

Art. 76. Conservarán estas minas la misma ex- 
tensión de terreno que tienen en el día, y por el 
Ministerio de Fomento, previo expediente y con 
audiencia de las Autoridades á quienes se crea 
oportuno consultar, se señalará la de aquellas cu- 
yos límites no estén aun ñjados de una manera 
precisa y conocida. 

Art. 77. Dentro del períme^tro de las minas re- 
servadas ,al Estado, nadie podrá abrir calicatas,, 
ni hacer exploraciones, sino por orden y cuenta 
del Gobierno. 

Tampoco podrán hacerse concesiones de perte- 
nencias de minas ó escoriales dentro de los mis- 
mos linderos. 

Se exceptúan los minerales que no sean objeta 
do la explotación del Gobierno, con tal que las la- 
bores se establezcan á la distancia de 600 metros, 
por lo menos, de las minas y encinas del Estada 
en actividad. 

Art. 78. Los terrenos y escoriales procedentes, 
de minas 6 fábricas reservadas al Estado, no po- 
drán ser beneficiados por los particulares, cual- 



Digitized by VjOOQIC 



— 80 — 

quiera que sea la distancia á que se hallen de la 
mina ú oficina de que provengan. 

Art. 79. No podrá el Gobierno enajenar ni ad- 
quirir minas ni escoriales sin estar autorizado por 
una ley especial. 

CAPÍTULO XII (1) 

DE LAS CONTRIBUCIONES DEL RAMO DE MINAS 

Art. 80. Por cada pertenencia minera de las di- 
mensiones señaladas en el párrafo 1.° del art. 13, 
se satisfará anualmente el canon ñjo de 30 es- 
cudos. 

Las pertenencias del párrafo 2.° del mismo ar- 
ticulo, aunque de mayor extensión que las demás, 
^ólo pagarán 20 escudos, 

Los escoriales y terreros satisfarán de canon 
■anual 40 escudos por cada 40.000 metros de super- 
ficie. 

Las pertenencias incompletas y las demasías 
pagarán en proporción de la superficie respectiva. 

X.OS permisos para investigación pagarán 10 es- 
cudos al año por cada pertenencia. 

En las galerías generales se pagará el canon co- 
rrespondiente á las pertenencias mineras que les 
estuvieren reservadas por la concesión desde el 
4ia en que sean registradas ó puestas en investi- 
gación, según el art. 42. 

El canon empezará á contarse respectivamente 
«desde la fecha de la demarcación de pertenencias 
y de la concesión del permiso para investigaciones. 

(1) Véase acerca de esta materia la Circular de 26 de 
febrero de 1871, la Instrucción de 9 de Abril de 1889 y el 
Heal decreto de 1.^ de Agosto del mismo año. 
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Art. 81. Las pertenencias actualmente concedi- 
das, las incompletas y demasías, y las pendientes 
de tramitación, disfrutarán del beneficio de esta 
Ley, aplicándoseles el canon según el art. 80 con 
la rebaja correspondiente, en razón de la meno^" 
superficie que tengan respecto de las nuevas per- 
tenencias aquí establecidas; pero también alean» 
zara á los expedientes en tramitación la carga del 
pago del canon desde el día en que las presentes 
disposiciones sean obligatorias (1). 

Art. 82. Las pertenencias de minerales de hierro 
continuarán exentas, como hasta aquí, de canon 
anual por el tiempo de veinte años, contados des» 
de la publicación de la presente ley. 

Art. 83. Todos los minerales y metales, de cual- 
quiera clase que sean, pueden exportarse al ex- 
tranjero; pero pagarán á su salida del Reino los 
derechos que establezca la ley de Aranceles. 

En la misma ley se fijarán los derechos que de- 
ban satisfacer á su importación el carbón de pie- 
dra y los demás productos minerales extranjeros. 

Art. 84. Los derechos arancelarios que según 
el artículo precedente paguen los minerales ó me- 
tales á su exportación desde cualquier punto del 
Reino, no excederán del 3 por 100 de su valor, sin 
deducción de gastos de ninguna clase. Los plomos 
argentíferos pagarán los derechos de exportación, 
tanto por el plomo como por la plata que conten- 
gan. Al efecto, se establecerán por el Gobierno 
para siáplificar la operación arancelaria, tipos de 
la respectiva ley de plata por circunscripciones 
mineras, cuya comprobación y rectificación por 

(1) Este artículo y el anterior están derogados por el 8.*^ 
y el 19 del Decreto- Ley de Bases. 
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ensayos de la riqueza específica se ejecutarán en 
épocas prudencialmente determinadas. El pago de 
los derechos de exportación por 'el plomo y pla- 
ta de los plomos argentíferos, se hará precisa- 
mente en los puntos de salida del Reino, y lo mis- 
mo el de los demás metales y minerales, computa- 
dos sus precios por los que tengan en los parajes 
de la respectiva producción; á cuyo efecto, los pro- 
cedentes de puntos distintos del de embarque ó sa- 
íida, llevarán guías expresivas de su procedencia 
y precio. 

Los que no llevaren guía pagarán los derechos 
por el precio que el mineral ó el metal tuviere en 
el punto de su embarque ó salida. 

Quedan exceptuados del pago de derechos á su 
exportación la mena de hierro, el hierro metálico, 
los comlyíistibles fósiles y el cok, la calamina, la 
blenda y el zinc metálico, hasta que se completen 
los veinte años, por cuyo término les fué concedi- 
da esta franquicia en la Ley de 6 de Julio de 1859. 

Los minerales y los metales no elaborados es- 
tán exentos de todo pago de derechos en su circu- 
lación dentro del Reino^ la cual será completa- 
mente libre. 

Art. 85. La industria minera no podrá ser re- 
cargada con otros impuestos especiales fuera do 
los aquí establecidos. La industria metalúrgica 
pagará el impuesto de subsidio correspondiente á 
su clase y á sus utilidades ó ganancias. 
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CAPÍTULO XIII (1) 

DE LA AUÜPRIDAD Y JURISDICCIÓN EN MINERÍA 

Art. 86. Todos los expedientes que se instruyan 
para obtener concesiones en minería son pura- 
mente gubernativos. Se sustancian y terminan 
por los Gobernadores. 

Art. 87. Xos Gobernadores oirán á ios Consejos 
provinciales en todos los casos que dispone la pre- 
sente Ley, y siempre que lo creyesen oportuno, 
uniendo á los expedientes los informes de aquellas 
Corporaciones. 

Art. 88. De toda disposición ó medida adoptada 
por los Gobernadores en minería, puede represen- 
tarse gubernativamente al Ministerio de Fomento 
por la parte que se considere perjudicada; pero la 
representación ha de dirigirse por conducto del 
Gobernador respectivo, quien la acompañará con 
su informe, mandando dar recibo de ella al inte- 
resado. 

Se exceptúan las providencias de declaración de 
caducidad, según el art. 68, en las cuales procede 
^l recurso por la vía contencioso-administrativa 
ante el Consejo provincial, con apelación al Con- 
sejo de Estado por parte del antiguo concesio- 
nario. 

Tanto el recurso como la apelación, han de in- 
terponerse en el término de treinta días (2). 

(t) Véase el capítulo yii del Reglamento. 

(2) El plazo señalado en este párrafo no está vigente, 
pues con arreglo á los arts. 7.**, 70 y 71 de la Ley de lo 
Gontencioso-admlnlstratÍYO, el término para interponer el 
recurso es de tres meses y para la apelación de cinco dios, y 
treinta para personarse ante el Tribunal de lo Contencioso. 
Estos artículos dicen así: 

«Art. ?.• El término parajlnterponer el recurso conten» 
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El Ministerio oirá á la Junta Superior faculta- 
tiva de minería y al Consejo de Estado sobre los 
asuntos de minas cuando lo estimare conveniente, 
cuidando de que los negocios consultados, si pue- 
den llegará ser contenciosos, se informen sola- 
mente por la Sección de Fomento del mismo Con- 
sejo. 

Árt. 89. Acerca de las Reales órdenes en mine- 
ría cabe recurso por la vía contenciosó-adminis- 
trativa para ante el Consejo de Estado (1): 

1.° Contra las resoluciones por las cuales se 
confirme ó se desestime el permiso ó negativa de 
los Gobernadores para la investigación. 

2.^ Contra aquéllas por las que se confirmen ó 

oioso-administratlvo será en toda clase de asuntos el de 
t^s meses, contados desde el día siguiente al de la notifi^ 
cación administrativa de la resolución reclamable. Dicho 
término será de cuatro y seis meses respectivamente, se- 
gún que la persona que haya de reclamar tenga su residen- 
cia en las Antillas españolas ó en Filipinas y posesiones del 
Golfo de Guinea, y se le notifique en dichos puntos la re- 
solución que origine el recurso. 

»E1 plazo para que la Administración, en cualquiera de 
sus .grados, utilice el recurso contencioso-administrativo 
será también el de tres meses, contados desde el día si- 
guiente al en que, por quien proceda, se declare lesiva 
para los intereses de aquélla la resolución impugnada; pero 
si hubieren transcurrido cuatro años desde que tal resolu- 
ción se dictó, se tendrá por prescrita la acción administra- 
tiva. Para los expedientes ya resueltos, el plazo de los cua- 
tro años correrá desde el oía siguiente á la publicación de 
esta ley. 

»Art. 70. El recurso de ax>elación se interpondrá ante el 
Tribunal que hubiere dictado el auto ó sentencia qi^e se 
ai>ele, dentro de los cinco días siguientes al de la notifi- 
cación. 

»Art. 71. Admitida la apelación, que se entenderá sieni- 
pre en ambos efectos, se emplazará á las partes para aue 
en el término de treinta días comparezcan ante el Tríbu^ 
nal de lo Contencioso-administrativo.» 

(1) Véase el art. 118 del Reglamento. 
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desestimen las providencias dictadas por ios Go- 
bernadores cobcediendo ó negando la propiedad 
de minas, escoriales, terreros y galerías gene- 
rales. 

3.** Contra las que se dicten declarando la ca- 
ducidad de una concesión. 

Art. 90. Los recursos por la vía contenciosa^ 
de que habla el artículo anterior, podrán ser en-^ 
tablados tanto por los interesados e>n las resolu- 
ciones contra las cuales les queda señalado el re- 
medio de la vía contenciosa, como por cualesquie- 
ra otros que en tiempo hábil hubiesen presentado 
sus oposiciones á los Gobernadores, para que, se- 
gún los arts. 36 y 46, las unieran á los respectivos 
expedientes. 

. Art. 91. El término para entablar el recurso 
ante el Consejo de Estado es el de treinta días. 

Art. 92. Todo el que promoviere expedientes á6 
minería ó de metalurgia, tendrá un apoderado en 
la capital de la respectiva provincia. En falta del 
interesado principal y de su apoderado, la publi- 
cación de una providencia en el Boletín oficial pro- 
ducirá los mismos efectos legales que la notifica- 
ción personal. 

Art. 93. Corresponde á los Consejos provincia- 
les, con apelación al de Estado, el conocimiento 
por la vía contenciosa de las cuestiones que se 
promuevan entre la Administración y los conce- 
sionarios sobre la inteligencia y cumplimiento de 
las condiciones establecidas en la concesión. 

Art. 94. Conocerán los Tribunales ordinarios 
de todas las cuestiones que sobre las minas, esco- 
riales, terreros, socavones ó galerías y oficinas d^ 
beneficio se promovieren entre partes sobre pro- 
piedad, participación y deudas, así como de los 

6 
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delitos comunes que se cometieren en los mismos 
establecimientos y sus dependencias (1). 

La intervención de los Tribunales ordinarios no 
entorpecerá la tramitación administrativa de los 
expedientes ni la marcha de las labores. En las 
demandas contra establecimientos mineros por 
deudas podrá decretarse el embargo de todo ó 
parte de los productos, y también, según los casos, 
la ejecución y venta de los mismos establecimien- 
tos; pero sin que el procedimiento judicial infiera 
perjuicio al laboreo, fortificación, desagüe y ven- 
tilación de las minas demandadas ni de las colin» 
dantes. El Gobernador de la provincia ejercerá su 
vigilancia en el mismo sentido. 

Art. 05. Los Tribunales competentes para en» 
tender en las causas de fraude contra los intere- 
ses de la Hacienda pública, lo serán igualmente 
para conocer de las de defraudación en el pa^ de 
impuestos de minas, y en las de circulación de 
minerales y metales sin la correspondiente guía. 

CAPÍTULO XIV 

DEL CUERPO DE INGENIEROS DE MINAS 

Art. 96. El Cuerpo de Ingenieros de Minas con- 
tinuará encargado de la dirección facultativa de 
los establecimientos mineros reservados al Es- 
tado y de las comisiones científicas propias de su 
profesión, con las demás atribuciones y obligacio- 
nes que le corresponden por Qsta Ley y le señalen 
los Reglamentos. 

(1) Véanse los arts. 119 y siguientes del Reglamento. 
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Un cuerpo subalterno lo auxiliará en las opefe.- 
^ones materiales. 

La Junta Superior facultativa de Minas infor- 
mará al Ministerio siempre que fuere consultada 
-sobre los expedientes del ramo, y sobre cuanto 
pueda contribuir á promover y perfeccionar la in- 
«dustria minera. 

DISPOSICIONES GENERALES (1> 

1.* Toda explotación de carbón de piedra ó de 
antracita será dirigida por el Ingeniero ó faculta- 
tivo autorizado que cuide del buen orden y seguri- 
<lad de las labores: en las demás minas y estable- 
«cimientos mineros podrán los dueños valerse de 
los facultativos ó peritos que más les convinieren. 

Se exceptúan de una y otra obligación los apro- 
-vechamientos de carbón de piedra ó de antracita 
<en pequeña escala para usos locales. 

2.^ En todas las minas y establecimientos mi- 
neros ejercerá el Gobierno, por medio del Cuerpo 
de Ingenieros, la vigilancia ó inspección necesa- 
rias al cumplimiento de esta ley, con sujeción á los 
Reglamentos. 

3.* Las concesiones y autorizaciones otorgadas 
<5onforme al Real decreto de 1825 y ley de 1849 con 
las aclaraciones posteriores, subsistirán en su 
actual estado, siempre que se cumplan exacta- 
mente las condiciones con que fueron expedidas, 
entrando desde luego en el goce de todas las ven- 
tajas que esta ley les proporciona, con tal que sea 
43in perj uicio de tercero. 



<1) Véanse las disposioiones generales del Reglamento. 
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4.* Las minas de hierro que por concesiones; 
onerosas pertenezcan á particulares, y las que 
hasta aquí hayan sido de libre aprovechamiento y 
se hallan en labores, continuarán en el mismo es- 
tado, sin que puedan ser objeto de investigaciones- 
ni registros al tenor de esta ley. 

5.* Todos los plazos que se fijan en la presente 
ley empezarán á contarse desde el día siguiente al; 
de la notificación administrativa, al de la citación 
ó aviso en los Boletines oficiales^ ó al de la inser- 
ción en los mismos de las resoluciones de la auto- 
ridad, según se especificará en el Reglamento. 



DISPOSICIONES TRANSrrORIAS 

1.* Los individuos ó empresas que hayan obte- 
nido la propiedad de pertenencias mineras con 
arreglo á la anterior legislación, podrán acumu- 
lar mayor número de pertenencias contiguas ene 
terreno franco, solicitándolas según lo prevenido* 
en el art. 16. 

2.^ Los expedientes que se hs^llaren pendientes 
al publicarse esta ley, se terminarán por los trá- 
mites que en ella se establecen como más breves. 
y expeditos, á menos que los interesados declaren 
por escrito á los respectivos Gobernadores que 
prefieren la tramitación anterior, dentro de los 
sesenta días de la publicación de la presente ley. 
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DISPOSICIÓN FINAL (1) 

Quedan derogadas todas las leyes, instruccio- 
aies y Reglamentos de minería anteriores á la pro- 
!mulgación de esta Ley. 

El Gobierno publicará á la mayor brevedad los 
Reglamentos necesarios para su cumplimiento y 
«exacta ejecución. 

Por tanto: mandamos, etc. 

(1) Disposición final del Reglamento. 
Véase el Decreto- Ley de Bases de 1868, art. 32, que de- 
•claró subsistentes las disposiciones de esta Ley y del Re- 
^glamento que no se opusieran á lo que en él se determina. 
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DECRETO -LEY 

de 29 de fiieiembre de 1868, estableciendo bases 
generales para la nueva legislación de minas. 



La cuestión minera, que es importantísima por 
los grandes resultados que para la riqueza pública 
puede dar, y que es ardua en extremo por las diñ« 
cultades que entraña, debe ser, á fín de conseguir 
aquéllos y sean cuales fueren éstas, pronta y ra> 
dicalmente resuelta. 

No se le oculta al Ministro que suscribe que,, 
para llegar á una irreprochable solución, sería 
forzoso poner antes en claro graves problemas, 
económicos y quizá profundas cuestiones sociales; 
pero unos y otros se agitan todavía en la alta es- 
fera de lo abstracto, y la vida práctica de los pue- 
blos exige soluciones inmediatas y tangibles, si- 
quiera sean imperfectas; que ya por lo demás la 
idea las irá transformando lentamente á medida 
^ue se haga clara y distinta, y que por el trabaja 
constante de los Siglos vaya encarnando en la 
realidad de las cosas, 

Sería lo primero saber si en buenos principios de 
derecho, la riqueza mineral que contiene la tierra 
de España ha de estar invariablemente unida al 
suelo, de modo que el propietario de éste lo sea de 
la masa mineral bajo su finca cojitenida; ó si, por el 
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contrario, al dominio público corresponden todas 
las minas de la Nación, ya las explote por si con- 
virtiéndolas en propiedades del Estado, ya las ceda 
con ciertas garantías á los particulares, ó si, final- 
mente^ de nadie son, y á nadie pertenecen estos 
elementos naturales de la industria mientras no 
deposita en ellos su. trabajo y de esta' suerte se 
losapropia un primer ocupante. Pero este pro- 
blema de economía social de hecho está resuelto 
en nuestra patria; y cpmo en otra ocasión ha dicho 
el Ministro que suscribe, no á él, sino á más alta 
autoridad compete ó concederle, para que sea via- 
ble en un nuevo período, toda la fuerza de la san- 
ción revolucionaria, ó transformarlo por comple- 
to vaciándolo en los nuevos moldes de las nuevas 
ideas. 

El antiguo derecho de España en materia de mi- 
nas partía del principio^ regalista, y así las decla- 
raba solemnemente propiedad del Soberano el 
Decreto de 4 de Julio de 1825, reflejo fiel de las 
absurdas y monstruosas Ordenanzas de Felipe 11. 
Transformada en época posterior la manera polí- 
tica de ser de la sociedad española, como de toda 
la sociedad europea, sustituida al antiguo Monar- 
ca de derecho divino, que en su persona resumía 
la Nación entera, la entidad colectiva del Estado, 
natural era sustituir al derecho regalista el domi- 
nio público, como así lo entendieron y claramente 
lo consignaron las leyes de 11 de Abril de 184SI y 
de 11 de Julio de 1859; y así también ha llegado 
esta importantísima legislación hasta el momento 
presente, salvas ligeras modificaciones de detalle, 
que en nada afectan al espíritu general que la 
inspiró. 

Si por virtud de nuevas transformaciones ha de 
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darse una nueva signiflcación á la idea del Estado 
y á todo el organismo administrativo, no es cosa 
que pueda decidirse en el momento; el Ministro 
debe hoy aceptar el dominio público sobre las mi- 
nas sin perjuicio de lo que en su día resuelvan las 
Portes, y admitido este principio, es inevitable la 
intervención del poder central en la industria mi- 
nera, aunque deba simplificarse en jo posible, re- 
ducirse á lo puramente preciso, y hacerse de modo 
4D[ue esta facultad de dominio se convierta, eh 
cuanto sea dable, en una mera acción regulariza- 
dora de intereses opuestos ó de opuestos derechos. 

La propiedad en la minería, como en todos los 
ramos de la industria humana, es tanto más fe- 
cunda cuanto menos cuesta adquirirla y más fir- 
me en su posesión; pero ambas condiciones faltan 
en España para el propietario de minas, y por fal- 
tar, esta fuente de riqueza se estanca y se esteri- 
Jiza, y brotan abusos, obstáculos y complicaciones 
^in cuento. Larga tramitación en las oficinas, in- 
vestigaciones previas para hacer constar la exis- 
tencia del mineral, restricciones no escasas para 
la concesión; esto en primer término, y más tarde 
un amago constante de despojo: tal es la situación 
á que está reducida esta importantísima indus- 
tria y esta clase importantísima de propiedad, si 
^semejante nombre merece el efímero disfrute de 
lo que, si hoy se posee de hecho, mañana, á una 
asimple denuncia, queda en litigio; y que si del de- 
nunciador triunfa, es tras largos trámites y con 
pérdida de la paciencia, de la tranquilidad y del 
tiempo que á fomentar la mina y no á defenctorla 
de la malicia ajena debió emplearse. 

Faltan, pues, en la industria de que se trata, si 
al nivel de las demás ha de llegar, estas dos con- 
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diciones: facilidad para conceder, seguridad para 
explotar. 

Para conseguir lo primero establece el Minis- 
tro, en el art. 15, que sin calicatas, investigacio- 
nes, trámites ni expedientes, el Gobernador de la 
provincia conceda y deba conceder, marque y deba 
marcaren terreno franco, á toda persona, la masa 
mineral que solicite mediante el pago de un censo, 
derecho ó patente, no de otro modo que en los Es- 
tados de América el Gobierno de la Unión concede 
con igual requisito al intrépido pioneer el terreno 
inculto, la selva ^virgen ó el bosque secular que 
con el trabajo, la inteligencia y la constancia han 
de convertirse un dia en riquísima hacienda, en 
activa colonia d en fructífera huerta. Si la mina 
no existe, si el concesionario i^e equivocd, si ma- 
liciosamente buscaba un pretexto para ejecutar 
agios y malas artes, de sentir será; pero libre de 
culpa queda la Administración pública, porque 
nada garantiza; mientras que hoy es, bien á su pe- 
sar y por la fuerza de las cosas, cómplice inocente 
de una buena parte de los errores en que la indus- 
tria minera cae. y de no pocas impurezas que á la 
industria minera manchan. 

El trabajo, en la esfera privada, bajo su propia 
responsabilidad camina; aleccionado por el doldf 
que sus faltas le c£),usan, aprende; en su fuerzas,» 
y nada más que en sus í^uerzas, confía; y á esta» 
leye§ económicas obedece la explotación de las. 
masas subterráneas como la de las masas super- 
ficiales, pues condiciones geométricas de posición 
no han de ser causas que inviertan y trastornen 
los grandes principios y las grandes leyes econó* 
micas del trabajo. 

Para realizar la segunda condición, es decir, ia 
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seguridad, establece el Ministro que suscri^be que 
las concesiones sean perpetuas, y que constituyan 
propiedades firmísimas de las que bajo ningún 
pretexto pueden ser despojados sus dueños mien- 
tras que paguen las cuotas correspondientes. Asi 
la denuncia queda anulada por completo; ese eter- 
no peligro de la industria minera, ese amago á la 
propiedad, ese inmenso riesgo creado artificial- 
mente contra las compañías, y para el cual no 
hay sociedades de seguros, no existirá de hoy más,. 
y la persona ó la asociación que á esta cla§e de 
trabajos dediqué sus capitales estará segura de 
recoger el fruto de sus desvelos, sin que la mala 
fe de un denynciador le arranque, ó por lo meno& 
le dispute, lo que en buena ley le pertenece. 

Tales son las dos bases principales en que des- 
cansa el presente Decreto; y fácil es ahora com- 
prender el espíritu descentralizador que lo ha ins- 
pirado, al menos para las minas de particulares,, 
que son las únicas á que sus prescripciones se re- 
fieren. 

El particular que pretenda acometer empresas, 
de esta clase, al obtener el permiso que exige el 
art. 15 y pagar la cuota, toma moralmente pose- 
sión de la masa de terreno que intenta explotar; 
la envuelve, por decirlo así, en su derecho, y la 
hace impenetrable á los embates de la codicia aje- 
na; á su vez el Estado, que con el particular cele- 
bró un contrato solemne, qué cedió á título one- 
roso y á todo riesgo una parte de su dominio, debe 
desde tal instante proteger resueltamente aque- 
lla propiedad, pues proteger vidas y haciendas eje. 
una de sus más altas misiones; y bien puede de- 
cirse, sí á la situación actual se compara la que 
por Virtud de este Decreto habrá de crearse, qua 
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la cuoía o patente que el mismo pague será una 
prima justísima de seguro contra los azares de la 
suerte y la malicia de los denunciadores. 

No se oculta al Ministro que suscribe que tal vez 
esta solución radical despierte alarmas en espíri- 
tus apocados y sin fe en los grandes principios 
modernos; pero después de meditarlo concienzu- 
damente, después de consultar la experiencia y 
de ver los resultados que la reglamentación ha 
producido en España, y los que la libre acción de 
la industria privada da en otras Naciones, opta 
sin titubear un punto por la libertad en minería 
como germen de progreso y prenda de justicia. 

Dos objeciones pueden, sin embargo, oponerse á 
las dos bases fundamentales del presente Decreto, 
y conviene desvanecerlas. Caso extremo, prácti- 
camente imposible, seria aquel en que denunciada 
toda la superficie de la Península, desapareciera 
el dominio del Estado sobre las sustancias mine- 
rales, y en que todas ellas pasasen á la industria 
privada; pero en verdad que este caso, desgracia- 
damente ilusorio, seria la realización de un bello 
ideal; las 'minas, igualadas á las demás cosas, 
movilizadas por el interés del individuo, conver- 
tidas en una propiedad como las demás propieda- 
des, » entrarían en la poderosa corriente del pro- 
greso, y de esta suerte habría llegado la industria 
minera en nuestro país á ser lo que es en la Gran 
Bretaña; pero no partiendo del principio inadmi- 
sible que hace al dueño del suelo dueño del sub- 
suelo, sino como aplicación de la idea de trabajo» 
germen y fundamento de la verdadera propiedad. 

Vender todas las minas ó el dominio sobre ellas; 
<lar salida á las sustancias subterráneas y lan- 
zarlas al mercado; arrancarse á la rutina y abrir 
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nuevos caminos á la libertad, son cosas propias 
de una revolución que sólo con reformas radica- 
les y enérgicas puede forzar el paso por entre las 
apiñadas y traidoras dificultades que la cercan. 

En cuanto al temor de qué, una vez concedida la 
mina, el dueño de ella la pudiera dejar inexplota- 
da, es de todo punto infundado, porque en primer 
lugar, la cuota que anualmente paga es un esti- 
mulo al trabajo, estimulo aun mayor es su propia 
interés, y es, sobre todo, principio absurdo, antiso- 
cial y disolvente el de arrancar á un propietario 
lo suyo porque no lo explota, ó porque lo explota 
mal, ó porque la manera de explotarlo no satis- 
face á la Administración; con estos principios y 
con la actual ley de Minas, aplicada á las demás 
industrias^ la propiedad desaparecería bien pron- 
to, y España se trocaría en un inmenso taller na- 
cional ó en up inmenso caos comunista. 

Vieja y desacreditada es la idea de que la acción 
del Estado sobrepuje en la industria al interés 
particular; y si en algún ramo se pone de mani- 
fiesto lo absurdo de semejante doctrina, es preci- 
samente en la industria minera; esa intervención 
constante del Gobierno, esa amenaza suspendida 
á toda hora sobre el industrial de minas, esa ley 
que le dice: «trabaja el tiempo que te marco, con 
el pueble que te fijo, en la forma que te impongo, 
ó sin indemnización alguna te despojo de lo tuyo 
en provecho de un denunciador», son causas de 
lastimoso atraso, de infecundas luchas, de lasti- 
mosa inmoralidad. Concédase libertad al minero,, 
déjesele distribuir su capital y su tiempo como 
mejor le convenga, protéjale el Estado como pro- 
tege á los demás trabajadores, y si la industria 
minera no alcanza dé este modo la perfeccio'n ab- 
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soluta, porque la perfección no es de humanas so- 
ciedades, al menos llegará á una relativa, que 
debe ser el limite racional á que se aspire. 

Porque en la industria minera la parte aleatoria 
os mayor que en las demás industrias; por esto 
mismay para com^mHsar tal desventaja, debe cui- 
darse de no oprimirla artifícialmente; porque vive, 
por decirlo así, bajo tierra y ahogada en estrechas 
galerías, necesita para sus faenas más aire de li- 
bertad. 

A las dos bases, cuyo verdadero sentido acaba 
de explicar el Ministro que suscribe, debe uniíse 
otra tercera como principio de equilibrio y armo- 
nía entre opuestos derechos qne en más de una 
ocasión chocan entre sí, provocando conflictos que 
conviene prever y evitar: tales son el que tiene el 
minero sobre la masa subterránea que le lia sido 
cedida, y el que ejerce el dueño de la jsuperficie. 

A poner este punto en claro se encaminan los 
artículos 5.° y 27, y por esta razón se distinguen 
terminantemente en todos los casos dos regiones: 
el suelo ó superfície, y el subsuelo ó masa subte- 
rránea. Hasta tal punto, que aun no habiendo di- • 
ferencia mineralógica entro el suelo y el subsuelo, 
exigen ios sanos principios de derecho distinguir- 
los y separarlos por el pensamiento; porque si el 
suelo es de propiedad particular, nunca podrá con- 
cederlo el Gobierno, ni arrancar á su dueño con 
motivo de mejor aprovechamiento lo que en buena 
ley le pertenece; al paso que siempre el subsuelo 
estará bajo el dominio público y siempre podrá el 
Estado cederlo para trabajos subterráneos que 
dejen tntacta y libre la superfície. 

Esta, sin embargo, se halla, y dado nuestro de- 
recho debe hallarse sometida á ciertas servidum- 



Digitized by VjOOQIC 



— 99 — 

bres, y entre ellas al paso desde el exterior al in- 
terior, ó sea desde el suelo al subsuelo, que es 
donde la mina se encuentra. 

Como el Estado en nuestro actuaV organismo, 
para abrir grandes arterias por donde el comercio 
y las personas circulen tiene el derecho de expro- 
piar, tiene el dueño de las minas para ir á su fílón, 
el de romper el suelo, aunque no le pertenezca, y 
ocupar una parte de la superficie; pero siempre 
que se trate de terrenos de particulares, deberá 
preceder á este acto la ley de utilidad pública con 
todos sus requisitos y garantía, y deberán mar- 
carse los limites de la mina en la superficie para 
que no se ataque ni dañe lo que ni pertenece al mi- 
nero ni en la concesión pudo estar comprendido; 
asi lo consigna el art. 27. "^ 

Si el Estado puede hoy invocar un derecho sobre 
las materias subterráneas para intervenir en el 
aprovechamiento que de ellas se haga, casos hay 
en que, porque así lo aconseja el interés general, 
debe hacer renuncia de aquel derecho y abando- 
nar tales sustancias á la acción libre y espontánea 
de los particulares. De aquí nace la división esen- 
cialmente práctica y sancionada por una larga ex- 
periencia que losarts. 1.^, 2.", 3,"" y 4.*^ establecen, 
así como los principios que en el art. 6.° se con- 
signan, prescripciones todas que no son contra- 
rias al principio único que el Ministro adopta, sino 
antes bien, aplicaciones varias de este principio, 
como varios son los casos que en la práctica ocu- 
rren. En todos ellos el derecho del Estado sobre la 
masa mineral subsiste y se respeta; mas para 
ciertas materias de ínfimo valor y entregadas por 
costumbre al aprovechamiento libre, el Estado re- 
nuncia á este derecho. Y aun hay otra causa deci- 
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siva en abono de tal resolución: el art. 3.° de lá 
ley vigente cede al dueño del suelo la propiedad 
del subsuelo cuando se trata de sustancias de la 
primera clase; he aquí un hecho consumado y un 
derecho adquirido que, mientras el dominio pú- 
blico se considere como legitimo, es forzoso res- 
petar. 

Para las sustancias de la segunda sección inter- 
viene ya el Estado, aunque ofreciendo ciertas ven- 
tajas al dueño del suelo; condescendencia justa, 
pues la minería es en estos casos por punto gene- 
ral incompatible con la existencia de la superficie, 
y antes de anular un derecho en nombre del de 
expropiación, bueno es brindar al interesado me- 
dios conciliatorios. Por último, en las minas pro- 
piamente dichas, el dominio del Estado se con- 
serva íntegro, y la concesión se hace al primer pe- 
ticionario sin contar con el dueño de la superficie, 
porque salvas ciertas servidumbres recíprocas, 
ambos derechos son compatibles. 

Las aplicaciones de estos preceptos podrán ser 
difíciles en algunos casos, como lo es siempre la 
realidad con su abrumadora riqueza de accciden- 
tes; pero los principios son, dado el dominio pú- 
blico sobre las minas, justos y aceptables. 

Finalmente, las relaciones jurídicas que deban 
existir entre unas minas y otras, y entre éstas y 
el suelo, serán objeto de disposiciones especiales. 
De este cúmulo de derechos contrapuestos, todos 
son claros y piecisos en sus centros respectivos; 
por ejemplo, el del dueño en la superficie, el del 
minero en el filón; pero al aproximarse unos á 
otros, al llegar á sus mutuas fronteras, al bajar 
el dueño del suelo y subir el dueño de la masdt 
subterránea, acercándose ambos al plano ideal y 
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límite que el derecho concibe, es c^ando brota lív 
duda y surgen los conflictos. He aquí por qué ea 
de todo punto necesario un Reglamento de policía 
subterráne^t, según se establece en el art. 29. 

En resumen: facilidad para conceder, seguridad 
en la posesión, deslinde claro y preciso entre el 
suelo y el subsuelo, son los tres principios en que 
se funda este Decreto, cuyas prescripciones debe- 
rán desarrollarse en el correspondiente Regla- 
mento. 

En virtud de las consideraciones anteriores^ 
como miembro del Gobierno provisional y Minis- 
tro de Fomento, 
i Vengo en decretar lo siguiente: ' 
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BASES GENERALES 

^ para la nueva legislación de minas 



•CLASIFICACIÓN Y DOMINIO DE LAS SUSTANCIAS 
MINERALES 

Artículo l.'^ Son objeto del presente decreto las 
'Sustancias útiles del reino mineral, cualquiera 
que sean su origen y forma de yacimiento, hállen- 
le en el interior de la tierra ó en la superficie, y 
para su aprovechamiento se dividen en tres sec- 
ciones. 

Art. 2.° En la primera sección se comprenden 
las producciones minerales de naturaleza terrosa, 
las piedras silíceas, las pizarras, areniscas ó aspe- 
rones, granitos, basaltos, tierras y piedras cali- 
zaSj el yeso, las arenas, las margas, las tierras 
arcillosas y, en general, todos los materiales 
de construcción, cuyo conjunto forma las can- 
teras (1). 

Art. 3.** Corresponden á la segunda sección los 
placeres, arenas ó aluviones metalíferos, los mi- 
nerales de hierro, de pantanos, él esmeril, ocres 
^ almagras, los escoriales y terrenos metalíferos 
procedentes de beneficios anteriores, las turbe- 

(1) Véase el capítulo 1.** d* 1 Reglamento. 
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ras, las tierras piritosas, aluminosas, ma^nesia-^ 
ñas y de batán, los salitrales, los fosfatos calizos^ 
Ta baritina, espato flúor, esteatita, kaolín y las ar- 
cillas (1). 

Art. 4." Se comprenden en la tc^rcera secció» / 
los criaderos de las sustancias metalíferas, la an- 
tracita, hulla, lignito, asfalto y betunes, petróleo- 
y aceites minerales, el grafito, las sustancias sa- 
linas, comprendiendo las sales alcalinas y terreo^ 
alcalinas, ya se encuentren en estado sólido, ya. 
disueltas en el agua, las caparrosas, el azufre y 
las piedras preciosas. 

Debe considerarse que pertenecen también á. 
este grupo las aguas subterráneas (2). 

Art. 5.*^ En todos los terrenos que contengan las 
sustancias expresadas por los artículos anterio- 
res, ú otras á ellas análogas, se considerarán, 
siempre para Jos efectos de este Decreto dos par- 
tes distintas: * 

1.* E^lfiuielo, que comprende la superficie pro* 
píamente dicha, y además el espesor á que baya 
llegado el trabajo del propietario, ya sea para el 
cultivo, ya para solar y cimentación, ya con otro 
objeto cualquiera disanto del de la minería. 

2.* El subsuelo, que se extiende indefinidamen- 
te en profundidad desde donde el suelo termina. 

Art. 6.** El suelo podrá ser de propiedad parti- 
cular ó de dominio público, y el dueño nunca pier- 



(1) Vénnse los articulóos del capítulo 1.** y espeoialmeute 
el 4.% relativo á los escoriales y terreros. 

Debe consultarse respecto á este punto las consideracio- 
nes expuestas en el dictamen del Consejo de Estado, refe- 
rentes al citado capítulo y que establecen el criterio se- 
guido en esta importante materia. 

(2) Véase el art, 1.* del Reglamento. 
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<le el derecho sobre él, ni á utilizarlo, salvo caso 
•de expropiación; el subsuelo se halla originaria- 
mente bajo el dominio del Estado, y éste podrá, 
:según los casos y sin más regla que la convenien- 
'Cia, abandonarlo al aprovechamiento común, ce- 
derlo gratuitamente al dueño del suelo, ó enaje- 
narlo mediante un canon á los particulares ó aso 
daciones que lo soliciten; pero todo ello con suje- 
-ción extricta- á lo que determinan los artículos 
rsigu lentes. 

Art. 7.** Las sustancias comprendidas en la pri- 
.^mera sección, son de aprovechamiento común 
-cuando se hallan en terrenos de dominio públi- 
co (1). 

Cuando estén en terrenos de propiedad priva- 
da, el Estado, confirmando el art. 3.^ de la ley vi- 
:gente de Minas, cede dichas sustancias al dueño 
4e la superficie, quien podrá considerarlas como 
propiedad suya y utilizarlas en la forma y tiempo 
-que estime oportunos, sin que quede sometido á 
las formalidades y cargas del presente Decreto. 

Estas explotaciones sólo estarán sujeta^ á la 
intervención administrativa en lo que se refiere á 
!a seguridad de las labores, según determine el 
Reglamento de inspección y Policía mineras (2). 

Art. 8.° Las sustancias comprendidas en la se- 
gunda sección estarán sujetas, en cuanto á la pro- 
piedad y á la explotación, á las mismas condicio- 
nes del artículo precedente. Pero cuando se hallen 
en terreno de particulares, el Estado se reserva el 
•derecho de cederlas á quien solicite su explota- 



(1) Véase el art. 3.** del Reglamento. 

(2) Consúltese el Reglamento de Policía minera de 15 
^e Julio de 1897. 
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ción, si el dueño no las explota por sí, con tal que- 
antes s^ declare la empresa de utilidad pública y 
se indemnice al dueño por la superficie exproptada. 
y daños causados. Según el art. 19 establece, el 
que obtenga la concesión deberá pagar anual- 
mente un canon de dos escudos por hectárea; pero- 
el dueño está libre de esta carga si lleva á cabo^ 
por sí la explotación (1). 

Art. 9." Las sustancias de la tercera sección 
sólo podrán explotarse en virtud de concesión que- 
otorgue el Gobierno, con arreglo á las prescripcio- 
nes de esto Decreto. 

La concesión de las sustancias á que se refiere 
este artículo constituye una propiedad separada 
de la del suelo: cuando una de ambas deba ser 
anulada y absorbida por la otra, proceden la de*- 
claración de utilidad pública, la expropiación y la 
indemnización correspondiente (2). 

DE LAS INVESTIGACIONES Y DE LAS PERTENENCIAS 

Art. 10. Todo español ó extranjero podría hacer- 
libremente, en terrenos de dominio público, cali- 
catas ó excavaciones, que no excedan de 10 metros^ 
de extensión en longitud ó profundidad, con ob- 
jeto de descubrir minerales. Para ello no necesi- 
tará licencia, pero deberá dar aviso previamente 
á la Autoridad local. 

En terrenos de propiedad privada no se podráa 

(1) Véanse los artículos á."", 9.^*, 10, 11, 12 y 13 del Regla- 
mentó general. 

También debe consultarse cuanto acerca de esta mate- 
ria se consigna en el dictamen del Consejo de Estado al 
tratar de los capítulos 1.® y d."* del Reglamento. 

(2) Véanse los arts. 14 y siguientes y 82 del Reglamento^ 
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abrir calicatas sin que preceda permiso del dueño 
ó de quien lo represente (1). 

Art. 11. La pertenencia ó- unidad de medida 
para las concesiones mineras, relativas á las sus- 
tancias de la segunda y de la tercera sección, es 
un sólido de base cuadrada de 100 metros de lado, 
medidos horizontalmente en la dirección que de- 
signe el peticionario, y de profundidad indefinida 
para estas últimas sustancias. Para las primeras 
termina dicha profundidad donde concluye la ma- 
teria explotable. 

Art. 12. Los particulares podrán obtener cual- 
quier número de pertenencias por una sola conce- 
sión, con tal que este número sea superior á cua- 
tro. Todas las pertenencias que por su conjunto 
formen una concesión, deberán estar agrupadas, 
sin solución de continuidad, de suerte que las con- 
tiguas se unan en toda la longitud de uno cual- 
quiera de sus lados (2). 

Art. 13. Cuando entre dos ó más concesiones 
resulte un espacio franco, cuya extensión super- 
ficial sea menor de cuatro hectáreas ó que no se 
preste á la división por pertenencias, se concederá 
á aquel def los dueños de las minas limítrofes que 
primero lo solicite, y por renuncia de éstos á cual- 
quier particular que lo pida (3). 

Art. 14. La pertenencia minera es indivisible 



(1) Véase el capítulo 11 del Reglamento raspéete á las 
distancias á que se pueden hacer labores mineras. 

(2) Véanse los artículos 14 y siguientes del Reglamento» 
que regulan todo lo relativo á este punto. 

(3) Véanse los artículos 66 y siguientes del Reglamento 
respecto á demasías. 

También debe consultarse el dictamen del Consejo de 
Estado en este punto, por exponerse con gran detenimiento 
los princiidos que deben regir en materia de demasías. 
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en las compras, ventas, cambios ú otras operacio- 
nes análogas de los dueños de las minas (1). 



. DE LAS CONCESIONES, EXPLOTACIÓN Y CADUCIDAD 
DE LAS MINAS 

Art. 15. Para obtener la propiedad de cuatro ó 
más pertenencias mineras, ya de la segunda, ya 
de la tercera sección, se acudirá al Gobernador 
por medio de una solicitud, en que se expresan 
con claridad las circunstancias de la concesión 
que se solicita. 

El Gobernador, instruido por el oportuno expe- 
diente, según en el Reglamento se determine, y 
demostrada la existencia * de terreno franco, de- 
berá precisamente en todos los casos, previa la 
publicidad necesaria para oir las reclamaciones 
que pudieran intentarse, disponer que se demar- 
que la concesión, y otorgar ésta en un plazo que 
no exceda de cuatro meses, á contar de la fecha 
<le presentación del escrito (2). 

Art. 16. La prioridad en la presentación de la 
«olicitud da derecho preferente; pero si se trata de 
sustancias de la segunda sección, el dueño será 
siempre preferido si se compromete á explotarlas 
en un plazo que la Administración le marque y no 
exceda de treinta días (3). 

Art. 17. La demarcación de los límites en cada 



(1) Véanse los artículos 61, 62, 63 y 64 del Reglamento, 
^ue de este extremo se ocupan. 

(2) Véanse las prescripciones del capítulo 3.** del Regla- 
mento, que regulan la tramitación de los expedientes de 
<soncesion. 

(3) Véanse los artículos 9.^ al 13 del Reglamento. 
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concesión deberá hacerse, cumplidas que sean las 
condiciones del art. 15, aunque no haya mineral 
descubierto ni labor ejecutada (1). » 

Estas demarcaciones podrán comprender toda 
clase de terrenos, edificios, caminos, obras, etc., 
siempre que los trabajos mineros se ejecuten con 
sujeción á las reglas de policía y seguridad (2). 

Art. 18. Cuando el objeto sea ejecutar galerías 
generales de investigación, desagüe ó transporte, 
se solicitarán las pertenencias necesarias, siempre 
que hubiere terreno franco, como en las demás 
concesiones; pero si estos trabajos hubieran de 
atravesar pertenencias ya concedidas, el empre- 
sario deberá ponerse de acuerdo previamente con 
los dueños respectivos y concertar todas las de- 
más condiciones para el caso de encontrfir mine- • 
ral (3). 

Si los dueños de las pertenencias se opusieran 
á la ejecución de dichas galerías, no podrán éstas 
llevarse á cabo, á menos que no se instruya expe- 
diente de utilidad pública. 

Art. 19 (4). Las concesiones para la explotación 



(1) Véanse los artículos 31 y siguientes del Reglamento, 
relativos á las demarcaciones, siendo de notar el art. 37, 
que introduce una conveniente innovación. 

(2) Véase el capítulo 2.'' del Reglamento respecto á las 
distancias de las labores mineras, y en cuanto á policía y 

Tdad, el Reglamento de PoUcía minera de 1897. 
Véanse los artículos 73, 74 y 76 del Reglamento. 
Este artículo se inserta tal como queaó reformado 
por la ley de 24 de Julio de 1871; el primitivo decía así: 

«Art. 19. Las concesiones para la explotación de sustan- 
eias minerales son á perpetuidad, mediante un canon anual 
por hectárea, que se fijará en la siguiente forma: 

»Para las sustancias de la segunda sección, dos escudos; 
para las metalíferas, exceptuando el hierro, y para las pie- 
dras preciosas, 15 escudos; para las sustancias combusti- 
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de sustancias minerales son á perpetuidad, me- 
diante un canon anual por hectárea, que se fijará 
en la siguiente forma: 

Las piedras preciosas y los criaderos de las sus- 
tancias metalíferas, comprendidas en la tercera 
secjsión, exceptuando el hierro, 10 pesetas. El hie- 
rro, las sustancias combustibles, los escoriales y 
terrenos metalíferos y las demás sustancias de la 
segunda y tercera sección, cuatro pesetas. 

El canon deberá pagarse desde la fecha en que 
la concesión se.haga; mientras el dueño de la mina 
satisfaga puntualmente dicha cantidad, la Admi- 
nistración no podrá privarle del terreno concedi- 
do, sea cual fuere el grado en que lo explote (1). 

Art. 20. Si en un mismo terreno existen sustan- 
cias de la segunda y de la tercera sección, y es im- 
posible explotar ambas á la vez, se concederán al 
primer solicitante, sea el que quiera (2). 

Si éste solicita explotar las sustancias de la ter- 
cera sección, podrá extender sus trabajos mineros 
á las de la segunda; pero si la petición se refiere á 
estas últimas, agotadas que sean, necesitará el in- 



bles, el hierro y todas las demás de la tercera seccióji» 
cinco escudos. 

9E1 canon deberá pagarse desde la fecha en que la con- 
cesión se haga; mientras el dueño de la mina satisfaga pun- 
tualmente dicha cantidad, la Administración no podrá pri- 
varle del terreno concedido, sea cual fuere el grado en que 
lo explote*9 

(1) Véanse los artículos 96 y siguientes del Reglamento» 
relativos á la caducidad de concesiones. 

También debe consultarse el capítulo 6.® del mismo Re> 
glamento, referente á superposición, desUnde y rectifica- 
ción de concesiones. 

(2) Véanse los artículos 12 y 13 del Reglamento, que des- 
arrollan el contenido de este artículo del Decreto-Bases. 
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teresado nueva concesión para explotar cualquie- 
ra de las de la tercera (1). 

Art. 21. Los mineros podrán disponer libre- 
mente, como de cualquier otra propiedad, de cuan- 
tos derechos se les aseguran en el presente Decre- 
to. Se exceptúan los productos minerales estanca- 
dos^ sobre los que se observarán las reglas que 
rigieren en la materia mientras subsista el es- 
tanco. 

Art. 22. Los mineros explotarán libremente sus 
minas sin sujeción á prescripciones técnicas de 
ningún género, exceptuando las generales de po- 
licía y seguridad. Para afirmar el cumplimiento 
de estas últimas, la Administración, por medio de 
sus agentes, ejercerá la oportuna vigilancia (2). 

Art. 23. Las concesiones mineras sólo caduca- 
rán cuando el dueño deje de satisfacer el importe 
de un año del canon que le corresponda, y que 
perseguido por vía de apremio no lo satisfaga en 
el término de quince días, ó resulte insolvente (3). 

En este caso se declarará nula la concesión y se 
sacará la mina á pública subasta; de la cantidad 

(1) Véase la nota anterior. 

J Consúltese el Reglamento de Policía minera. 
A pesar del terminante precepto de este artículo» 
;e otra causa de caducidad señalada en el 13 de la Ley 
de 1.** de Agosto de 1889, sobre desagüe de minas, ^ue pre- 
ceptúa que el minero que deje de satisfacer la cuota de 
desagüe correspondiente á su mina, se entenderá que la 
abandona y se sacará la concesión á pública subasta, en la 
forma que determina el art. 14 de la misma Ley. 

También es de notar la causa de caducidad por falta de 
explotación que viene á establecer la Real orden de 16 de 
Febrero de 1890, confirmada ^r otras posteriores, al de- 
clarar que el derecho á las minas de la segunda sección» 
reconocido á favor de los dueños del terreno, caduca y se 
pierde cuando éstos no las explotan por sí. 

Véase también acerca de nulidad de concesiones, el ca- 
pitulo e."" del Reglamento. 
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que se obtenga, la Adfaiinistración retendrá la 
suma que se le adeudaba, los gastos originados y 
el 5 por 100 del total; el resto se entregará al pri- 
mer dueño. • 

Si no dieran resultado tres subastas sucesivas, 
se declarará el terreno franco (1). 

Hasta que el dueño de la mina participe al Go- 
bernador su desestimiento ó abandono, permane- 
cerá sujeto á las cargas y prescripciones de este 
Decreto y de los Reglamentos para su ejecu- 
ción (2). 

DERECHOS Y DEBERES DE LOS MINEROS 

Art. 24. Todo minero deberá facilitar la venti- 
lación de las minas colindantes; estará sujeto á la 
servidumbre del paso de aguas de dichas minas 
hacia el desagüe general, y asimismo á las reglas 
de policía que en el Reglamento especial se deter- 
minen. Pero en todas estas servidumbres proce- 
derá la correspondiente tasación é indemniza- 
ción (3). 

Art. 25. Para ejecutar galerías de investiga- 
ción, transporte ó desagüe, se seguirán las reglas 
que marca el art. 18 (4). 

Art. 23. Todo dueño de minas indemnizará por 
por convenios privados ó por tasación de peritos, 
con sujeción á las leyes comunes, los daños y pe'r- 

(1) Véanse los artioulos 99 y siguientes del Reglamento 
respecto á este punto. 

(2) Véanse los artículos 104 y 105 del Reglamento. 

(3) Véase el capítulo 4.** del Reglamento, que regula los 
derechos y deberes de los mineros. 

(4) Véanse los artículos 73, 74 y 75 del Reglamento. 
Bebe también consultarse la Ley de Desagüe de Minaa^ de 
I.*" de Agosto de 1889. 
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j uicios que ocasionare á otras minas, ya por acu- 
mulación de aguasen sus labores, si requerido no 
las achicase en el plazo de reglamento, ya de otro 
modo cualquiera por el cual resultare menoscabo 
á. intereses ajenos dentro ó fi^ra de las minas. 

Entre los perjuicios ocasionados se contarán 
siempre los que correspondan al tiempo que tarde 
en verificarse el desagüe; y además entregará el 
causante ai dueño de la mina perj udicada una 
parte de los beneficios obtenidos, si los hubiere, á 
juicio de peritos (1). 

Art. 27. Los mineros se concertarán libremente 
con los dueños de la superficie acerca de la exten- 
sión que necesiten ocupar para almacenes, talle- 
res, lavaderos, oficinas de beneficio, depósitos de 
escombros ó escorias, instalación de máquinas, 
boca-minas, etc. Si no pudiera avenirse, ya en 
cuanto á la extensión, ya en cuanto al precio, el 
dueño de la mina solicitará del Gobernador la 
aplicación de la ley sobre utilidad pública. 

En los informes del Ingeniero y de la Diputación 
se tendrán en cuenta y se apreciarán como corres- 
ponda: primero, la necesidad de la expropiación; 
segundo, las ventajas que por una y otra parte 
ofrecen, ya la explotación de las minas, ya el cul- 
tivo ó explotación del suelo, para poner en claro 
de este modo cuál de ambos intereses debe ser 
atendido. 

En todo caso, deberá preceder al acto de expro- 
piar la correspondiente indemnización (2). 

. <1) lias prescripciones de este artículo están algún tanto 
modificadas por la ya citada Ley de 1.** de Agosto de 1889, 
que debe consultarse acerca de esta materia. 

(2) Véase el art. 82 del Reglamento, que aclara é inter- 
preta el presente artículo del Decreto en el sentido de que 
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Art. 28. Los mineros son dueños de las aguas 
que encuentren en sus trabajos. Una ley espe- 
cial fijará reglas sobre el aprovechamiento de las 
corrientes subterráneas y sobre los derechos de 
ios particulares por cuyas pertenencias atravie- 
san (1). 

Art. 29. Un Reglamento de Policía fijará deta- 
lladamente los deberes y derechos de los mineros, 
así como las atribuciones de la Administración, y 
muy principalmente los preceptos de salubridad 
pública á que costarán sujetas todas las minas (2). 

DISPOSICIONES GENERALES 

Art. 30. Los actuales dueños de minas podrán 
optar libremente entre la Ley que hoy rige y este 
Decreto, con tal que ningún denuncio contra di- 
chas minas se halle en tramitación. Desde el día 
^íi que se acojan al presente Decreto y comiencen 
apagar el canon correspondiente, adquieren la 
mina á perpetuidad. 

Art. 31. En el mismo caso se encuentran todos 
aquellos que tengan expedientes de registro en tra- 
tó i tación. 

Árt. 32. Se derogan todas las prescripciones de 
la legislación actual contrarias á lo que se dis- 
pone én esté Decreto. Las disposiciones restantes. 



se puede expropiar todo el terreno necesario para el la- 
boreo, fuera 6 dentro de las concesiones. 

Merece consultarse el párrafo del dictamen del Consejo 
de Estado que se dedica á este punto al examinar el capí- 
tulo 4.** del Reglamento. 

(1) Véase la Ley dé Aguas de 1879 y la de Desagüe de 
minas de 1889; 
* <2) Este Reglamento es el dictado en 15 de Julio de 1897.. 
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tanto de la Ley como del Reglamento, se declaran 
subsistentes, sin perjuicio de lo que en su día se 
determine (1). 

Art. 33. El íjobierno presentará á las Cortes un 
proyecto de ley de Minería. 

Madrid 29 de Diciembre de 1868. 



(1) Las disposiciones del Reglamento á que se refiere 
este artículo han quedado derogadas con la publicación 
del que á continuación se inserta. 
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MffllSTMlO LE AGRICULTURA, DíDUSTRIA, 

COMERCIO Y OBRAS PÚBLICAS 



Exposición. — Señor: En diferentes ocasiones sq 
ha reconocido la urgente necesidad de dictar un 
nuevo Reglamento de Minas que viniera á poner 
término á los continuados conflictos que surgen, 
y á las dificultades casi insuperables que en la 
práctica se ofrecen á la aplicación de las prescrip- 
ciones vigentes, por la subsistencia de preceptos 
anrtSígónicos entre sí, y que obedecen á dos distin- 
tos criterios, nacidos unos del régimen restrictivo 
de la legislación de 1859, y consecuencia los otros 
del principio liberal, implantado por el Decreto- 
Ley de 1868, dándose lugar con ello á las mayores 
anomalías é incongruencias y, por ende, á la inse- 
guridad y escasa fijeza de la jurisprudencia mi- 
nera, no ciertamente por ignorancia ni por falta 
de capacidad de aquellos que la establecían, sino 
por la imposibilidad de amalgamar principios an- 
titéticos en su mayor parte. 

Tales malesno desaparecerán por completo has- 
ta que se dicte una nueva ley de minas, cuya falta 
se hace cada día'más sensible; pero seguramente se 
aminorarán en gran parte con la publicación del 
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Reglamento general para el régimen de la mine- 
ría, en el que se ha procurado armonizar todos 
los principios legales de inexcusable cumplimien- 
to, con las verdaderas necesidades de la industria, 
dándoles el desarrollo necesario para su mayor 
claridad, teniéndose también en cuenta los datos 
aportados^por las Jefaturas de 1^ distritos y por 
importantes Cenaros mineros para modificar el 
Reglamento interino de 17 de Abril de 1903, intro- 
duciendo en éste, al darle carácter definitivo, 
aquellas reformas que el estudio y la práctica de 
estos asuntos aconsejan. 

En este Reglamento se determinan con preci- 
sión y claridad las condiciones que deben reunir 
los escoriales y terreros metalíferos procedentes 
de beneficios anteriores para que puedan ser cla- 
sificados como sustancias de la segunda sección, 
desarrollándose con la necesaria y suficiente ex- 
tensión los principios contenidos en la Ley, relati- 
vos á la coexistencia, en un mismo terreno de 
sustancias de la segunda y tercera sección; juntos 
que hasta ahora han dado origen á dudas y litigios 
de difícil resolución y que conviene evitar para lo 
sucesivo. ^ 

Respecto á la concesión de demasías, consíg- 
nanse preceptos racionales y técnicos, no atendi- 
dos en los Reglamentos anteriores, lo que dio 
origen á cuestiones no siempre inspiradas en la 
buena fe, ni en las verdaderas necesidades de las 
explotaciones mineras. 

Para prevenir el riesgo de que puedan preva- 
lecer primeros registros que sean nulos ó impro- 
cedentes, por incumplimiento de las prescripcio- 
nes legales y reglamentarias, evitando al mismo 
tiempo que por repetidas é injustificadas oposi- 
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piones se pueda entorpecer y prolongar con exceso 
la tramitación de los expedientes, se establece en 
favor del segundo ó ulteriores peticionarios del 
mismo terreno, un solo recurso análogo al que 
,por la vía contenciosa señala la Ley de Expropia- 
<5ión forzosa contra la Real orden que terminó el 
expediente gubernativo, y que permite examinar 
en el Ministerio si existe algún vicio sustancial 
en la tramitación. 

Suprimida en el Reglamento interino la protes- 
ta, que antes se exigía, de los registradores de mi- 
nas contra la morosidad administrativa, suprí- 
mese igualmente en el definitivo el motivo de can- 
<5elacion del expediente en el caso que los inte- 
resados no soliciten su prosecución cuando trans- 
curra un año sin ultimarse, porque tanto aquella 
protesta, como este motivo, pugnan con el princi- 
pio que informa la legislación minera vigente, que 
no es otro que el de respetar y garantir los dere- 
chos de los registradores, siempre que por su 
parte cumplan las obligaciones que se les impo- 
:^en; siendo la Administración la que viene obli- 
gada en primer término á otorgar la concesión en 
el plazo señalado, sin que quepa hacer responsa- 
ble á aquéllos de que se falte á esta prescripción, 
•ni existe en el Decreto-Ley precepto alguno que 
exija al interesado gestionar la debida observan- 
cia de la misma, ni formular por su incumplimien- 
to la menor protesta ni reclamación, y menos aún 
bajo la penalidad de pérdida de sus derechos, si 
así no lo hicieren. Esto aparte de que cuando los 
interesados deban dar cumplimiento á determina- 
dlas providencias gubernativas, se les fija en las 
mismas plazos improrrogables, cuya inobservan- 
cia produce la cancelación del expediente. 
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También se ha hecho desaparecer la facultad det 
dispensar las faltas que producen la cancelación 
délos expedientes cuando no se causa perjuicio^ 
de tercero, porque aparte de que en minería no se 
adquieren derechos sin la puntual observancia de 
las prescripciones legales, y de que los mineros, 
están obligados á conocerlas y cumplirlas, y apar- 
te también de la dificultad que en ocasiones pu- 
diera presentarse para distinguir si existe ó no 
perjuicio de tercero, cuando, como ahora, se re- 
conoce á todos la facultad de solicitar, sin limita- 
ción de tiempo, concesiones, aun en terrenos ya 
registrados, en la inmensa mayoría de los caso& 
los solicitantes de dispensa de faltas, contaiKio de 
antemano con la gracia, consiguen su proposita 
de prolongar indebidamente la tramitación del ex-^ 
podiente y retrasar la expedición del título de pro- 
piedad, y el pago del canon de superficie, con evi- 
dente perjuicio del Tesoro; obteniendo así los in- 
fractores un beneficio del que no disfrutan los qua 
oumplen rigurosamente con la Ley. 

Para complementar y aclarar todos los concep- 
tos que pueden dar lugar á la expropiación forzo- 
sa, con arreglo á los artículos 56 y 72 de la Ley 
de 4 de Marzo de 1859, y el 27 del Decreto-Ley 
de 29 de Diciembre de 1868, é ínterin se publica una. 
nueva ley de expropiación ú ocupación forzosa,, 
tan indispensable al mayor desarrollo de la indus-* 
tria y de los intereses generales, consígnanse al- 
gunas disposiciones relacionadas con las conce- 
siones mineras y los establecimientos genérica- 
mente llamados de beneficio, como fundiciones,, 
talleres de preparación mecánica y lavaderos de 
minerales. 

En el presente Reglamento se Gallan consigna- 
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<la8, además de las expresadas reformas, otras de 
menor importancia referentes á la mejor tramita- 
-ción de los expedientes de concesión y de sus inci- 
dencias; y después de oir al Consejo de Minería y 
al de Estado, tiene el honor de someter dicho Re- 
glamento á la aprobación deV. M., asi como el 
adjunto proyecto de Decreto. 

Madrid 16 de Junio de 1905.— Señor: Á L. R. P. 
<ie V. M., Jaoier González de Castefón y EUo. 



L 
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KEAL DECRETO 



A propuesta del Ministro de Agricultura, Indus- 
tria, Comercio y Obras públicas, y de acuerdo con 
el Consejo de Ministros, vengo en decretar lo si- 
guiente: 

Artículo lA Queda aprobado el adjunto Regla- 
mento general para el régimen de la minería. 

Art. 2.*^ Este Reglamento empezará á regir 
desde el día 15 de Julio del corriente año. 

Dado en Palacio á dieciséis de Junio de mil no- 
vecientos cinco.— Alfonso.— El Ministro de Agri- 
cultura, Industria, Comercio y Obras públicas, 
Jttoier González de Castejón y Elio, 
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REGLAMENTO GENERAL 



RÉGIMEN DE LA MINERÍA 



CAPÍTULO PRIMERO 

CLASIFICACIÓN Y DOMINIO DE LAS SUSTANCIAS 
MINERALES 

Artículo 1.*^ Las sustancias útiles del reino mi- 
neral se dividen para su aprovechamiento en las 
tres secciones que se especifican en los arts. 2.°/ 
3.° y 4." del Decreto-Ley de Bases de 29 de Diciem- 
l)re de 1868, debiendo considerarse además inclui- 
das entre las pertenecientes á la segunda sección 
el amianto y la piedra pómez (1). 



(1) Los artículos del Decreto-Ley de Bases que se citan 
son los siguientes: . 

«Art. 2. En la primera sección se comprenden las pro- 
ducciones minerales de naturaleza terrosa, las piedras silí- 
ceas, las pizarras, areniscas ó asperones, granitos, basal- 
tos, tierras y piedras calizas, el yeso, las arenas, las mar- 
gas, las tierras arcillosas, y, en general, todos los materia- 
les de construcción cuyo conjunto forma las canteras. 

»Art. S.° Corresponden á la segunda sección los place- 
res, arenas ó aluviones metalíferos, los minerales de hierro 
de pantanos, el esmeril, ocres y almagras, los escoriales y 
terrenos metaUferos procedentes de beneficios anteriores, 
las turberas, las tierras piritosas, aluminosas, magnesianas 
y de batán, los salitrales, los fosfatos calizos, la baritina, 
espato flúor, esteatita, kaolín y las arcillas. 

»Art. á."* Se comprenden en la tercera sección los criade- 
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En cuanto á las sales alcalinas y térreo-alcali- 
nas disueltas en el agua, y las aguas subterrá- 
neas, que figuran comprendidas entre las sustan- 
cias de la tercera sección, no podrán ser objeto 
de concesión minera, y el alumbramiento y apro- 
vechamiento de las aguas subterráneas estarán 
sujetos á las prescripciones establecidas por la ley 
de Aguas de 13 de Junio de 1879 y la Real orden de 
5 de Junio de 1883 (1). 

Art. 2.° Las dudas que puedan ocurrir respecto 
de la sección en que, para los efectos de la ley> 
deba considerarse comprendida cualquiera sus- . 
tancia mineral, se resolverán, previa consulta del 
Gobernador civil de la provincia é informe del In- 
geniero Jefe del distrito, por el Ministerio del 
ramo, después de oir al Consejo de Minería. 

Estas resoluciones, una vez firmes, se publica- 
rán en la Gaceta de Madrid y servirán de regla ge- 
neral para lo sucesivo. 

Art. 3.° Las sustancias comprendidas en la pri- 
mera sección serán, según establecen las Bases^ 
de aprovechamiento común cuando se hallen en 
terrenos de dominio público, y del dueño de la su- 

ros de las sustancias metalíferas, la antracita, hulla, ligni- 
to, asfalto y betunes, petróleo y aceites minerales, el gra^ 
fito, las sustancias saUnas, comprendiendo las sales álcali- 
ñas jr terreo- alcalinas, ya se encuentren en estado sólido» 
ya disueltas en el agua, las caparrosas, el azufre y las pie- 
dras preciosas. 

»Debe considerarse quepertenecen también á este grupo 
las aguas subterráneas. (Esta proscripción está derogada 
según se expresa en el último párrafo del art. 1.*" del Re- 
glamento.» 

(1) Según se consigna en la nota anterior el último pá- 
rrafo del art. S."" del Decreto-Bases, está derogado por la 
vigente ley de Aguas. Véase respecto a este extremo el dic- 
tamen del Consejo de Estado en lo que al art. 1.^ del Re- 
glamento se refiere. 
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perficie si se encuentran en terrenos de propiedad 
privada. 

La propiedad y aprovechamiento de las sustan- 
cias incluidas en la segunda sección estarán su— 
jetas á iguales condiciones que las de la primera;, 
sin embargo, cuando se hallen en terrenos da pro- 
piedad particular, en los del Estado ó de los pue-^ 
blos, podrá el Gobierno concederlas, pero cum- 
pliendo previamente cuanto se dispone en el ar- 
tículo 8." de las citadas Bases (1). 

Art. 4.** (2) Los escoriales y terreros metalife^ 
ros sólo podrán considerarse como sustancias de 
la segunda sección, á los efectos de la aplicación 
del articulo anterior, cuando unos y otros sp ha- 
llen abandonados. ' 

No se reputarán abandonados los escoriales y 
terreros metalíferos mientras no lo hayan sido las^ 
fábricas ó establecimientos de beneficio de que 
procedan los primeros, ó caducadas las concesio-^ 
nes mineras de las que provengan los segun- 
dos (3). 



(1) Consúltese este artículo del Decreto-Ley antes in- 
serto, que exige para conceder estas sustancias en tales te- 
rrenos la previa declaración de utilidad pública é indem- 
nización al dueño de la superficie. 

(2) Las prescripciones de este artículo y las consigna- 
das en los 10, 11, 12 y 13 de este Reglamento, vienen á re- 
solver la importante cuestión de los terreros y escoriales, 
de un modo concluyente, debiendo consultarse acerca da 
este punto cuanto se indica en el dictamen del Consejo de 
Estado al proponer la inclusión de este artículo y de lo& 
antes citados en los párrafos correspondientes á los capí- 
tulos 1.» y 3.*» 

(3) Véanse los artículos S."" al 13 de este Reglamento^ 
que regulan la concesión de los escoriales y terreros. 
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CAPÍTULO II 

DE LAS INvkSTIG ACIONES MINERAS 

Art. 5.° No 83 podrá abrir calicatas, sondeos ni 
otras labores mineras á menor distancia de 40 me- 
tros de los edificios, carreteras, puentes, acequias, 
canales, abrevaderos y fuentes públicas, ni á me- 
nos de 20 metros de caminos de hierro de interés 
general, de 15 metros de los ferrocarriles mine- 
ros (1), ni dentro del perímetro de protección de 
baños y aguas minero-medicinales establecido en 
el Reglamento de 12 de Mayo de 1874; y de 1.400 
metros de los puntos fortificados, á no ser que en 
este último caso se obtenga licencia de la Autori- 
dad militar, y en los otros, del Gobei^nador, si se 
trata de caminos ó servidumbres públicas, ó del 
dueño, cuando se trate de edificios, fuentes, ca- 
nales, acequias y vías de propiedad particular. 

Las reglas anteriores regirán únicamente para 
los edificios, vías de comunicación y servidumbre 
que existieran antes de la concesión de las minas. 

Art. 6.° Las distancias de 15, 20, 40 y 1.400 me- 
tros que exige el artículo anterior para hacer ca- 
licatas, sondeos ú otras labores mineras, en los 
casos y circunstancias que expresa, se contarán: 
en los edificios, desde sus muros exteriores, pare- 
des ó cercas que estén unidks directamente á 
aquéllos; en los caminos de hierro, desde la linea 



(1) Este artículo viene á introducir una modificación en 
la distancia de las labores con respecto á los ferrocarrilesi 
que hace tiempo reclamaba las necesidades de la minería» 
por ser excesiva la que vienen exigiendo las disposiciones 
hasta ahora vigentes. 
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inferior de los taludes del terraplén, desde la su- 
perior de los desmontes y desde el borde exterior 
de las cunetas más próximas, y, á falta de éstas, 
desde una línea trazada á metro y medio del ca- 
rril exterior de la vía; en las carreteras, en forma 
igual á las vías férreas, con la diferencia de que,, 
á falta de cunetas, se partirá de una línea trazada 
á un metro de la caja del camino; en los canales,, 
desde la línea exterior de la senda destinada á la 
sirga; en las fuentes, desde la parte exterior del 
pilón, si lo tuviesen, ó desde el lugar en que se 
depositen las aguas; en los abrevaderos y demás 
servidumbres públicas, desde la línea exterior que 
más inmediata se halle al lugar de las labores mir 
ñeras; y, por último, en los puntos fortificados, 
desde las obras de defensa que tengan más avan- 
zadas y más próximas al sitio en que las mismas 
labores hayan de ejecutarse. 

Art. 7.** Las solicitudes de licencia para ejecu- 
tar calicatas ó labores mineras á distancias meno. 
res de las designadas en el artículo anterior, si sft 
trata de servicios ó servidumbres públicas, se di- 
rigirán al Gobernador de la provincia, quien ins- 
truirá el oportuno expediente, oyendo á la Jefatu- 
ra de Minas y á la Comisión provincial. Cuando 
los referidos servicios ó servidumbres estén cons- 
tituidos por caminos ó canales, deberá oirse tam- 
bién á la Jefatura de Obras públicas á que dichos 
servicios correspondan. 

Contra la resolución del Gobernador podrá ape- 
larse para ante el Ministerio del ramo dentro del 
término de treinta días. 

En el caso de tratarse de fortificaciones, edifi- 
cios ó terrenos destinados al ramo do Guerra ó 
Marina, las solicitudes se dirigirán á la Autoridad 
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Tospectiva, y contra su resolución podrá rocurrir- 
^0 en alzada ante el Ministerio que corresponda, 
dentro del plazo fijado en el párrafo anterior. 

Art. 8.** Respecto á edificios de propiedad priva- 
-da, ante la negativa del dueño, podrán los conce- 
sionarios de minas acudir ante el Gobernador de 
la provincia, pidiendo se valoren los daños y per- 
juicios que puedan ocasionarse por las explotacio- 
nes que intenten realizar á menor distancia de la 
reglamentaria. 

Dicha valoración, si no hubiera ¿venencia entre 
los interesados, se practicará en la forma y con 
los requisitos que determinan la Ley y Reglamento 
de expropiación forzosa por causa de utilidad pú- 
blica, y su importe se depositará en las oficinas do 
Hacienda respectivas á responder de los expresa- 
dlos daños y perjuicios. 

Justificada la existencia de éstos y su cuantía, 
se entregará á los interesados la suma correspon- 
diente de la cantidad depositada, devolviéndose el 
resto, si lo hubiere, al concesionario de lamina. 
- Igualmente se devolverá á éste la totalidad de 
la suma consignada en garantía si, á los tres me- 
ses de terminada la explotación en la zona que 
pueda afectar al edificio, no se reclamase por el 
propietario daño ni perjuicio alguno, debidamente 
justificados. 

Contra las resoluciones que adopten los Gober- 
nadores en los expedientes á que dan lugar las 
prescripciones anteriores podrán recurrir los in- 
teresados para ante el Ministerio en el término de 
treinta días (1). 

(1) Véanse las razones expuestas en el dictamen del Con- 
4?eJo de Estado respecto las prescripciones de este artículo. 



Digitized by VjOOQIC 



_ 131 _ 
CAPÍTULO III 

DEL MODO DE CONCEDER LA PROPIEDAD MINERA 

Art. 9.® Para obtener la concesión de sustan- 
cias comprendidas en la segunda sección, presen- 
tará el interesado al Gobernador una solicitud re- 
dactada en la forma que expresa el modelo núme- 
ro 1 (1). Dicha Autoridad dispondrá, dentro de los 
ocho días siguientes, que se haga la oportuna no- 
tificación al dueño del terreno, para que, en tal 
concepto, y en el plazo de quince días, manifieste 
9i se obliga á hacer por su cuenta el laboreo, ó, 
en otro caso, exponga las razones en que funde la 
negativa á que explote el solicitante. 

Si el propietario del terreno ofrece hacer la ex- 
plotación por su cuenta, el Gobernador fijará des- 
de luego el plazo, que no podrá exceder de treinta 
días, dentro del cual dicho propietario habrá de 
principiar la explotación. Durante el plazo que sa 
señale quedará en suspenso la solicitud presen- 
tada. 

Si el dueño del terreno, en ^1 término que le se- 
ñalaron, nada dijera respecto de obligarse ó no á 
hacer la explotación por su cuenta, se entenderá 
que la renuncia. Tanto en este caso como en el de 
negarse á explotar por sí el terreno de su propie- 
dad, con la exposición de los motivos por los cua- 
les no consienta la explotación por un tercero, y 
en el de que hubiere dejado transcurrir sin dar 

que viene á llenar un vacio notado en la legislación minera 
y á hacer compatible las explotaciones mineras con el de- 
recho de propiedad privada. 
(1) Véase este modelo al final del presente Reglamento. 
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principio á la explotación el plazo que se le hubie- 
re fijado, se procederá á instruir, á instancia de 
parte, el expediente de expropiación forzosa por 
causa de utilidad pública, en cumplimiento de lo 
que dispone el ^rt. 8.^ del Decreto-Ley de Bases. 

Art. 10. También procederá la instrucción del 
expediente de expropiación á que se refiere el ar- 
tículo anterior si, comenzada la explotación por 
el dueño del terreno, la suspendiese durante más 
de un año, ó renunciase expresamente á continuar 
el laboreo de las sustancias existentes en su 
predio. 

Art. 11. Si las sustancias de la segunda sección 
que se solicitasen fuesen escoriales ó terreros me- 
talíferos, se hará constar en la solicitud las ofici- 
nas de laboreo ó minas de que procedan, y si unas 
ú otras se hallan abandonadas; publicándose la 
solicitud en los periódicos oficiales, á fin de que" 
puedan mostrarse parte los que se consideren 
dueños de los escoriales ó terreros solicitados. 

En ningún caso se procederá al otorgamiento de 
estas sustancias minerales sin depurar debida- 
mente la circunstancia indicada en el párrafo an- 
terior, y por tanto que dichas sustancias carecen 
de dueño conocido (1). 

Art. 12. Si en un mismo terreno ejcistiesen sus- 
tancias minerales de la segunda y tercera sec- 
ción, y se declarase la imposibilidad de explotar 
ambas separadamente á la vez, se otorgará la con- 
cesión al primer solicitante, sea el que quiera, pero 
siempre en concepto de minerales de la sección ter- 
cera. 

(1> Véase la nota del art. A,*" y las razones expuestas en 
el diotamen del Consejo de Estado en justlfícación de este 
precepto, no consignado en las anteriores disposiciones. 
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La declaración de imposibilidad de explotar am- 
bas sustancias separadamente á la vez, se hará 
por el Gobernador de la provincia, previo expe- 
diente en que se oiga á los interesados y al Inge- 
niero Jefe de Minas. 

Contra la resolución del Gobernador podrá re- 
currirse en alzada para ante el Ministerio, dentro 
de los treinta días siguientes á la notificación del 
acuerdo (1). 

Art. 13. Si en un mismo terreno existen sustan- 
cias de la 2.* y 3.^ sección, y fuere imposible ex- 
plotar ambas á la vez y separadamente, los conce- 
sionarios de las de la 3.* tendrán derecho á ex- 
tender sus trabajos dentro del perímetro de sus 
concesiones á las de la 2.%' y si estas fuesen objeto 
de aprovechamiento por el dueño del terreno ó por 
otro concesionario, la expropiación é indemniza- 
ción correspondientes de tales derechos S3 ajus- 
tarán á las disposiciones que regulan estos con- 
flictos. 

Los concesionarios de sustancias de la 2.* sec- 
ción necesitarán nueva concesión para explotar 
cualquiera de las de la 3.^ 

Art. 14. Para obtener la propiedad de una con- 
cesión minera de sustancias de la tercera sección, 
se acudirá al Gobernador de la provincia respecti- 
va por medio de una solicitud en que se determi- 
nen todas las circunstancias de la concesión que 
se pretende. En esta solicitud, que deberá redac- 



(1) Las pre8crii)clones de este artículo y del siguiente 
vienen á Interpretar las consignadas en el 20 del Decreto- 
Bases, no desarrollado en los anteriores Reglamentos. 
Véase el dictamen del Consejo de Estado en lo referente á 
este punto. 
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tarse con arreglo al modelo núm. 2 (1), se expresa- 
rá precisamente el paraje ó sitio en que se desea 
obtener la concesión; el pueblo y distrito munici- 
pal á que corresponde; las minas colindantes, si 
las hubiere, manifestando sus nombres y el de los 
dueños, si se conocieren; la clase de sustancias que 
se pretende explotar; el número de hectáreas que 
ha de contener; los linderos, dentro de los cuales 
deberá quedar comprendida; la clase de terreno, 
cultivado ó inculto; el nombre y vecindad del due- 
ño ó arrendatario, si fuere posible, y el nombre 
con que ha de conocerse la concesión. 

En párrafo aparte del mismo escrito se hará la 
designación del terreno que se solicita expresando 
con la precisión necesaria para que no pueda con- 
fundirse con ningún otro el punto de partida, con 
relación al cual se han de determinar las líneas 
que forman el perímetro de la superficie solicita- 
da, refiriendo las direcciones de aquéllas, ya al 
Norte verdadero, ya al magnético, pero expresan- 
do á cuál de ellos se refiere la designación é indi- 
can dosa también la longitud de dichas líneas. Este 
punto de partida se fijará de tal manera que no 
ofrezca duda alguna su situación en el terreno, 
bien porque sea uno indubitado y fijo del mismo, 
ó bien, de no ser así, porque se relacione en rum- 
bo y distancia con otro cualquiera indubitado y fijo 
de las inmediaciones, ó por medio de visuales á 
puntos bien conocidos. 

Los Gobernadores, sin ulterior recurso, recha- 
zarán los nombres de los registros que pudieran 
ser ofensivos ó malsonantes, considerados moral 



(1) Véase este modelo al final del Reglamento. 
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•ó civilmente, obligando á los solicitantes á que eli- 
jan otros exentos de tales inconvenientes. 

Las solicitudes para obtener concesiones mine- 
Tas únicamente podrán referirse á terrenos de una 
«ola provincia. 

Art. 15. Las solicitudes de registro deberán 
estar firmadas por el interesado ó su represen- 
tante. 

En este segundo caso se exigirá la presentación 
-del correspondiente poder en forma legal (1). 

Art. 16. Cuando las solicitudes se hagan en 
nombre de dos ó más personal, se designará la 
que ha de representar ante la Administración á 
«todos los demás partícipes en el registro durante 
lá tramitación del expediente, presentando el opor- 
tuno poder en forma legal que acredite dicha re- 
presentación. 

Todos los trámites y diligencias se entenderán 
-con el designado como representante de los inte- 
resados, siendo válidos todos los actos que por éste 
se realicen, mientras no conste en el expediente la 
revocación del poder conferido y la nueva desig-* 
nación de apoderado. 

Iguales formalidades y requisitos se observarán 
después de otorgadas las concesiones, cuando és- 
tas se hagan ó recaigan en más de una persona ó 
sociedad (2). 



(1) De este artículo se ha suprimido cuanto proponía el 
Uonsejo de Estado, x>ara garantizar la legitimidad de la fir- 
ma de las solicitudes de registro, en el caso de estar sus- 
critas por el mismo peticionario, siendo de sentir haya 
-desaparecido del Reglamento un precepto que venía á evi- 
tar suplantaciones de nombre, notadas en más de una pea- 
üón. 

(2) Véanse las consideraciones aducidas en el dictamen 
4el Consejo de Estado como fundamento de las prescrip- 
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Art. 17. Las solicitudes de que tratan lAs ar- 
tículos anteriores se presentarán, dentro de la» 
horas de oficina que estén marcadas, al Oficial en- 
cargado del ramo de Minas en el Gobierno de lat 
provincia, el cual extenderá á continuación de la& 
mismas una diligencia, «n la que hará constar 
claramente, y todo en letra, el día, hora, minu- 
tos, mes. y año de la presentación, ydéíáálos 
qup la presenten un resguardo provisional, nume- 
rado y firmado por ambos, que será canjeado por 
el definitivo después de la inscripción de la solici-^ 
tud en el libro talonario de registros, que se lle- 
vará por los Ingenieros Jefes de los distritos mi- 
neros en las provincias en que se hallen estable- 
cidos éstos, y por los Secretarios de los Gobiernos 
civiles en las demás. En la primera página de toda, 
solicitud se estampará en letra el número de or- 
den que le haya correspondido en el libro talo- 
nario. 

El interesado ó el portador de la solicitud tendrá 
derecho á comprobar que la inscripción inmedia- 
tamente anterior á la suya lleva el número que 
precede al que se anota en su resguardo provisio- 
nal, y que no ha quedado espacio franco en el li- 
bro para otro registro. 

Art. 18. Si una solicitud de registro fuese pre- 
sentada dentro de las horas señaladas para ofici- 
na, y ya por enfermedad ú otro cualquier motiva 
no se encontrara en ella el Oficial encargado, Isl 
recibirá y hará la inscripción el que se haya desig- 
nado para sustituirle, y cuya designación deberá. 

clones de este artículo, que vienen á modificar sustancial- 
mente las consignadas en el Reglamento provisional, con 
evidente ventaja para los intereses de los peticionarios y 
concesionarios de minas. 
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tiacerse á la vez que la del encargado de este ser- 
vicio. En el caso de que durante las horas de ofi- 
cina estuviesen ausentes de la misma ambos em- 
pleados, se presentará la solicitud al Secretario 
del Gobierno civil para que por sí, ó por el funcio- 
nario en quien delegue, se hagan las anotacionos 
•de presentación en el registro general, y se entre- 
.^ue al interesado el correspondiente resguardo 
.provisional. 

Art. 19. Cumplidas las formalidades que deter- 
imina el artículo anterior, el Oficial que en él se 
menciona remitirá, con un índice duplicado, todas 
las solicitudes al Ingeniero Jefe del distrito mine- 
To, ó al Secretario de los Gobiernos civiles de las 
provincias donde aquél no resida. 

Art. 20. Los peticionarios de concesiones mine- 
ras tendrán que depositar la cantidad de 150 pese- 
tas por cada concesión que soliciten, si el número 
<ie pertenencias registradas no excede de 20. Si ex- 
cediesen de este número el depósito se aumentará, 
con arreglo á la siguiente escala (1): 

De 20 á 100 pertenencias, por cada una, 4 pesetas. 

De 10iár)00íd.,íd. id. 3íd. 

De 501 en adelante id., id. id. 2 id. 

Dicho depósito habrá de constituirse por el inte- 
resado abonando en efectivo el 5 por 100 de su to- 
tal importe en la Jefatura de Minas ó en la Se- 
cretaría del Gobierno civil de la provi^icia que no 
sea cabecera de distrito, precisamente el mismo 



(1) Este precepto modíQoa el del Reglamento provisio- 
nal que exi^a el aumento de 4 pesetas por cada pertenen- 
'Cia que excediera de veinte y que resultaba excesivo, ha- 
;bléndose adoptado con muy buen acuerdo la escala que de- 
^termina. 
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día en que se presente la solicitud, y entregando 
dentro de los ocho días hábiles siguientes la carta 
de pago que acredite haber consignado en las- 
Oficinas de Hacienda de la provincia el importe 
del 95 por 100 restante. 

De ambas entregas se darán á los interesados 
los correspondientes resguardos. 

Si transcurriera el plazo marcado en el párrafo* 
anterior sin que se presentara la mencionada, 
carta de pago, se declarará nulo el registro, y na 
se devolverá al interesado el importe del 5 por 100^ 
cuya cantidad se aplicará á lo que se dispone en 
el art. 140 de este Reglamento. 

Art. 21. Presentadas las cartas de pago se uni- 
rán á los expedientes respectivos, de los que se- 
desglosarán oportunamente para acompañarlas- 
con las cuentas que presenten los Ingenieros, á 
fin de que, aprobadas que éstas sean por los Go- 
bernadores, puedan hacerse efectivas sin retrasor 
y devolverse á los interesados el sobrante que re— 
sultare, todo lo cual se hará constar en el expe- 
diente mediante decreto del Gobernador y las co- 
rrespondientes diligencias que autorizará el Inge- 
niero Jefe. 

Las formalidades á que han de someterse las 
cuentas para su aprobación y pago se determina-- 
rán en la Instrucción de indemnizaciones. 

Art. 22. Los Gobernadores de provincia podrán^ 
exigir que los interesados en expedientes minero» 
consignen además el aumento necesario para eL 
completo pago de las operaciones periciales en 
los casos extraordinarios en que los gastos qua 
para ella se calculen sean superiores á las canti- 
dades consignadas, previo presupuesto razonada 
del Ingeniero que haya de practicar la operación^ 
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informado por el Ingeniero Jefe y aprobado por el 
Gobernador. 

Art. 23. La Jefatura de Minas, ó el Secretario 
del Gobierno civil de la provincia en que aquélla 
no resida, propondi*á al Gobernador la admisión 6 
no admisión de la solicitud, salvo siempre mejor 
derecho y sin perjuicio de tercero, y la expresada 
Autoridad dictará la providencia que estime pro- 
cedente. 

Art. 24. Admitida la solicitud, el Gobernador 
dispondrá que dentro de los tres días siguientes al 
de la fecha de admisión se publique en la tabla de 
anuncios del Gobierno ó de la Jefatura de Minas y 
en el Boletín oficial de la provincia, y que se remi- 
tan edictos, para su fijación al público, á los Al- 
caldes de los pueblos en que radique el registro, 
uniéndose al expediente los edictos y un ejemplar 
del Boletín oflcial de la provincia, ó se consignará 
por medio de diligencia autorizada la fecha de di- 
cho Boletín. 

Art. 25. El Ingeniero Jefe del distrito minero, 6 
el Secretario del Gobierno civil, cada uno en su 
caso, dará á los expedientes la tramitación que 
corresponda, y canjearán á los Registradores de 
minas y demasías, cuando hayan presentado la 
carta de pago correspondiente, el resguardo pro- 
visional por el definitivo, que se cortará del libro- 
talonario é irá autorizado por dichos funcionarios,, 
como delegados del Gobernador, redactándose en 
la forma que expresa el modelo núm. 3 (1). 

Art. 26. En el libro de Registros de que trata 
el artículo anterior, se anotará cada solicitud en 
una sola hoja, expresándose con toda claridad en 

(1) Véase este modelo al final del Reglamento. 
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la parte de la izquierda el nombre del interesado 
ó de su representante, él objeto de la misma, la 
designación, y, en letra, la hora, minutos, dia, 
mes y año de la presentación, firmando debajo di- 
cho interesado ó su representante.^ 

En la parte de la derecha del referido libro se 
repetirá lo escrito en la de la izquierda, certifi- 
cando la exactitud de la copia el Ingeniero Jefe ó 
el Secretario del Gobierno, y se cortará ésta en 
forma de talpn para entregarla como resguardo 
al interesado, después de estampar el sello de la 
dependencia, de modo que parte de él quede en el 
talón y parte en el resguardo. 

Al dorso de la parte izquierda se consignarán 
los trámites principales que siga el expediente 
hasta su terminación; entendiéndose por trámites 
principales la admisipn de la solicitud, su publi- 
cación, la presentación de escritos ó reclamacio- 
nes que puedan afectar al derecho de los interesa- 
dos, el reconocimiento y demarcación, y el otor- 
gamiento ó denegación de la concesión. 

No se dejarán claros entre las anotaciones, ni 
tampoco se harán raspaduras ni enmiendas. Si al- 
guna de las últimas fuera indispensable, se siib- 
sanará por medio de una nota aclaratoria, visada 
por el Ingeniero Jefe ó el Secretario del Gobierno. 

Para la debida uniformidad, los libros se cons- 
truirán siempre en Madrid, y serán remitidos por 
%el Ministerio á los Gobernadores de provincias á 
medida que los necesiten. 

Art. 27. Si antes ó después de publicada la soli- 
citud en el Boletín q/lccal presentasen los interesa- 
dos un nuevo escrito, en que amplíen, rectifiquen 
ó modifiquen por cualquier motivo lo consignado 
en aquélla, la fecha de presentación de este es- 
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crito será la que deba tomarse en cuenta para los 
efectos de la priroridad que establece el art. 16 del 
Decreto-Ley de Bases (1); y las modificaciones que 
aparezcan en el referido escrito se publicarán en 
el Boletín oficial, siguiendo luego el expediente la 
tramitación ordinaria. 

Art. 28. Dentro de los treinta días siguientes 
al de la publicación de la solicitud en el Boletín 
oficial de la provincia, presentarán al Gobernador 
sus oposiciones los que se consideren con derecho 
al todo ó parte de las pertenencias solicitadas, ó 
se creyesen perjudicados por la concesión que se 
pretende. Transcurrido este plazo, la citada Auto- 
ridad dará inmediatamente vista de las oposicio- 
nes al Registrador, quien deberá contestarlas en 
los diez días siguientes, después de los cuales, y 
en el término de otros quince, informará la,Comi- 
sión provincial; y si la índole de las cuestiones lo 
exigiere, informará también la Jefatura de Minas 
en el plazo de diez días. Cumplidos estos trámites, 
el Gobernador, dentro de los cinco días siguientes, 
dictará la resolución que proceda, desestimando 
las oposiciones d anulando la solicitud. 

Estas resoluciones se notificarán á los oposito- 
res y demás interesados en la forma que determi- 
na este Reglamento (2), publicándose además en 

(1) El art. que se cita del Decreto-Bases dice así: 

«Art. 16. La prioridad en la presentación de la solicitud 
da derecho preferente; pero si se trata de sustancias d3 la 
segunda sección, el dueño será siempre preferido si se com- 

{ promete á explotarlas en un plazo que la Aylministración 
e marque y no excada de treinta días.» 

(2) La forma que determina el Reglamento es la si- 
guiente: 

Las notificaciones administrativas debarán contener la 
providencia ó acuerdo íntegro, la expresl(3ín de los recur- 
sos que en su caso procedan, y el término para interponer- 
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el Boletín oficial, con relato de sus antecedente». 
Contra ellas podrá apelarse para ante el Minis- 
terio, en el término de treinta días. 

Art. 29. Las diligencias de mero trámite, como 
los anuncios y edictos de admisión de registros y 
notificaciones, serán autorizadas en cada caso por 
los Ingenieros Jefes de los distritos, ó los Secreta- 
rios de los Gobiernos civiles de las provincias en 
que no radiquen las Jefaturas. 

Art. 30. Durante la tramitación de un expe- 
diente de registro, de la Secretaría del Gobierna 
civil, se remitirá relación ó nota de todos los do- 
cumentos á la Jefatura del distrito, la que cuidará 
déla buena marcha del expediente, haciéndolas 
observaciones que juzgue oportunas y advirtiendo 
las fechas en que cumplen los planos legales. 

Art. 31. Si durante el plazo fijado para la pu- 
blicación de las solicitudes de registro no se hu- 
bieran presentado oposiciones, ó si, formuladas 
éstas, fueran desestimadas por el Gobernador, de- 
cretará éste, en el término de quince días, después 
de ser firme y ejecutorio su acuerdo anterior, que 
por el Ingeniero del distrito se proceda á practi- 
car el reconocimiento, y, en su caso, la demarca- 
ción del terreno solicitado. 

Art. 32. Los Ingenieros practicarán estas ope- 

lo8. Estas notificaciones se harán por el Agente de la auto- 
ridad que el Gobernador designe, y dicho Agente hará 
constar, en las mismas notificaciones, que entregó al inte- 
resado copia del decreto, providencia ó resolución que la 
motive, firmando con el que las hace el mismo notificado, 
ó dos testigos si no supiere escribir ó se negase á firmar. 
Si no se encontrara al interesado en su domicilio, se devol- 
verá la cédula de notificación, haciendo constar esta cir- 
cunstancia con la firma de dos testigos. 

La diligencia de notificación se hará constar en el res- 
peotivo expediente. 
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raciones dentro del plazo de treinta días, que el 
Gobernador podrá prorrogar si á su cumplimiento 
se opusieran impedimentos graves, los cuales se 
consignarán por diligencia en el expediente. El In- 
geniero encargado de su despacho lo estudiará de- 
tenidamente, y, antes de constituirse en el terre- 
no, procurará adquirir conocimiento exacto acerca 
de la situación de las concesiones y registros co- 
lindantes y próximos que pudieran existir en él, 
examinando á tal objeto cuantos antecedentes y 
datos obren en la Jefatura. 

Art. 33. Se notificará previamente al Registra- 
dor la época (1) del reconocimiento y demarcación 
del terreno solicitado, que será fija y perentoria 
dentro de límites que no podrán exceder de ocho 
días, bajo la responsabilidad del Ingeniero comi- 
sionado. Igualmente serán notificados los dueños 
de las minas colindantes, y además se anunciarán 
previamente las demarcaciones en el Boleiin oflciaL 
Para hacerlo con la debida anticipación, los Inge- 
nieros Jefes remitirán oportunamente á los Go- 
bernadores los avisos correspondientes, expre- 
sando en ellos con toda claridad y fijeza los días 
dentro de los cuales hayan de verificarse las de- 
marcaciones. 

Debe unirse al expediente un ejemplar del Bole- 
iin oficial en que se publique el anuncio de la de- 
marcación, ó, en su defecto, extenderse la diligen- 



(1) La indeterminación que esta palabra implica ofrece 
el inconveniente de no saberse por los interesados el mo- 
mento fijo en que la operación ha de practicarse, y por lo 
tanto, exige la continua presencia de ellos en el terrena 
durante esa época para presenciar el reconocimiento y de- 
marcación de la superficie solicitada; inconveniente que 
hubiera desaparecido aceptando la propuesta del Consejo 
de Estado da que se fijase el dia y hora de la operación. 
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cia expresiva de la fecha en que aquél aparece in- 
serto. 

Art. 34. Los Ingenieros serán responsables de 
los errores de localización en las operaciones que 
practiquen, si, por desconocer el terreno, no re- 
<5lanian la asistencia al acto de un práctico cono- 
cedor de la localidad, designado por el Alcalde 
respectivo. A este efecto,- los Ingenieros solicita- 
rán con la necesaria anticipación de dicha Autori- 
dad la asistencia del práctico al acto de la opera- 
ción. 

Art. 35. Anunciadas en el Boletín ofldal de la 
provincia las operaciones periciales que hubieran 
de practicar los Ingenieros, éstas no podrán sus- 
penderse sin causa justificada, que deberá comu- 
nicarse al Gobernador, y sólo serán admisibles en 
el terreno las renuncias que de las concesiones so- 
licitadas hagan los interesados. 

Art. 36. Las demarcaciones se harán por el In- 
geniero que designe el Jefe del distrito, debiendo 
concurrir á la operación dos testigos, y citarse 
previamente al Registraclor ó persona que legal- 
mente le represente, asi como á los dueños, repre- 
sentantes ó encargados de las minas y registros 
•colindantes y próximos, para que presencien la 
operación, si lo esliman conveniente ó necesario. 

Hechas las citaciones á que se refiere el párrafo 
anterior, el Ingeniero comprobará si la situación 
y linderos asignados en la solicitud al registro son 
los que tenga realmente el terreno que el Regis- 
trador ó su representante le señalen como pert^e- 
neciente á aquél, y oirá las observaciones que so- 
bre el particular le hagan los concurrentes al 
acto. Análoga comprobación deberá hacerse tam- 
bién respecto á la situación del punto de partida. 
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Art. 37. Si del reconocimiento practicado resul- 
tase que las pertenencias solicitadas se superpo- 
nen á otras que tengan mejor derecho y quedase 
por tanto fraccionado el terreno pretendido en dos 
ó más porciones que reúnan la medida y forma 
que d9termina el art. 12 del Decreto-Ley de Bases, 
se demarcará á la concesión pedida la porción que 
designe el Registrador, y el resto podrá otorgár- 
sele al mismo si asi lo solicita en el acto, siempre 
que el terreno fuese franco y registrable á la fe- 
cha de la presentación del registro; formándose 
nuevo expediente para la nueva concesión y otor- 
gándose ésta con el nombre que al efecto se indi- 
que por el interesado (1). 

Art. 38. Si citado el Registrador ó su represen- 
tante dejaran de concurrir al acto de la demarca- 
ción, se practicará ésta, siempre que los datos de la 
designación sean tan notorios que no permitan du- 
dar de cuál sea el terreno pretendido; en caso con- 
trario, se suspenderá la operación, levantándose 
la correspondiente acta, en la que se expresarán 
las causas de la suspensión, y se notiñca|;á su con- 
tenido al Registrador tan pronto como el Inge- 
niero que haya extendido dicha acta regrese á la 
Jefatura del distrito ó antes si fuera posible. 

Cuando dentro de los quince días siguientes al 
de dicha notificación al interesado, éste solicite 
que se practique dicha operación, aclarando y ex- 



(1) Este artículo, nuevo en el Reglamento, obedece al 
principio de mantener el derecho de prioridad en favor del 
primer solicitante, no siendo justo que por desconocer la 
existencia de una concesión anterior que divida el terreno 
pretendido, no pueda adquirir las dos porciones francas 
que resulten, si reúnen la medida y forma legal necesarias 
para constituir concesiones mineras. 



Digitized by VjOOQIC 



— 146 — 

plicando las dudas y motivos que ol Ingeniero 
tuvo para suspenderla en el acto anterior, com- 
pletará ó renovará, con arreglo á lo dispuesto on 
el art. 20^ el depósito para cubrir los gastos oficia- 
les, y se llevará á cabo la mencionada operación 
con las formalidades prescriptas. 

Si el interesado no solicitase la práctica de la 
demarcación dentro de los quince días señalados 
en el párrafo anterior, ó no completara ó reno- 
vara el depósito, se entenderá que renuncia á la 
tramitación del expediente y se declarará la can- 
celación del mismo. 

Art. 39. Los Ingenieros dejarán de practicar las 
demarcaciones en los casos siguientes: 

1.° Cuando del reconocimiento previo del te- 
rreno solicitado resultare que no existe franco el 
necesario para otorgar una concesión minera, se- 
gún dispone el artículo 12 del Decreto-Ley de Ba- 
ses (1). 

2.° Si de las comprobaciones practicadas por el 
Ingeniero resultasen notables diferencias entre 
los datos ¿Le situación y linderos consignados én la 
solicitud de registro y los que aparecen del terre- 
no que el peticionario ó su representante hubie- 
ran señalado como perteneciente á dicho registro, 
y no fuera tampoco posible precisar la situación 
del punto de partida, ó que el que como tal señale 



(1) Artículo del Decreto -Bases que se cita: 
«Art. 12. Los particulares podrán obtener cualquier nú- 
mero de x>ertenencia3 por una sola concesión, con tal que 
este número sea superior á cuatro. Todas las x>ertenenoia8 
que por su conjunto formen una concesión deberán estar 
agrupadas sin solución de continuidad, de suerte que las 
«ont^as se unan en toda la longitud de uno cualquiera de 
8US lados.« 
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el interesado no concuerde con el que se designa 
en la solicitud; y 

3.° Por renuncia hecha en el terreno por el Re- 
gistrador ó su representante en forma leíral. 

En todos los caaos se levantará un acta en que. 
se hagan constar las causas que hayan motivado 
la suspensión, y en los dos primeros un plano de- 
tallado del terreno, con su correspondiente ex- 
plicación, que sirva para aclarar el asunto y po- 
der dictar la resolución que proceda. 

Art. 40. Cuando del reconocimiento del terreno 
resultase que hay espacio franco para la conce- 
sión solicitada, el Ingeniero la demarcará, con 
arreglo al Norte verdadero y á la designación pre- 
sentada; si ésta se refiriese al Norte magnético, 
deberá tenerse en cuenta la declinación de la agu- 
ja, para que la concesión quede trazada según el 
Norte verdadero. 

Art. 41. Si la designación fuere defectuosa ó es- 
tuviere mal hecha, por inexactitud en las medidas 
ó por superposición á alguna parte de pertenen- 
cias ajenas que tuvieron mejor derecho, el Inge- 
niero la rectificará al demarcar, siempre que 
exista terreno franco; pero si no hubiere acuerdo 
entre el Ingeniero y el interesado, se llevará á 
cabo la operación según decida el primero, que- 
dando al segundo la facultad de recurrir al Go- 
bernador de la provincia. 

Si el recurso no se interpusiera en el término de 
ocho días ante el Gobernador, se tendrá por con- 
sentida la demarcación. El recurso interpuesto 
será informado ñor el Ingeniero actuario y por el 
Jefe del distrito antes de que el Gobernador re- 
suelva la demarcación dada. 

Art. 42. Los Ingenieros al practicar las demar- 
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caciones evitarán, en lo posible, que queden espa- 
cios francos ó fajas que sean insuficientes para 
formar una concesión regular; con este objeto, y 
siempre que no resulte perjuicio á tercero, podrán 
apartarse dichos Ingenieros de las designaciones 
hechas por los interesados, bien con su acuerdo ó 
bien prescindiendo de él. Si esto último ocurriese, 
queda á los interesados la facultad de recurrir al 
Gobernador de la provincia para la resolución 
que convenga, en la forma que se determina en el 
artículo anterior. 

Art. 43. Ni después de publicada, ni en el acto 
del reconocimiento y demarcación, podrá variarse 
la designación presentada con la solicitud de re- 
gistro, ó rectificada según el art. 27. 
' Se exceptúan, sin embargo, los casos que se con- 
signan en los dos artículos anteriores. 

Art. 44. Para practicar las demarcaciones se 
seguirá el orden de preferencia de los expedientes 
con relación á su prioridad. 

A este orden riguroso sólo podrá faltarse cuan- 
do la distancia y el aislamiento de las minas soli- 
citadas alejen todo temor de causar perjuicios. 

Art. 45. Los Ingenieros, al practicar las demar- 
caciones, se atendrán á las reglas que establece la 
circular de la Dirección general de Agricultura, 
Industria y Comercio de 24 de Junio de 1901 (1), 
ó demás instrucciones que en lo sucesivo se dic- 
ten, relativas á la determinación de la declina- 
toria magnética, elección de instrumentos para 
las operaciones topográficas, límites de errores, 
fijación del punto de partida y procedimiento que 



(1) Véase esta circular que se publica como Apéndice 
alKeglamento. 
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debe seguirse en las demarcaciones y deslindes. 

Art. 46. De toda demarcación se levantará por 
el Ingeniero que la practique la correspondiente 
acta, en la que se hará constar: 

1.° El ncfmbre y vecindad de los testigos; si con- 
currieron ó no al acto el Registrador ó persona 
que lo representara, y los dueños ó representan- 
tes de las minas y registros colindantes y próxi- 
mos. En el caso de que no existieran, se indicará 
el requerimiento que haya hecho sobre el terreno 
á los capataces ó encargados de los trabajos, así 
como si han concurrido ó no á presenciar la opera- 
ción. , ' "- 

2.° Clase de mineral que ha de explotarse, con- 
diciones del criadero, si estuviere descubierto, yja 
formación geológica á que corresponda el terreno. 

3.° Las relaciones de posición del punto de par- 
tida, determinadas con arreglo á lo que prescribe 
el artículo anterior. 

4.° La prescripción exacta y minuciosa de la 
operación practicada, indicando la dirección y lon- 
gitud de cada una de las líneas del perímetro por 
el orden en que hayan sido trazadas sobre el te- 
rrena; los sitios en que se coloquen las estacas, 
con expresión del nombre de los dueños del terre- 
no, cuando éste sea de propiedad privada y sean 
aquéllos conocidos, y si ki mina demarcada tiene 
algún punto de contacto, es colindante ó próxima 
á otras concesiones anteriores. Se expresarán 
también las distancias á que cada una de las lí- 
neas del perímetro demarcado encuentre objetos ó 
accidentes topográficos notables, como ríos, arro- 
yos, caminos, puentes, edificios, etc., ó cualquiera 
otrfi^ servidumbre pública, debiendo siempre ano- 
tarse su importancia. 

10 
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5.** Número de pertenencias demarcadas, decli- 
nación de la aguja magnética y fecha y sitio en 
que ésta se hubiera determinado. 

6.^ ,Si SQ ha variado 6 no la designación, mani- 
festando en el primer caso las causas que lo ha- 
yan motivado; y 

7.° Las protestas, reclamaciones y observacio- 
nes de todo género que se hayan formulado, y los 
fundamentos que el Ingeniero haya tenido para 
demarcar á pesar de ellas. 

Firmarán el acta todos los concurrentes que se- 
pan hacerlo, y si alguno ó algunos de ellos se ne- 
gare á firmar, se consignará dicha circunstancia, 
exponiendo los motivos en que haya fundado la 
negativa. 

En el acta no se pondrán guarismos, abrevia- 
turas ni iniciales, y si hubiera que hacer alguna 
enmienda ó raspadura se salvará al final de aque- 
lla y antQS de firmarla. 

Art. 47. Fijadas en el terreno por el Ingeniero 
actuario las estacas, los interesados quedarán 
obligados á establecer inmediatamente mojones 
bien visibles en los vértices de las concesiones de- 
marcadas; así como á conservarlos con arreglo á 
lo dispuesto en el art. 77 de este Reglamento. 

Art. 48. Contra las demarcaciones no se admi- 
tirán otros recursos que las protestas, observa- 
ciones y reclamaciones hechas en el acto mismo 
del reconocimiento del terreno y fijación de las 
eístacas ó mojones. Estas observaciones y protes- 
tas podrán ser ampliadas ante el Gobernador, 
dentro de los ocho días siguientes al en que ter- 
minó la demarcación. . 

Art. 49. De toda demarcación se levantará por 
los Ingenieros un plano topográfico, del que pre- 
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sentarán al Gobierno de la provincia dos ejem- 
plares trazados en papel marquilla ó tela, acom- 
pañados de la oportuna explicación, y con el mar- 
gen suficiente para unirse, uno al expediente y 
otro al título de propiedad, debiendo quedar otra 
copia en la Jefatura del distrito ó provincia. 

Levantarán también los Ingenieros un plano, 
independiente del de la demarcación, en que se 
representarán gráficamente los deslindes que hu- 
biesen ejecutado, expresando en resumen las co- 
ordenadas que ligan á los puntos de partida de 
las minas que hayan sido comprendidas en ellos, 
y todos los objetos ó puntos notables cuya situa- 
ción convenga hacer constar. Este plano, asi como 
el cálculo que su representación exija, se some- 
terá á la aprobación del Jefe del distrito, quien 
podrá disponer se modifique el procedimiento, 
adoptado en los términos que demanden la unidad 
y armonía de los diferentes trabajos parciales que 
por su enlace hayan de formar el plano de con- 
junto ó general de la comarca. Una vez aprobado 
el plano por el Jefe del distrito, se sacará una 
copia autorizada de dicho plano, que se unirá al 
expediente que lo haya motivado, y se conservará 
aquél en la oficina para que pueda utilizarse por 
los Ingenieros en los trabajos que posteriormente 
hayan de practicar. 

La escala de los planos será de 1 por 5.000 
cuando la concesión que representen no pase de 
50 hectáreas, y de 1 á 10.000 de 50 hectáreas en ade- 
lante. Mas cuando hubiere de representarse como 
objeto principal del plano alguna figura da menos 
superficie que una hectárea, ó de menor latitud 
<iue 100 metros, deberá emplearse la escala de 
1 por 2.500, pudiendo en casos especiales adoptar 
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los Ingenieros las escalas que creaii más conve-r 
nientes, siempre qxie justifiquen los motivos de sa 
adopción. 

Los planos se dibujarán con esmero y limpieza^ 
empleándose variedad de tintas para mayor cla- 
ridad, y en ellos se determinará la situación de^ 
los registros y minas colindantes, marcándose sus 
bocas ó puntos de partida sieippre que sea posible^ 

Art. 50. Loe Ingenieros se ajustarán estricta- 
mente á lo dispuesto por este Reglamento sob/e el- 
modo de hacer las demarcaciones, extender el 
acta de ellas y levantar los planos, y tendrán elí 
mayor cuidado de practicar los reconocimientos y 
todas las operaciones facultativas sin omitir nin- 
gún dato, circunstancia ó advertencia que pueda 
en todo tiempo contribuir á la mayor ilustración 
y esclarecimiento de las cuestione^ que se susci- 
ten, para que así el acta como los'planos conten- 
gan la base y fundamento de los derechos da la& 
partes y los fijen, evitando dudas, quejas y recia» 
maciones. 

Cada Ingeniero llevará un diario de operacio- 
nes en el que, mientras dure la expedición, anotará 
día por día los trabajos en que se haya ocupado y 
los sitios que hubiese recorrido, con las observa- 
ciones de carácter técnico que convenga consiga- 
nar. Terminada la expedición entregará una copia 
exacta de dichas anotaciones y se archivará en la 
Jefatura del distrito. 

Art. 51. Los Ingenieros encargados del despa- 
cho de los expedientes' los devolverán diligencia- 
dos al Ingeniero Jefe del distrito dentro de los trein- 
ta días siguientes á aquél en que hayan practicada 
la demarcación, acompañando las correspondien- 
tes actas y planos, y expresando al propio tiempo,^ 
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' Ipor oficio separado, lascondiciones especiales que, 
además de las generales de la Ley y Reglamento, 
•deban imponerse á los que pretendan la concesióíi. 

Art. 52. El Ingeniero Jefe examinará en un 
t^jlazo de cinco días las diligencias consignadas en 
los expedientes que le sean devueltos por sus su- 
balternos, afei como el acta, planos y explicaciones 
•Üe la demarcación, y si encuentra que se han cum- 
.plido las prescripciones legales y reglamentarias, 
t)ondTá su V." B.® en los planos, cuyo V.** B." le 
iiará responsable de la conformidad de los mismos 
con el resultado del acta 'de demarcación y del 
■plano de deslinde exigido por el art. 49. 

Pero si se observara que el Ingeniero al hacer 
la demarcación no ha cumplido en todas sus par- 
tes aquellas prescripciones,, ó que en las diligen- 
'<;ias practicadas hay algún error, falta de claridad 
ú omisión reparable, devolverá el expediente para 
ique, en virtud de nuevas diligencias é informes, 
aclare ó rectifique lo que sea necesario. Si los 
errores ó defectos cometidos fuesen de tal impor- 
tancia que á su juicio exigieran repetir la demar- 
cación, lo propondrán así al Gobernador, y si éste 
deci*eta de conformidad con la propuesta del Inge- 
niero Jefe, la nueva demarcacióu se ejecutará á 
costa de quien la motive, siguiendo en un todo los 
trámites y formalidades con que debió efectuarse 
la primera. 

Art. 53. Si examinado el expediente, según se 
prescribe en el artículo anterior, el Ingeniero Jefe 
estuviera conforme con la operación practicada, 
^ará inmediatamente conocimiento al Goberna- 
dor, quien en el plazo de quince días dictará la 
providencia que proceda, anulando el expediente, 
-6 disponiendo, cuando no fuera necesario imponer 



Digitized by VjOOQIC 



. _ 154 — 

condiciones especiales á la concesión, se notifique^ 
al interesado que presente en el Gobierno de la^ _ 
provincia, y en el plazo de diez días, el papel de- 
reintegro que corresponda por derechos de super- 
ficie de las pertenencias demarcadas y expedición, 
del título de propiedad. 

Art. 54. Cuando á una concesión deban impo- 
nerse condiciones especiales, las consultas previas 
que sobre ellas deben hacerse al Ministerio no po- 
drán referirse sino á circunstancias ó casos que 
no se hallen comprendidos en la Ley ni en este Re- 
glamento. T)ichas consultas se harán por los Go- 
bernadores tan pronto como los Ingenieros Jefes 
les manifiesten la necesidad de que se impongan 
las referidas condiciones. 

El Ministerio oirá sobre este punto al Consejo 
de Minería, el cual propondrá su aprobaóión ó- 
modificación, según estimé procedente. 

Aprobadas por el Ministerio las condiciones es- 
peciales, se notificarán por el Gobernador de la 
provincia al interesado, para que en el término de 
ocho días manifieste si las acepta ó no, y si no acep- 
tara alguna de ellas, no podrá otorgarse la con- 
cesión á otro peticionario sino con las mismas 
condiciones. 

Si las circunstancias que motivaron estas con- 
diciones especiales dejaran de existir, se publicará 
así en el Boletín oficial de la provincia para que el 
concesionario que las sufre quede desde luego li- 
berado, ó para que el Registrador que las hubiere 
rechazado pueda reivindicar su derecho al regis- 
tro del mismo terreno, si éste no hubiera sido 
concedido. 

Una vez aceptadas por el interesado dichas con- 
diciones, el Gobernador dispondrá se proceda en» 
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el plazo que prdscriba el articulo anterior á la 
presentación del papel de reintegro correspon- 
diente. 

Art. 55. Dantro de los diez días siguientes á la 
fecha en que termine el plazo concedido á los in- 
teresados para la pi^esentación del correspondien- 
te papel, si éste se hubiere presentado, el Gober- 
nador dictará providencia aprobando el expedien- 
te, mandando á la vez expedir el titulo de propie- 
dad, ó anulando dicho expediente eíi caso con- 
trario 

Las providencias se notificarán á los interesa- 
dos, y se publicarán en el Boletín oficial 

En el caso de que la providencia sea de cancela- 
ción del expediente, la declaración de franco y r3- 
gistrable el- terreno no se publicará hasta que sea 
firme dicha providencia. 

Art. 56. Transcurridos treinta días sin que 
baya sido apelada la providencia mandando expe- 
dir el título de propiedad, será éste expedido por 
el Gobernador, en nombre del Gobierno, con arre- 
glo al modelo núm. 5 (1). 

En el referido titule se expresarán las condicio- 
nes generales de la Ley y Reglamento, y además, 
en su caso, las especiales que deban imponerse á 
la concesión. 

Art. 57. Los títulos de propiedad deberán que- 
dar otorgados en el plazo de cuatro meses, conta- 
dos desde el día en que el Gobernador civil de la 
provincia decrete la práctica de la demarcación^ 
siempre que no se interponga reclamación alguna 
á la tramitación del expediente. 



(1) Véase este modelo al final del Reglamento. 
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: Art. 58. En los títulos de propiedad de minas se 
expresará una sola clase de mineral, y en el caso 
de que en la solicitud de registro se hubieran de- 
signado varias sustancias, se consignará la que á 
juicio del Ingeniero que practicó la demarcación 
sea explotable, si todas correspondiesen al mismo 
tipo tributario; pero si se designase alguna de tri- 
butación mus alta, se consignará ésta. 

Para expedir el título de propiedad de las minas 
de hierro y de combustibles minerales será indis- 
pensable que el Ingeniero Jefe del distrito minero 
informe en el expediente respectivo la proceden- 
cia de considerarlas bajo tal denominación. 

Cuando no hubiera mineral descubierto, ni da- 
tos para prejuzgar cuál pueda existir en el sub- 
suelo, se atenderá á la ^declaración del minero, 
determinando éste, en el acto de la demarcación, 
la sustancia cuya explotación solicita, si indicó 
varias dentro del mismo tipo tributario, y dicha 
sustancia será la que se expresará en el acta y en 
el título de propiedad. 

Art. 59. Expedido el titulo de propiedad, y re- 
cibido por el Gobernador, éste dispondrá se noti- 
ñque al interesado para que en el plazo de treinta 
días recoja el dicho título en unión de un ejem- 
plar del plano de demarcación, dando á la vez 
cuenta á la Delegación de Hacienda á los efectos 
que correspondan. En el expediente se hará cons- 
tar que se ha hecho la entrega de los referidos do- 
cumentos, firmando el interesado el recibí. 

Art. 60, 'Los Ingenieros Jefes y los Secretarios 
de los Gobiernos de provincia en donde no haya 
Jefatura, remitirán á la Dirección general de Con- 
tribuciones y al Jefe de Hacienda de la provincia 
en que radique la mina, dentro de los cinco días 
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siguientes al en que quede firme el decreto de 
concesión, -un estado que exprese las circunstan- 
cias de cada una, con arreglo á lo que disponga 
sobre el caso el Ministerio de Hafeienda. 

En los expedientes se hará constar que se ha 
cumplido con esta formalidad. 

Art. 61. El dueño de una concesión minera po- 
drá en todo ttempo renunciar parte de las perte- 
nencias que la constituyan, siempre que el nú- 
mero de las que conserve sea por lo menos de cua- 
tro, y queden agrupadas según dispone e\ art. 12 
del Decreto-Ley de Bases. 

Al efecto dirigirá la oportuna solicitud al Go- 
bernador acompañada del documento que acre- 
dite estar al corriente en el -pago del canon de su- 
perficie. El Gobernador, previa la consignación del 
depósito que corresponda para gastos oficiales se- 
gún se previene en el art. 20, dispondrá en el acto 
que un Ingeniero se constituya en el terreno y se- 
ñale con jnojones las líneas divisorias de las per- 
tenencias que hayan de conservarse, extendién- 
dose la correspondiente acta y planos, en las que 
se hará constar el sitio y término en que resulte 
la nueva concesión, y todas las demás circunstan- 
cias que se exigen en las demarcaciones. 

La misma autoridad, en vista del resultado de 
la operación y del reconocimiento del terreno, 
que á la vez deberá practicarse á los efectos del 
abandono de labores, con arreglo á lo dispuesto en 
el art. 72 del Reglamento de Policía minera, de- 
cretará si procede la admisión de la renuncia, y, 
en su caso, dará inmediata cuenta á la Delega- 
ción de Hacienda. 

. De los planos de la parte nuevamente^ demar- 
cada, uno se unirá al primitivo expediente de con- 
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cesión, y el otro se entregará ^1 interesado. En el 
título de propiedad se hará constar, por nota au- 
torizada por el Ingeniero Jefe y visada por el Go- 
bernador, la modificación que se ha hecho y la 
numeración de las pertenencias renunciadas de la 
antigua concesión . 

Las modificaciones introducidas en el titulo de 
propiedad se publicarán, dentro del plazo de cinco 
días, en el Boletín oficial, con la declaración de 
franco y registrable el terreno renunciado (1). 

Art. 62. La pertenencia minera es indivisible en 



(1) Véanse los artículos del Reglamento de Policía mi- 
nera que hacen relación al abandono de minas: 

«Art. 72. El concesionario que abandone una 6 más mi- 
nas, lo pondrá en conocimiento del Gobernador de la pro- 
vincia por medio de oficio con un mes de antelación, ha- 
ciendo constar haber cerrado los pozos y cumplido toda& 
las prescripciones que este Reglamento establece, en las- 
minas cuyos trabajos abandonen, y acompañando losóla- 
nos y cuadernos que se indican en los artículos 38 y 40. 

»E1 Gobernador mandará se entregue en el acto reciba 
de esta comunicación para resguardo del interesado. 

»Art. 73. Tan pronto como los Gobernadores reciban la 
comunicación participando el abandono de una mina, dis- 
pondrán que por el Ingeniero Jefe de Minas del distrito se 
proceda en el más breve plazo posible á reconocer la mina 
V certifique del estado regular de sus fortificaciones v de^^ 
hallarse suficientemente cercados los pozos, informando al 
mismo tiempo acerca de la exactitud de los planos y cum- 
pUmiento de las demás disposiciones de este Reglamento 
aplicables al caso. 

»Si no resultasen cumplidas, se fijará un breve plazo al 
concesionario para que ejecute las obras necesarias; y en 
el caso de negarse á ello, se realizarán por la Administra- 
ción á costa del dueño de la mina. ^ 

»Art. 74; El concesionario de una mina que la abando- 
nase sin cumplir previamente las anteriores prescripcio- 
nes, incurrirá en una multa que no excederá de 250 pese- 
tas, quedando además responsable de todos los daños y 
perjuicios que por su abandono en indabidas condiciones 
se causare á la mina ó á un tercero. 

»Si fu^e declarada legalmente su insolvencia, será re> 
putado dañador voluntario á todos los efectos legales.» 
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las compras, ventas, cambios y otras operaciones 
análogas de los dueños de las minas. 

Las concesiones que reúnan suficiente superficie 
podrán dividirse para dichos efectos con autoriza- 
ción del Gobernador, siempre que cada una de las 
fracciones comprenda, por lo menos, cuatro hec- 
táreas en la forma que dispone el art. 12 del De- 
creto-Ley. 

Entre dos concesiones contiguas podrán hacer- 
se, con autorización del Gobernador, ventas ó per- 
mutas de una ó varias pertenencias, siempre quo 
ambas concesiones queden en la forma y condio- 
nes «marcadas en el citado art. 12 del Decreto-Ley. 

Art. 63. Para llevar á cabo la separación de 
pertenencias conforme á lo dispuesto en el segundo 
párrafo del artículo anterior, se instruirá el opor- 
tuno expediente, comenzándolo con la solicitud de 
los interesados, que irá acompañada de un plano 
en que se representen los grupos de pertenencias^ 
en que haya de quedar dividida la concesión pri- 
mitiva, dando un nombre á cada grupo, y debien- 
do depositar en el plazo que se le señale la canti- 
dad que se juzgue necesaria para practicar las 
operaciones de replanteo. Este se^verificará por el 
Ingeniero que designe la Jefatura del distrito, el 
cual, previa notificación al interesado y á los due- 
ños de las minas colindantes, si las hubiere, se 
constituirá en el terreno y señalará con mojones 
las líneas divisorias de los grupos que se soliciten, 
extendiendo la correspondiente acta y levantando 
los oportunos planos, de los cuales uno de cada 
grupo se unirá á su respectivo expediente, y el 
otro se entregará al interesado en unión de un 
nuevo título de propiedad; debiéndose á la vez ha- 
cer constar la separación de pertenencias en el de. 
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la primitiva concesión, que quedará anulada, en 
la forma indicada para el caso de renuncia en el 
articulo 61. 

Análogos trámites se seguirá!^ en el caso del ter- 
■cer párrafo del artículo ^anterior, pudiendo con;^^ 
servarse los nombres de las concesiones, y para 
aquélla que reduzca el número de sus pertenen- 
cias deberán observarse los mismos trámites esta- 
blecidos en el art. 61 para el caso de renuncia de 
una parte de su extensión superficial. 

Si las pertenencias que se dividen poseyeran al- 
guna demasía, ésta irá siempre unida al grupo 
•con que tenga contacto, pero si lo tuviera con más 
de un grupo, entonces habrá de manifestar el in- 
teresado á cuál de ellas desea que vaya unida (1). 

Art. 64. De los expedientes de separación de 
pertenencias se dará el correspondiente aviso á la 
Delegación de Hacienda para el pago de los im- 
puestos mineros. 

Art. 65. Se considerará como demasía todo es- 
pacio franco comprendido entre dos ó más conce- 
siones, hállese ó no completamente cerrado, cuya 
extensión superficial sea menor de cuatro hectá-* 
reas, ó que siendo mayor no se. preste á la división 
por pertenencias, ni sea susceptible de formar 



(1) Aunque en este artículo se ha suprimido el párrafo 
•final propuesto por el Consejo de Estado que decía: «ó si la 
demasía ha de constituir concesión separada ó indepen- 
diente de las pertenencias divididas, haciéndose constar la 
resolución en el respectivo expediente», entendemos que^ 
si así lo solicitan los interesados, habrá de reconocer su de- 
recho á que la demasía constituya concesión distinta á la 
de la mina. Véase en este punto el dictamen de dicho Cuer- 
po consultivo, que establece la doctrina aplicable á esta 
caso. 
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parte de otra concesión con terreno franco fuera 
de aquéllas. ^ 

No podrán, sin embargo, comprenderse en una 
sola demasía aquellos espacios ó fajas estrechas 
que se alejen cqn exceso de la mina peticionaria, 
de tal modo que no permitan un laboreo fácil y 
conveniente (1). 

Sé" estimarán asimismo como soluciones de con- 
tinuidad entre porciones del espacio total, á los 
efectos de la concesión como demasías distintas,. 
los estrecíiamientos que por sus pequeñas dimen- 
siones no permiten establecer una labor de paso. 

.En ambos casos, el Ingeniero encargado del des- 
pacho, en informe r0,zonado, propondrá la distri- 
bución y limitación de las demasías en los puntos 
que técnicamente estime conveniente. 

Á las demasía^'^otorgadas no podrán agregarse 
los espacios que por virtud de nuevas concesiones 
resulten con posterioridad en condiciones de ser 
adjudicadas como demasía^, los cuales deberán 
ser objeto de nuevas concesiones. 

La línea divisoria de dos provincias limítrofes 
será considerada como línfea del'perí metro de una 
concesión minera,^ los efectos de la existencia de 
las demasías. 



(1) También en este punto se ha modificado el proyecto 
formulado por el Consejo, que sólo eonsentía adjudicar en 
concepto de demasía los espacios francos existentes en 
proporción á las líneas de contacto con las concesiones mi- 
neras; sistema que evitaría loa peligros que á nuestro jui- 
cio ofrece el adoptado en el Reglamento y las múltiples 
cuestiones á que seguramente ha de dar lugar el dejar al 
arbitrio de los Ingenieros la porción que hade adjudicarse 
como de demasía. 

Véase cuanto acerca de este particular se consigna en el ^ 
dictamen del Consejo de Estado, que con gran deteni- ' 
miento se ocupa de tan importante cuestión. 
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Art. 66. Los espacios francos que constituyan 
<lemasías con arreglo á lo dispuesto en el artículo 
anterior, se otorgarán á los mineros que primero 
lo soliciten, siendo preferidos para su concesión, 
en primer término, los dueños de las minas colin- 
dantes, después los que lo sean de demasías, y pjor 
último, los particulares ó sociedades extrañas que 
las pidan. 

Art. 67. Las solicitudes para obtener depnasias 
no se tramitarán hasta tanto que sean firmes las 
providencias que otorguen las concesiones que las 
origihen, y las que se presenten antes quedarán 
en suspenso para tramitarlas por riguroso orden 
de antigüedad, atendiendo á 'la preferencia esta- 
blecida en el artículo anterior cuando llegue el 
momento dé ser firmes dichas providencias (1). 

Art. 68. Al incoarse un expediente de demasía, 
y á*los efectos de lo dispuesto' en el artículo ante- 
i*ior, el Ingeniero Jefe del distrito, ó el Secretario * 
del Gobierno civil en las provincias donde no haya 
Jefatura, hará óonstar por diligencia en forma, si 
están ó no concedidas las minas que las limitan, 
y en el primer caso, las fechas en que quedaron 
firmes las providencias que otorgaron las conce- 
siones. 



(1) El procedimiento que establece este artículo para la 
solicitud de demasías, difiere sustanoialmente del propues- 
to por el Consejo de Estado, que declaraba nula toda soli- 
citud presentada antes de los ocho días de publicada en el 
Boletín oficial la existencia de estos espacios francos. 

En el dictamen de dicho Cuerpo consultivo pueden ver- 
se los fundamentos de su propuesta, que de haberse acep- 
tado hubiera impedido el abuso á que puede prestarse el 
sistema que el Reglamento establece y que permite solici- 
tar las demasías aun antes de ser firmes las concesiones que las 
originan. 
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Si por los datos que obran en la Jefatura da Mi- 
nas se demuestra que existe realmente la demasía 
que se solicita, se publicará desde luego en el 
Boletín oficial para que puedan reclamar en el 
plazo de treinta días los que se crean con mejor 
derecho, y continuará su tramitación en igual 
forma que los expedientes de -registro; pero si por 
dichos datos no pudiera comprobarse la existen- 
cia de la demasía, deberá entonces practicarse el 
reconocimiento del terreno solicitado, informando 
el Ingeniero, según se dispone en el art. 65,- y le- 
vantándose el oportuno plano que se unirá al ex- 
pediente, el cual seguirá la tramitación que le 
corresponda. 

Art. 69. Si duBante la tramitación de un expe- 
diente de demasía se renunciara cualquiera de las 
concesiones que la limitaban, continuará su tra- 
mitación en los términos en que fué solicitada, ó 
sea refiriéndose al espacio comprendido entre las 
concesiones existentes designadas y la línea ó lí- 
neas de la concesión renunciada que la limitaba. 

Art. 70. Los Ingenieros Jefes darán cuenta á 
los Gobernadores de los espacios francos que 
deban constituir demasías á fín de que dicha 
autoridad disponga la oportuna publicación en el 
Boletín oficial de la provincia y puedan ser solici- 
tados y adjudicados como tales demasías, con 
arreglo á lo dispuesto en los artículos anteriores. 

Art. 71. Las providencias de los Gobernadores 
referentes á la distribución y limitación en los 
espacios solicitados como demasías, serán recla- 
mables ante el Ministerio en el término de treinta 
días, debiendo oirse para su resolución al Consejo 
de Minería. 

Art. 72. Lo que se establece para la demarca- 
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ción de concesiones mineras^ es aplicable y exten- 
sivo á ía demarcación de las demasías. 

Art. 73^ El particular ó empresa que pretenda 
la apertura de una galería general de investiga- 
ción, desagüe ó transporte en terreno franco, pre- 
sentará al Gobernador de la provincia una soli- 
citud, redactada con arreglo al modelo núm. 4 (1), 
designando el número de pertenencias que estime 
necesarias, acompañada de los planos de la obra 
proyectada y de una Memoria en que, con toda 
claridad, se explique el objeto de toda concesión. 
Tanto la Memoria como los planos deberán estar 
firmados por un Ingeniero de Minas. 

Si el terreno que haya de atravesar la galería 
estuviere ocupado por minas concedidas ó regis- 
tradas, deberá acompañarse además copia autori- 
zada de los conciertos ó estipulaciones que hayan 
celebrado con los respectivos dueños para ejecu- 
tar los trabajos en el caso de encontrar mineral; 
y en los planos que han de acompañar con la soli- 
citud, se fijará la situación de las indicadas minas 
concedidas ó registradas. Cuando los mencionados 
dueños se opongan á la ejecución de las obras, no 
podrán practicarse éstas hasta tanto que, instruí- 
do el oportuno expediente, con arreglo á la ley de 
expropiación forzosa, se declaren de utilidad pú- 
blica y se abone la indemnización que corres- 
ponda. 

Admitida lá solicitud, se publicará la designa- 
ción en los términos que establece el art. 24 de este 
Reglamento, y el Gobernador dispondrá que Be 
hagan las oportunas notificaciones personales á 



(1) Véase este modelo al final del Reglamento. 
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los interesados y dueños de los registros ó minas 
que hubieran de comprenderse en el espacio que 
recorra la galería general, y, antes de otorgar la 
concesión solicitada, oirá^l Ingeniero Jefe de Mi- 
nas, por quien se expresarán las condiciones fa- 
cultativas que á la misma deban imponerse. 

Transcurridos treinta días sin haberse apelado 
de la providencia del Gobernador otorgando la 
concesión de una galería general, quedará firme 
y ejecutoria dicha concesión. 

Art. 74. Los trabajos de las galerías generales 
habrán de ejecutarse siguiendo la línea ó líneas 
señaladas en la concesión, y si en algún caso con- 
viniera al empresario variar de direcéión, lo soli- 
citará y podrá concederse previo el oportuno expe- 
diente, el cual seguirá los mismos trámites y con- 
tendrá iguales formalidades que el primitivo ex- 
pediente de concesión. 

Art. 75. En las explotaciones á roza abierta y 
que exijan dar salida á las aguas por la superAcie, 
se llevarán éstas en forma que perjudiquen lo me- 
nos posible las concesiones y terrenos por que 
atraviesen, indemnizando los daños «y perjuicios 
que se ocasionen, valorados, bien de común acuer- 
do con los interesados, bien en la forma que de- 
termina la vigente legislación de expropiación for-t 
zosa .por causa de utilidad pública. 

CAPÍTULO IV 

DERECHOS Y DEBERES DE LOS MINEROS 

Art. 76. Los dueños de minas y los explotadores 
de las sustancias comprendidas en cualquiera de 
las tres secciones, están obligados á cumplir las 

11 
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prescripciones que establecen las leyes y regla- 
mentos aplicables á las industrias minera y meta- 
lúrgica) «1 Reglamento de Policía minera (1)^ y 
cuantas disposiciones relativas á dichas industrias 
se dicten en lo sufcesivo. 

Art. .77. Será también obligatorio para los due- 
ños de minas la conservación de los hitos ó mojo- 
nes que se fijen al practicar la demarcación de las 
concesiones; y la infracción de este precepto será 
castigada con arreglo á lo que prescribe el ar- 
ticulo 177 del Reglamento de Policía minera (2). 

Será asimismo obligatoria la conservación del 
punto de partida de la concesión; fy si por necesi- 
dades en la ^explotación fuere indispensable ha- 
cerle desaparecer, no podrá esto tener lugar sin 
que la Jefatura de Minas, previamente reque- 
rida al efecto, relacione debidamente dicho punto 
de partida y le sustituya por otro nuevo de modo 
que en todo tiempo pueda conocerse exactamente 
su situación.. 

Si desapareciera al punto de partida sin haberse 
cumplido estos requisitos, el concesionario incu- 



(1) Este Reglamento es 'el aprobado por Real decreto 
fecha 15 de JuUo de 1897. 

(2) Articulo del Reglamento de Policía mfnera que se 
cita: 

«Art. 177. Toda transgresión á los preceptos de este Re- 
glamento será castigada por los Gobernadores civiles por 
sí ó á propuesta del Ingeniero Jefe de Minas, ovendo^pre- 
viamente á los interesados, con las multas siguientes: 

»Para los propietarios, arrendatarios ó Directores de 
labores mineras, o de fábricas mineralúrgicas ó metalúrgi- 
cas, hasta 250 pesetas como máximum. 

»Para los capataces, vigilantes y demás empleados sub- 
alternos, hasta 50 como máximum. 

»Para los obreros, hasta 25 como máximum. 

»En caso de reincidencia, las multas serán doblea de las 
coQ^gnadas.» 
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rrirá en la penalidad establecida en el citado ar- 
ticulo 177 (IJ del Reglamento de Policía minera, y 
•demás responsabilidades á que hubiere lugar. 

El Gobernador dispondrá seguidamente que á 
'COsta del concesionario se señale por la Jefatura 
•del distrito el nuevo punto de partida. 

Art. 78. Los peticionarios de concesiones mine- 
Tas que tengan expedientes en tramitación están 
obligados á conservar íntegro el depósito marcado 
en este Reglamento -hasta la terminación de aqué- 
llos. 

Art. 79. Hasta después de transcurrido el plazo 
)para la admisión de oposiciones, sin que éstas se 
presenten, no podrán los Registradores practicar 
labor alguna en los terrenos que soliciten. Para 
ejecutarlas, en el caso de presentarse oposición, 
¡será necesario, á más del permiso del dueño del 
terreno, prestar fianza bastante ajuicio del Go- 
bernador y siempre que no pueda perjudicar dere- 
•chos preexistentes; sin que este consentimiento 
para su ejecución confiera al Registrador ningún 
derecho á la propiedad de dichas labores, en el 
•caso de no otorgársele la concesión de la mina (2). 

Para disponer de los minerales es preciso que el 
minero haya obtenido el titulo de propiedad. 

Art. 80. Los dueños de concesiones maneras 
están obligados al cumplimiento de lo dispuesto 



íl) Véase este artículo trascrito en la nota anterior. 

(2) A pesar de las fundadas razones expuestas en el dic- 
tamen del Consejo de Estado al proponer se prohiba toda 
labor minera hasta ser firmes fas concesiones, el Regla- 
mento autoriza pueden emprenderse trabajos en las condi- 
ciones que determina volviendo al antiguo sistema, que, 
•como dice el Consejo, ofrece inconvenientes y peligros que 
iiublese sldo^ oportuno evitar. 
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«n el art.26 del Decreto-Ley de Bases (1), y tendrán» 
también la obligación de contribuir á los gastos, 
que ocasione ó haya ocasionado el desagiíe de. 
minas colindantes ó próximas, con arreglo á lo- 
que dispone la Ley de Desagüe de 1.° de Agosto- 
de 1889 (2). 

Art. 81. Los dueños de minas y galerías gene- 
rales tendrán la propiedad de las aguas que halla- 
ren en sus labores mientras conserven las de sus 
concesiones respectivas, si bien con las limitacio- 
nes establecidas por la Ley de Aguas. 

Cuando voluntaria ó involuntariamente corta- 
sen ó desviasen cualesquiera aguas en curso que 
se estuvieren ya aprovechando, quedan obligados, 
á reponer dichas aguas en su antigua corriente,, 
si fuese posible, y en todo caso, á la reparación de 
daños y perjuicios, con responsabilidad civil, y en. 
su caso criminal. 

Para garantir los derechos preexistentes que 
correspondan á los dueños de aprovechamientos 
de aguas que existan dentro ó fuera del perímetro- 
de las concesiones mineras, no se permitirá en 
éstas la apertura de labores que pudieran perju— 

(1) Artíoúlo del Decreto-Bases qué se cita: 
€ Art. 26. Todo dueño de minas mdemnizará, poc conve- 
nio privado ó por tasación de peritos, con sujeción á las- 
leyes comunes, los daños y perjuicios que ocasionare á 
otras minas, ya por acumulación de aguas en sus labores» 
si requerido no las achicase en el plazo de Reglamento, va 
de otro modo cualquiera por el cual resultare menoscabo- 
. á intereses ajenos dentro ó fuera de las minas. 

»Entrel los pér|üiciós ocasionados se contarán siempre^ 
los que correspondan al tiempo que tarde en verificarse el 
desagüe; y además e|itregara el causante al dueño de la 
mina pérfudicada iína parte de los beneficios obtenidos, si 
los huDiere, á Juicio de peritos. 

<2) Véase esta Ley en el Apéndice que se inserta á con- 
tinuación del Reglamento. 
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'dicar á dichos aprovechamientos, hasta tanto que 
los respectivos dueños presten una fianza equiva- 
liente al valor de las aguas, justipreciadas en la 
forma que determina la Ley de Expropiación for- 
zosa. 

Art. 82. Los dueños de las minas inundadas ó 
K^ue amenacen inundarse tendrán la obligación de 
ejecutar en común, y á su costa, los trabajos in- 
4ispensables para desaguarlas, jó para detener los 
progresos de la inundación, sujetándose en un 
todo á las prescripciones que establece la Ley de 
Desagüe de 1.° de Agosto de 1889 (1). 

Art. 83. Los Gobernadores, mediante el recono- 
•cimiento é informe del Ingeniero á quien corres- 
ponda, fijarán en cada caso, á instancia de parte, 
«1 plazo dentro del cual hayan de achicarse las 
aguas acuitiuladas en las labores de una mina, á 
fin de evitar los perjuicios que pudieran originarse 
á otras concesiones. 

Art. 84 (2). Los mineros se concertarán libre- 
jnenie con los dueños de la superficie, con arreglo 
rá lo prescrito en el art. 27 del Decreto-Ley de 29 de 
Diciembre de 1868 (3), acerca de la extensión de 



S Consúltese esta Ley en el Apéndice. 
" 



Este artículo viene á introducir una importantísima 
rei^orma, de acuerdo con los principios que informan 
el Decreto-Bases, restableciendo su verdadera interpreta- 
ción, contraria por completo al sistema seguido hasta el 
presente en materia de expropiación. 

Véanse en el dictamen del Consejo de Estado los funda- 
mentos de tan trascendental dlsi)Osiclón. 

(3) Artículo de las Bases que se cita: 

«Art. 27. Los mineros se concertarán libremente con los 
dueños de la superficie acerca de la extensión que necesi- 
ten ocupar para almacenes^ talleres, lavaderos, oficinas de 
)l)éneficio, depósitos de escombros ó escorlas, instalación de 
máquinas, bocaminas, etc. Si no pudieran avenirse, ya en 
«euanto á la extensión, ya en cuanto al precio, el dueño de 
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terreno que necesiten ocupar, dentro de sus per^- 
tenencias ó fuera de ellas, para almacenes, talle^ 
res, depósitos de escombros ó de agua, instalacióir 
de máquinas, bocaminas, caminos y otros uso», 
análogos* Si no se avinieran, lo que deberán jus- 
tincar, procederá la instrucción del expediente de. 
expropiación forzosa por causa de utilidad públi^ 
ca, con arreglo á la Ley y Reglamento vigentes. 

Art. 85t Los dueños ó encargados de las^inas^ 
no podrán impedir la entrada en las mismas á los^ 
Ingenieros del distrito y ai personal auxiliar que. 
necesite para realizar su visita, debiendo facili— 
tarles los medios necesarios para el reconoci- 
miento de las labores y los datos que exija el buei^ 
desempeño de este servicio, con arreglo á 1,0 que- 
so prescribe en el Reglamento de Policía mi— 
ñera (1). 

la mina solicitará del Gobernador la aplicación de la Ley^ 
sobre utilidad pública. 

»En los informes del Ingeniero y de la Diputación se^ 
tendrán en cuenta y se apreciarán como corresponda: pri- 
mero, la necesidad de la expropiación; segundo, las venta- 
las que por una y otra parte ofrecen, ya la explotacióA de* 
las minas, ya el cultivo ó explotación del suelo, para poner- 
en claro de este modo cuál de ambos intereses deoe ser 
atendido. 

»En todo caso deberá preceder al acto de expropiar la_ 
correspondiente indemnización.» 
(1) Véase la prescripción de este Reglamento: 
«Art. 10. Los propietarios de minas, arrendatarios. Di- 
rectores, encargados y demás dependientes suyos, estáni 
obligados á permitir la entrada y facilitar la inspección de^. 
todas las labores á los Ingenieros de Minas con cargo oficlaL 
y personal subalterno que les acompañe, proporcionando^ 
les los medios necesarios para reconocer diclias laboras, y^ 
^rticularmente para penetrar en todos los sitios que pue- 
dan exigir una vigilancia especial. Exhibirán á los Inge- 
nieros los planos de la mina, tanto de las labores como de 
la superficie, los cuadernos de avance de las labores, y lo» 
registros en que consten los nombres, edades y profesiones^ 
de los obreros; les suministrarán cuantos datos les pidlüx 
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También facilitarán el reconocimiento y estudio 
de las labores que hubieren practicado ó estuvie- 
sen practicando á los Ingenieros afectos á la Co- 
misión del Mapa geológico de España que se hallen 
autorizados para ello por la Dirección general de 
Agricultura, Industria y Comercio, ó por los Go- 
bernadores civífós de las respectivas provincias. 

Art, 86. Será obligatoria para los dueños ó en- 
cargados de minas la remisióq á la Jefatura del 
distrito, en la época que ésta señale, de los datos 
estadísticos que se indiquen en los estados que al 
efecto se les entregue, y de no hacerlo incurrirán 
en una sanción penal análoga á la establecida en 
el art. 177 del Reglamento de Policía minera para 
la transgresión de preceptos reglamentarios. 

Art. 87. Todo el que hubiere abierto una cali- 
cata y la abandonare, está obligado á rellenarla; 
y el propietario dominas que quiera retirarse de 
su laboreo y abandonarlas, deberá cerrar los po- 
zos que en ellas hubiera; y tanto uno como otro 
tendrán que cumplir las prescripciones que sobre 
el particular establece el Reglamento de Policía 
minera (1). 

Art. 88. Hasta que el Registrador ó dueño de 
concesiones mineras participe al Gobernador su 
desistimiento ó abandono y se justifique que nada 
adeuda á la Hacienda, permanecerán sujetos á 



sobre el estado de la explotación y sobre la policía de Ios- 
mineros y empleados; les harán acompañar por los Direc- 
tores y capataces, á fin de que éstos puedan satisfacer á 
todas las informaciones que los Ingenieros consideren úti- 
les adquirir relativas á la seguridad y á la salubridad.» 

(1) véanse las prescripciones de este Reglamento in- 
sertas en la nota del art. 61 del presente Reglamento, 
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las prescripciones da la ley de Minas y de este 
Reglamento (1). 

Art. 89. Lqs concesionarios de minas tendrán 
que satisfacer el canon de superñcie desde el tri- 
; mestre en qué sea fírme y subsistente el decreto 
del Gobernador otorgando la concesión. 

Art. 90. Los dueños de concesiones mineras 
tienen derecho á explotar una cualquiera ó todas 
las sustancias de la segunda y tercera sección 
que se hallen en sus minas; pero si encontraran 
una sustancia de mayor tributación de la que por 
los términos de la concesión les corresponde pa- 
gar, tendrán que dar inmediatamente cuenta al 
Gobernador civil, para que, previo informe de la 
Jefatura de Minas, en el qué se determine si la 
expresada sustancia puede ó no constituir uno de 
los fínes de la explotación, se varíen los términos 
de la concesión y se ponga en conocimiento de la 
Dirección general de Contribuciones y del Jefe de 
Hacienda de la provincia, á ñn de que desde aquel 
trimestre se varíe la tributación por canon. 

Si el concesionario no diera cuenta al Goberna- 
dor, dentro del trimestre en que descubra el nuevo 



(1) De este artículo se ha suprimido el último párrafo 
que contenía el Reglamento provisional y que determi- 
naba que la renuncia de una nuna llevaba consigo la de la 
demasía ó demasías que se le hubieren otorgado, así como 
también se ha suprimido el artículo propuesto por el Con- 
sejo de Estado prescribiendo lo contrario; esto es, que la 
renuncia de la mina no lleva consigo la de las demasías si 
no se hace constar expresamente lo contrario. Suprimido 
uno y otro precepto, queda sin resolver tan importante 
cuestión, que habrá de decidirse en la primera ocasión que 
se plantee. 

Respecto á este extremo debe consultarse el dictamen 
del Consejo que detenidamente lo examina y propone so- 
lución. 
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miíj^ral, incurrirá en la multa del duplo del valor 
de una anualidad del canon que, con arreglo á la 
nueva tributación que le corresponda, debe pagar. 

Art. 91. Los mineros serán considerados como 
vecinos de los pueblos en cuyps términos estén 
situa,das sus min£|,s en cuanto al usó de las aguas, 
montes, dehesas, pastos y demá§ aprovechamien- 
to^ comunes en lo relativo á su industria, some- 
tiéndose á la observancia de las Ordenanzas mu- 
^nicipales respectivAs. 

Art. 92. Los concesionarios de minas que re- 
nuncien su propiedad sin adeudar nada á la Ha- 
cienda pueden recobrar sus concesiones, siempre 
que no se haya creado derecho alguno á favor de 
tercera persona, previo el pago de los trimestres 
vencidos desde la fecha en que las renunciaron. 



CAPÍTULO V ' \ ' 

DE LA CANCELACIÓN DE EXPEDIENTES 
Y CADUCroAD DE CONCESIONES 

Art. 93. Los expedientes de concesiones mine- 
ras quedarán sin curso y fenecidos: 

1.° Cuando los peticionarios faltaren á cual- 
quiera de los requisitos esenciales establecidos en 
la Ley y en este Reglamento, á saber: 

Consignar en los plazos marcados las cantida- 
des que determina este Reglamento para cubrir 
los gastos oficiales de tramitación, y los corres- 
pondientes á los derechos de pertenencias demar- 
cadas y expedición del título de propiedad. 

Acompañar á la solicitud de registro su desig- 
nación. 
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"Concurrir en persona, ó por medio de repregeri- 
tante en debida forma, á la demarcación, siempre 
que, solicitada ésta por segunda vez, según indica 
el art, 38, y notificado oportunamente para ello^ 
dejase de asistir á la misma. 

2.^ Cuando no resultare Jiaber terreno franco- 
para una concesión de cuatro hectáreas poi* lo me- 
nos, ó que el terreno que se señale por el intere- 
sado en el acto del reconocimiento y demarcación 
no cpncuerde con el designado en la solicitud de 
registro; y 

3." Cuando el interesado ó «u representante le- 
gal acudan al Gobernador, en escrito firmado por 
uno de ellos, manifestando que desisten de su pro- 
pósito, ó bien hagan la renuncia en el acto de pro- 
cederse al reconocimiento y demarcación del te- 
rreno. 

En cualquiera de estos casos, el Ingeniero Jefe 
hará constar en ól expediente respectivo la causa 
que motiva la cancelación del mismo, y\el Gober- 
nador, en eUplazo de cinco días, lo declarará sin 
curso y fenecido, y dentro de los ires días siguien- 
tes se notificará al interesado, ya personalmente 
ó por medio del Boletín oñdal, no publicándose en 
éste la declaración de franco y registrable el te- 
rreno hasta que sea firme la providencia. 

Art. 94. Las concesiones mineras caducarán: 

1.° Cuando el concesionario deje de satisfacer 
el importe de un año del canon por superficie que 
le corresponda, y que perseguido por la vía de 
apremio no lo satisfaga en el término de quince 
días, ó resulte insolvente. 

2.° Cuando el concesionario no realice el pago 
de la cuota que le corresponda abonar por el des- 
agüe de su mina, según prescribe el art. 13 de la 
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ley de í,^ de Agosto sobre desagüe de concesiones 
mineras (1); y 

3.^ Por renuncia del concesionario en escritO' 
fírmado por él ó su representante (2). 

Art. 95. De las resoluciones del Gobernador de- 
clarando s|n curdo y fenecidos los expedientes ea 
tramitación, podrán los interesados reclamar al 
Ministerio del ramo dentro de los treinta días si*- 
guientes al de la notiñcación. 

Art. 96. Contra, lo» decretos del Gobernador de- 
clarando la caducidad de una concesión, se podrá, 
recurrir ante el Tribunal provincial de lo Conten- 
cioso-administrativo (3). Del fallo de éste podrá, 
apelarse ante el Tribunal Supremo en los plazos 
señalados por la Ley reformada^ para el ejercicio 
de la jurisdicción contencioso-administrativa. 

Cuando la caducidad de una concesión se haya 
decretado en virtud de lo dispuesto en el art. 13 da 
la'Ley de Desagüe de 1." de Agosto de 1889, cabe el 
recurso de alzada ante el Ministerio del ramo, se- 
gún se establece en el citado artículo (4). 

Art. 97. Los concesionarios de minas que hayan 
sido caducadas á causa de descubiertos por canon 
de superficie, tienen el derecho de liberarlas has- 



(1) Véase este artículo en la Ley de Desag:üe, que se in- 
serta en el Apéndice del presente Reglamento. 

(2) De este artículo na desaparecido el 4.*^ caso que 
fijaba el Reglamento provisional, por reconocerse que la 
causa que en éLse determinaba es motivo de nuUdad, pera 
no de caducidad de las concesiones. 

(3) Sabido es que el plazo para recurrir en vía conten- 
ciosa contra toda resolución administrativa, es de tres me- 
ses á contar de la notificación del acuerdo. 

(4) Ko fijando esta Ley plazo para el recurso, entende- 
mos debe ser el general establecido para todos los recur- 
430S gubernativos por la legislación minera, ó sea el da 
4reinta días. 
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ta el momento piismo en que. el Presidente de la 
Junta de subastas dé por terminada la tercera 
para cada mina cuya subasta se anuncia, si no 
hubiera habido postor. 

Si á cualquiera de las tres subastas se prj3ten- 
tasen licitadores, el derecho que .se concede al 
<5oncesionario ó poseedor de la mina podrá ejerci- 
tarse, aun dentro del período de licitación, hagta 
el momento inmediato antQriór al en que el Pre- 
sidente de la Junta de subastas, aceptando postura 
.que esté dentro de. la ley, declare rematada la 
mina. 

Art. 98. Las concesiones mineras que, á peti- 
ción del Delegado de Hacienda, se caducaran por 
falta de pago del canon de superficie, no podrán 
sacarse á pública subasta hasta, que haya trans- 
.currido sin apelación el plazo fijado por la ley 
para interponer ei recurso contencioso contra el 
expresado decreto, ó haya sido resuelto dicho re- 
•ourso en el caso de haberse promovido . 

Art. 99. En el plazo de quince días, contado 
desde la fecha en que las oficinas de Hacienda ha- 
yan dado cuenta de la adjudicación de una mina 
subastada por descubierto del canon de superfi- 
■cie, los Gobernadores deberán expedir el título de 
propiedad á favor del rematante, harán constar 
«n este título la circunstancia de haberse adquiri- 
do la mina en subasta pública, y se anunciará en 
jqI Boletin qñcíal de la provincia la anulación del 
litulo anterior, oficiando al Registrador de la pro- 
piedad para que el aviso surta sus efectos. 

El rematante está obligado á presentar, dentro 
4e los cinco días siguientes al de la adjudicación 
del remate, ehpapel de reintegro que para la ex- 
tensión del título señala la Real orden de 4 de 
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Abril de 1894, y á ingresar en el mismo plazo los 
derechos realas por transmisión de bienes que re- 
gulen las leyes (1). 

Art. 100. Los ^Gobernadores, recibido el aviso 
de las oficinas de Hacienda de haber quedado de- 
siertas las tres subastas de una mina caducada 
por descubiertos de un año del canon por superfi- 
cie, procederán, en un plazo máximo de veinte 
días, á la declaración de terreno franco de la con- 
cesión de que se trate, publicándose en el Boleim 
oficial. 

Art. 101. Los Ingenieros Jefes de los distritos 
mineros cuidarán de que á los expedientes de ca- 
ducidad de las concesiones por falta de pago del 
canon de superficie se unan las comunicaciones de 
la Delegación de Hacienda solicitando la caduci- 
dad de dichas concesiones, y aquellas en que den 
cuenta del resultado de las subastas, cuidando 
además de que en los mismos se extiendan los de- 
cretos del Gobernador por los que se caducan las 
cpp cesiones y se declara franco y regist rabie el 
terp^íiO que comprenden, sin perjuicio de la publi- 
cación que de ellos se haga en el Boletín oñeial de 
Í4 provincia. ^ 

'%rt. 102. No estarán sujetas á la subasta que 
determina el art. 23 del Decreto-Ley de Bases 
aquellas minas cuyos dueños nada adeudan al Te- 
soro al tiempo de renunciarlas. 

Art. 103. Para que sea admitido el escrito de re- 
nuncia de una concesión á que se refiere el caso 3.*^ 
del art. 94, es indispensable que le acompañe docu- 

(1) Véase el art. 2.*», letra G, y la tarifa 46 de la Ley de 
Derechos reales de 2 de Abril de 1900 y los arts. 2."*, núm. 20,. 
j 67, núm. 16 del Reglamento de 10 de Abril del mismo año. 
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JOíiento que acredite estar ál corriente en él pago 
•del canon de superfície, y que se hap cumplido las 
prescripciones que determinen el Reglamento de 
Policía minera en lo referente al abandopo de la- 
bores. El Gobernador^ en su caso, admitirá la re- 
nuncia y comunicará inmediatamente á la Delega- 
ción de Hacienda el correspondiente decreto, que 
«e publicará dentro del plazo de cinco días en el 
Boletín oficial con la declaración de franco y regis- 
^trable el terreno comprendido en la concesión re- 
nunciada. 

Art. 104. No se desestimarán solicitudes de re- 
:gistro en tramiii^cíón; pero estas solicit.udes que 
«e cursarán y resolverán por riguroso orden de 
antigüedad, no concederán derecho á sus autores 
para oponerse á la tramitación de los registros an- 
teriores. 

. Sin embargo, los dueños de registros más mo- 
dernos que estimen lesionados sus derechos por in- 
•cumplimiento de las prescripciones establecidas 
para el otorgamiento de las sustancias minerales 
•en la tramitación dada al más antiguo, podrán re- 
■currir al Ministerio por conducto del Gobernador 
en alzada contra la providencia de éste que aprobó 
^1 expediente y mandó expedir el título de proptó- 
dad (1). 

Art. 105. Las solicitudes de registro referentes 
á terrenos que pertenecieron á concesiones renun- 
ciadas, no podrán ser admitidas mientras no se de- 
crete por el Gobernador la admisión de la renun- 
cia, y se haya hecho la correspondiente publica- 



(1) El plazo para este recurso, aunque nada se expresa» 
•entendemos es el de treinta días que la Ley establece para 
vtodas las alzadas gubematiyas. 



Digitized by VjOOQIC 



— 179 — 

<5ión en el Boletín qflcial; tampoco se dará curso á 
las solicitudes por las que se pretenda obtener el 
terreno que perteneció á una concesión caducada 
por descubiertos del canon de superficie, aunque 
se haya celebrado ya sin resultado alguno la ter- 
cera subasta, si no se ha publicado en él BoMin 
oficial la declaración de estar franco y registrable 
el expresado terreno. 

Art. J06. Los Gobernadores cuidarán de que no 
$e demore la publicación ó anuncio de los expe- 
dientes fenecidos, y dispondrán además que cada 
semestre se inserte en el Boletín qflcial la lista de 
las pertenencias de minas cuyo terreno en aquél 
transcurso de tiempo se haya declarado franco y 
registrable por cualquier causa legal. 

CAPÍTULO VI 

SUPERPOSICIÓN, DESLINDE Y RECTIFICACIÓN 
DE CONCESIONES MINERAS (1> 

Artv 107. Si por desconocerse la existencia de 
una concesión anterior, llegara á otorgarse otra 
nueva sobre el mismo terreno, esta ultimase decla- 
rará nula y sin valor alguno en la parte super- 
puesta sobre la más antigua, devolviéndose á los 
concesionarios el canon que hayan satisfecho por 
las pertenencias cuya nulidad se declare. 



(1) Este capítulo, nuevo en el Reglamento, establece las 
reglas y prescripciones que han de observarse en el, des- 
linde y rectificación de las concesiones mineras, siendo de 
esperar que con ellas desaparezcan, en parte al meuos, las 
dincultaaes con que en la práctica se tocaba para resolver 
lo relativo á pises y superposición de concesiones mineras^ 
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Art. 108. En el caso de que el Ingeniero Jefe de 
un distrito minero ó un interesado cualquiera ma- 
niñeste que una concesión minera se superpone en 
todo ó en parte á otra, otorgada anteriormente, se 
procederá á rectiñcar la más moderna; y al eíecr 
to, se incoará el oportuno expediente de rectifica- 
ción, para lo cual se notificará á los inteiesados y 
á los dueños de las minas colindantes y próximas, 
á fin de que dentro del plazo de diez días expongan 
lo que estimen procedente. Transcurrido dicho 
plazo, el referido Ingeniero Jefe dispondrá que, 
previas formalidades análogas á las establecidas 
para las demarcaciones, seprafetique lo más pron- 
to posible por uno de los Ingenieros á sus órdenes 
el deslinde entre la concesión de que se trate y to- 
das las que le sean limítrofes. De este deslinde 
acompañará dicho Ingeniero la correspondiente 
acta y plano topográfico con todos los datos que 
juzgue convenientes para aclarar debidamente la 
cuestión, é informará acerca de la misma cuanto 
se le ofrezca y parezca; y de todo ello se dará vista 
á los interesados para que, en el término de ocho 
días, expongan lo que á su derecho convenga. El 
Ingeniero Jefe, dentro del plazo de quince días, te- 
niendo en cuenta el resultado de la operación y lo" 
que hayan expuesto, tanto el Ingeniero actuante 
como los interesados, propondrá al Gobernador 
la resolución que proceda. 

Art. 109. Para proceder á la rectificación de 
cualquiera concesión minera deberán cumplirse 
también los mismos trámites y formalidades que 
se exigen para la práctica de las demarcaciones. 

Si existiere terreno franco suficiente se demar- 
cará á la concesión que haya de rectificarse el nú- 
mero de pertenencias con que fué otorgada; pero si 
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esto no fuera posible, por impedirlo la existencia 
de otras concesiones más modernas, sólo se de- 
marcará el terreno franco que resulte limitado por 
las minas colindantes, aun cuando no réuna las 
condiciones de forma y extensión que determina 
el art. 12 del Decreto-Ley de Bases, asimilando en 
este caso la concesión á una demasía, cuyo dere- 
cho preferente corresponde al dueño de la mina 
rectificada. 

De esta operación se levantará el acta corres- 
pondiente, y se acompañarán los planos en igual 
forma que lo prescrito para las demarcaciones. 

En ningún caso ios deslindes y rectificación de 
concesiones mineras se practicarán por los mis- 
mos Ingenieros que las hayan demarcado. 

Art. 110. Devuelto el expediente de rectifica- 
ción ó deslinde al Gobernador, se dictará por éste 
la providencia que proceda aprobando ó anulando 
la operación practicada. 

En el caso de anularse la concesión por no exis- 
tir terreno para ella, se mandará recoger el título 
de propiedad expedido, declarándole sin eficacia 
ni valor legal. 

Si la concesión fuese rectificada, únicamente se 
consignarán en el título de propiedad las oportu- 
nas anotaciones y se comunicará el acuerdo al in-* 
teresado, entregándole uno de los planos. 

Art. 111. Contra las resoluciones que adopten 
los Gobernadores respecto á rectificaciones y des- 
lindes podrán recurrir los interesados para ante el 
Ministerio en el término de treinta días, á contar 
del siguiente á la notificación del acuerdo. 

Art. 112. Los Gobernadores pondrán en conoci- 
miento de las oficinas de Hacienda correspondien- 
tes y á los efectos oportunos, las resoluciones que 

12 
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adopten respecto á rectiñcación de las concesiones 
mineras. 

Art. 113. Cuando por renuncia ó caducidad de 
una concesión rectificada que no reúna la medida 
y forma prescritas en los arts. 11 y 12 del Decreto- 
Ley de Bases, se declare franco y registrable el te- 
rreno por ella ocupado, no podrá otorgarse de 
niievo éste como concesión minera regular, á pre- 
texto de haber tenido anteriormente este carácter, 
pudiéndose conceder tan sólo como demasía, en 
las condiciones y con los requisitos que para el 
otorgamiento de espacios irregulares exige el pre- 
sente Reglamento (1). 



CAPÍTULO VII 

DE LA AUTOamAD Y JURISDICCIÓN EN MINERÍA 

Art. 114. Todos los expedientes que se instru- 
yan para obtener concesiones mineras se sustan- 
ciarán y resolverán por los Gobernadores, sin per- 
juicio de los recursos que las leyes y Reglamentos 
determinan (2). 

Art. 115. Los Gobernadores oirán á las Comi- 
siones provinciales en los casos que dispone la Ley 
•y siempre que lo creyesen oportuno, uniendo á 
los expedientes los informes de aquellas Corpora- 
ciones. 

Art. 116. De toda disposición ó medida adopta- 

(1) Véanse las consideraciones aducidas por el Consejo 
de Estado en su informa al proponer la inclusión de este ca- 
pítulo, cuyas prescripciones son de extraordinario interés 
para la mmena. 

(2) Este artículo modifica sustancialmente el 97 del Ré^ 
glamento provisional. 
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•da por Jos Gobernadores, puede recurrirse guber- 
nativamente ante el Ministerio del ramo por la 
.parte que se considere perjudicada en el término 
<ie treinta días; pero el recurso ha de dirigirse por 
conducto del Gobernador respectivo, quien dispon- 
drá se entregue recibo de ella al interesado, y, 
oyendo después á la Jefatura de Minas, la elevará 
<5on su informe á la Superioridad. 

En el caso de que los Gobernadores no dieran 
curso á las apelaciones interpuestas contra sus 
providencias dentro de los quince días siguientes 
á la presentación de aquéllas, podrán los intere- 
sados acudir directamente en queja al Ministerio. 

Art. 117. El Ministro oirá al Consejo de Estado 
«iempre que lo estime procedente, y al de Minería 
en todos los casos que determina el Real decreto 
de 23 de Noviembre de 1900, por el cual se creó 
dicho Cuerpo consultivo. 

Art. 118. Contra las Reales órdenes dictadas en 
materia de minería procederá el recurso conten- 
<5ioso-administrativo en los casos y con los requi- 
sitos que determinan las leyes que regulan dicha 
jurisdicción (1). 

Art. 119. Los Tribunales ordinarios conocerán 
de todas las cuestiones que en el ramo de minería 
se promovieren entre partes sobre propiedad, po- 
sesión, participación y deudas, en el caso de que 
por el Estado se hayan hecho las oportunas conce- 
siones; pero si se tratase de juicios acerca de me- 
jor derecho á la propiedad no otorgada todavía por 
la Administración, dichos tribunales no conferi- 
rán por sus fallos más derechos que aquellos que 

(1) El plazo para la interposición de estos recursos es 
el de tres meses, con arreglo á la ley que regala esta juris- 
dicción. 
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en su dfa llegue la misma Administración á con-- 
ceder. 

Conocerán también de los delitos comunes que 
se cometierea en las minas, encinas de beneficio- 
y sus dependencias. 

La intervención de los Tribunales ordinarios na 
entorpecerá la tramitación de los expedientes ni 
la marcha del laboreo de las minas. 

En las demandas por deudas contra concesiones 
mineras y oficinas de beneficio, podrá decretarse, 
el embargo de todo ó parte de los productos, y 
también, según los casos, la ejecución y venta de 
aquéllas; pero el procedimiento judicial no podrá, 
nunca inferir perjuicio al laboreo, fortificación,, 
desagüe y ventilación de las minas demandadas, 
ni de las colindantes, ni á las operaciones de be- 
neficio de las fábricas metalúrgicas. El Goberna- 
dor de la provincia vigilará el cumplimiento de 
esta prescripción. 

Art. 120. Cuando en los Tribunales ordinario» 
pendiese pleito entre el poseedor de una mina y 
otro litigante, no perderá éste el derecho á la pro- 
piedad de la mina, en caso de obtener sentencia 
que se lo conceda, aun cuando aquél hubiere he- 
cho abandono formal, ó dado lugar á la declara- 
ción de caducidad de la mina, siempre que el ex- 
pediente sobre renuncia ó caducidad se haya in- 
coado en el Gobierno civil, ó en las oficinas de 
Hacienda por falta de pago del canon, con poste- 
rioridad á la presentación de la demanda ante loa 
Tribunales. 

Dentro del plazo de ocho días, después de incoada 
el pleito, el litigante presentará al Gobernador un 
escrito obligándose á pagar el canon de superficie 
durante el pleito, si el concesionario la renunciase. 
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^ diera lugar á que se decretase su caducidad por 
falta de pago del referido canon. 

Art. 121. Las jDuestiones que se promuevan 
-acerca de superposiciones y rectificaciones de lí- 
mites de las concesiones y labores mineras, así en 
la superficie como en el interior de las minas, se- 
rán de la exclusiva competencia de la Administra- 
ción; pero corresponderá á los Tribunales ordina- 
rios el conocimiento de las reclamaciones que se 
hagan sobre extracción indebida de minerales é 
indemnización de daños y perjuicios en concesio- 
nes ya otorgadas por el Estado. 

Para que los interesados puedan acudir á los 
Tribunales ordinarios en demanda de las corres- 
j)ondientes indemnizaciones por los daños y per- 
juicios ocasionados, es indispensable que el Go- 
bernador, previo informe del Ingeniero Jefe de 
jminas del distrito, declare la existencia de la in- 
trusión denunciada ó del daño causado (1). 
. Art. 122. Los Tribunales competentes para en- 
cender en las causas de fraude contra los intereses 
de la Hacienda pública, lo serán igualmente para 
conocer de las de defraudación en el pago de los 
impuestos mineros y en los de circulación de mi- 
nerales sin la correspondiente guía. 

Art. 123. Los Ingenieros del Cuerpo de Minas 
^erán los únicos peritos para todos los efectos 1er 



(1) Tampoco se ha aceptado por el Ministerio la pro- 
puesta de someter á los Tribunales ordinarios la cuestión 
-de daños y peiiuicios ocasionados á la agricultura por el 
liumo de las calcinaciones y por el enturbiamiento é Infec- 
ción de las aguas públicas, considerando sin duda más 
-atendibles que las razones expuestas en el dictamen del 
Consejo de Estado, las que motivaron los reglamentos es- 
peciales en 18 de Noviembre de 1890 y 16 de Diciembre 
¿el900. 
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gales en los juicios sometidos al conocimiento d^ 
los Tribunales ordinarios, asi como en todos loa 
asuntos administrativos que se reñeren á minas^ 
canteras, vías exteriores de transportes para ser- 
vicios mineros, fábricas de beneficio, ó que, en ge- 
neral, sean de su competencia técnica (1). 



CAPÍTULO VIII 

DE LOS ESTABLECIMIENTOS DE PREPARACIÓN MECÁNICA. 
Y BENEFICIOS DS MINERALES (2) 

Art. 124. Todo el que pretenda instalar oficinas^ 
de beneficio, talleres de preparación mecánica ó 
lavaderos de minerales en establecimientos fijos, 
disfrutará de los derechos que le concede el ar-. 
ticulo 27 del Decreto-Ley de Bases, y estará pbli- 
gado á cumplir las prescripcione's establecidas en 
los capítulos 17, 18 y 19 del Reglamento de Policía, 
minera. 

Art. 125. Si para instalar los establecimiento» 
á que se refiere el artículo anterior no hubiese 
avenencia con el dueño del predio en que aquél se 
haya de construir, podrá acudirse ante el Gober- 

(1) Aunque en este artículo se ha suprimido cuanto á la 
pompetencia de los Ingenieros de Caminos é industriales se 
refiere, entendemos que no por ello desaparece la que con 
arreglo á la ley tienen para intervenir como i>entos en. 
asuntos propios de sus respectivas profesiones. 

Í2) De este capítulo han desaparecido todas las pres- 
eripíciones en que el Consejo refundía los Reglamentos 
de 1890 y 1900, los cuales siguen subsistentes en la misma. 
forma que al presente. 

Estos Reglamentos no se insertan en la presente obra 
por hallarse publicados en la que con la denominación de 
«Reglamento de Policía minera», se publicó por el mismcK 
autor en 1900 y en donde pueden consultarse. 
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Dador de la provincia para que, instruido el opor- 
tuno expediente con arreglo á la Ley de Expropia- 
ción forzosa, se declare si es ó no de pública uti- 
lidad el establecimiento. 

De la providencia del Gobernador podrá recla- 
marse por el dueño del terreno ó por el industrial 
ante el Ministerio en el término de treinta días. 

Art. 126. Si el establecimiento minero metalúr- 
gico exigiere el aprovechamiento de aguas de do^ 
minio privado ó público, se seguirán las prescrip- 
ciones establecidas en la Ley de Aguas de 13 de 
Junio de 1879 y las demás disposiciones que rijan 
en la materia. 

Art. 127. En todo lo que sea relativo á las ofici- 
nas de preparación ó beneficio de minerales, y que 
no se halle determinado en este capítulo, regirán 
las reglas de derecho común aplicables á los de- 
más establecimientos industriales, y se observa- 
rán los Reglamentos y Ordenes de Sanidad y Poli- 
cía, así como las demás disposiciones que rijan 
sobre la materia. 

Los daños y perjuicios ocasionados á los inte* 
reses generales ó á los particulares por los humos,, 
gases y vapores procedentes de las operaciones 
mineralúrgicas, bien se ejecuten al aire libre ó en 
hornos y por el lavado de minerales, serán indem- 
nizados por los beneficiadores, con arreglo á lo 
prevenido en las disposiciones vigentes en la ma- 
teria (1). 



(1) Las disposiciones á que se refiere este artículo son 
los Reglamentos de 1890 y 1900, citados en la nota anterior» 
y que pueden consultarse en la obra del mismo autor de la 
presente denominada «Reglamento de Policía minera». 
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CAPÍTULO IX 

MINAS RESERVADAS AL ESTADO 

Art. 128. La Dirección facultativa de las minas 
y establecimientos mineros reservados al Estado 
estará á cargo del Cuerpo de Ingenieros de Minas. 

Art. 129. Conservarán estas minas la misma 
extensión de terreno que tienen en el día, y por 
el Ministerio de Agricultura, Industria, Comercio 
y Obras públicas, previo expediente, y con audien- 
cia de los interesados y Corporaciones que se crea 
oportuno consultar, se señalará la de aquellas 
cuyos limites no estén aún fijados de una manera 
precisa y conocida. 

Art. 130. Los terreros y escoriales procedentes 
de las minas y fábricas reservadas al Estado no 
podrán ser beneficiadas por los particulares, cual- 
quiera que sea la distancia á que se hallen de la 
mina ú oficina de que provengan, sin la previa 
autorización que corresponda (1). 

CAPÍTULO X 

DISPOSICIONES GENERALES 

Art, 131. Los Ingenieros afectos al servicio de 
los distritos mineros girarán anualmente una vi- 
sita, por lo menos, á las distintas explotaciones en 
actividad de sus respectivas provincias, asi como 
é las canteras que se explotan por galerías subte- 
rráneas, talleres de preparación mecánica, fábri- 
cas mineralúrgicas y metalúrgicas, y vías exte- 

!1) Esta autorización, según indica el dictamen del Con- 
o de Estado, ha de ser necesariamente legislativa. 
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rio res de transporte y servicio, cuyos respectivos 
dueños tendrán la obligación de llevar los libros 
que determina el Reglamento de Policía minera. 
El resultado de las visitas se consignará en ellos 
y en forma de acta, observándose en su redacción 
las prescripciones que señala la 8.* de las Instruc- 
ciones para la ejecución del citado Reglamento (1). 



(1) La Instrucción del Reglamento de Policía minera 
que se cita es la siguiente: 

€8.* Según el art. 7.** del Reglamento, en cada mina 6 
grupo de minas de un mismo dueño habrá un libro de vi- 
sitas para consignar en él las observaciones y prevenciones 
?[ue dicten los Ligenleros. En ellos deberá inscribirse en 
orma de acta el resultado de la inspección ordinaria anual, 
. como asimismo de cualquiera extraordinaria que se rea- 
lice, y en su redacción se observarán las prescripciones si- 
guientes: si se trata de minas, se empezará por consignar 
cuanto sea referente á los servidos de la superficie, sin ol- 
vidar lo relativo á la obligación que tienen los mineros, 
según el art. 66 del Reglamento de 24 de Junio de 1868 para 
la ejecución de la Ley de Minas, de conservar los hitos ó 
molones de sus pertenencias, y se continuará por los ser- 
vicios del interior, examinando separadamente lo que toca 
á la extracción, arranque, fortificación, transporte, des- 
agüe, ventilación, alumbrado, circulación de ooreros, y á 
las condiciones y organización del personal, tanto respecto 
á su aptitud legal como á la seguridad y á la higiene del 
mismo, exponiendo el Ingeniero su Juicio acerca de los 
aparatos, máquinas, herramientas, medios v sistema de 
cada operación y del conjunto de todas ellas; haciendo 
constar en forma de resumen, con toda precisión y clari- 
dad, las modificaciones obligatorias en cumplimiento de 
este Reglamento, expresando el precepto de éste en que 
cada una se funde, y terminando por los consejos que crea 
deber consignar, atendiendo al interés general y al espe- 
cial de cada propietario, y clasificándolos por servidos lo 
mismo que los preceptos. Al principio de cada acta se ma- 
nifestará si lo dispuesto en la visita anterior se ha cum- 
{»lldo ó no total ó parcialmente, debiendo tener entendido 
os Ingenieros que han *de ceñirse al Reglamento, evitando 
cuidadosamente toda digresión extraña al asunto, y fina- 
lizando con la fecha y firma del actuante. 

»En la inspección de canteras explotadas por galerías 
subterráneas, fábricas, talleres, etc., se seguirá un método 
análogo.» 
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Art. 132. En la Jefatura de^Minas de cada dis- 
trito se llevarán también los libros que prescriben 
el citado Reglamento y las Instrucciones para su 
ejecución; y en el llamado de Inspección de Minas» 
se transcribirán literal é Integramente las actas 
de las visitas de minas y fábricas, etc., expresando 
su fecha, y firmando al pie de cada una el Inge- 
niero que hiciera Tsl visita. 

Art. 133. El incumplimiento de las reglas de po- 
licía y seguridad será castigado con las multas que 
establece el Reglamento de Policía minera; y si di- 
chas faltas constituyeren delito se castigarán con 
arreglo á las leyes comunes. 

Art. 134. En el expediente gubernativo, todos 
los escritos de los interesados se extenderán en 
papel del sello que corresponda, según las disposi- 
ciones que rijan sobre la materia. Las providen- 
cias, ii^ormes y demás diligencias administrativas 
que no puedan extenderse en aquellos escritos, se 
continuarán en papel del sello de oñcio, ó en el 
usado por las autoridades ó empleados que inter- 
vengan en la Instrucción y trámites del expe- 
diente. 

Todps los expedientes tendrán la carpeta que co- 
rresponda, con arreglo al modelo núm. 6 (1), y los 
funcionarios encargados de su despacho cuidarán 
de que no dejen de extenderse nunca las oportunas 
diligencias para hacer constar las fechas de pre- 
sentación de los escritos, de remisión de los expe- 
podientes al Ingeniero y á la Diputación provin> 
cial, las de su devolución y las de haberse cumpli- 
mentado las providencias del Gobernador. 

Art. 135. Todo el que promoviere expedientes 

(1) Véase este modelo al final del Reglamento. 
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de minería ó metalurgia tendrá un apoderado en 
la capital de la provincia, si él no residiera en ella^, 
y la Administración se entenderá con ellos para 
las diligencias que deban practicarse y para las 
notificaciones que haya de hacer. Al apoderado 
se le exigirá la presentación del correspondiente 
poder legal, del que se tomará, la oportuna razón^ 
anotándola en el expediente, á no convenir el inte- 
resado en que se una el original á éste. 

Cuando por cualquiera circunstancia estuviesen 
ausentes de la capital el interesado o su represen- 
tante, ó no fueren encontrados en ella para ser 
notificados personalmente, las notificaciones se 
harán por medio de los Boletines oñcialeSy cuya pu-^ 
blicación producirá los mismos efectos legales que 
la notificación en persona. Se unirá al expediente- 
un ejemplar de dicho Boletín. 

Art. 136. En los asuntos de minas, la Adminis-^ 
tración no se entenderá más que con los concesio- 
narios ó con sus legítimos representantes, care- 
ciendo, por lo tanto, de personalidad para dirigirse 
á la misma los partidarios ó arrendatarios de 
minas. 

Art. 137. Todas las diligencias serán gratuitas 
en los expedientes mineros, y no se exigirán á los 
interesados más cantidades que las designadas en 
este Reglamento, y para los efectos expresados 
en él. 

Las dietas y gastos que devenguen los Ingenie- 
ros y Auxiliares facultativos al practicar los ser- 
vicios que establece el reglamento de Policía mi* 
ñera, serán abonados por los dueños de las minas 
en los casos que el citado Reglamento determine. 

Art. 138. Los Ingenieros, al formular las cuen- 
tas de dietas y gastos ocasionados en el desempeña 
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de los diferentes servicios que les están encomen- 
dados, se atendrán á las prescripciones estableci- 
das en las instrucciones que rijan para el abono 
de indemnizaciones al personal facultativo . de 
minas. 

Art. 139. Los depósitos consignados para res- 
ponder á los gastos, que origine la práctica de las 
operaciones facultativas, no podrán devolverse á 
los interesados desde el momento en que el anun- 
cio de operaciones sea remitido por los Ingenieros 
Jefes á los Gobernadores, y hasta tanto que, pre- 
sentadas las cuentas por los Ingenieros, sean apro- 
badas por el Gobernador, no se devolverán las 
cantidades sobrantes que resultaren. 

Art. 140. De los depósitos que están obligados 
á hacer en los Gobiernos civiles los peticionarios 
de concesiones mineras, se aplicará el 5 por 100 á 
sufragar los gastos que se originen por los siguien- 
tes conceptos (1): 

1.° Papel de escritura y dibujo necesario para 
la tramitación de los expedientes, desde el regis- 
tro de las solicitudes hasta la entrega de los tí tup- 
ios de propiedad á los interesados. 

2.° Personal temporero de escribientes y deli- 
neantes indispensables para cumplir sin demora 
el servicio. 

3.° Adquisición, conservación y reparación de 
aparatos y objetos de campo y oñcina. 

La percepción de ese 5 por 100 comprenderá tam- 
bién á los depósitos correspondientes á registros 
mineros que sean renunciados en cualquier mo- 
mento. 

Dentro del segundo mes de cada trimestre se 

<1) Véase el art. 20 del presente Reglamento. 



Digitized by VjOOQIC 



— 193 — 

publicarán en el Boletín oficial, aprobadas por el 
Gobernador, las cuentas de ingresos y gastos ex- 
presados en esta disposición. 

En las provincias en que no radiquen las Jefatu- 
ras de Minas del distrito de que aquéllas forman 
parte, se autoriza á los Secretarios de los Gobier- 
nos civiles para que del expresado 5 por 100 dis- 
pongan desde luego hasta de un 2 por 100, con 
aplicación á los gastos que ocasionen el personal 
temporero, el material que sea indispensable para 
cumplir sin demora el servicio, y el papel é impre- 
sos necesarios en estos expedientes, con la precisa 
obligación de remitir mensualmente á la^Jefaturá 
de Minas el 3 por 100 restante y la cuenta justifi- 
cada, á fin de que ésta la apruebe-yla incluya en 
la que debe remitir al Gobernador, en cumpli- 
miento de lo prevenido anteriormente. 

Art. 141. En ningún tiempo y por ningún con- 
cepto se entregarán los expedientes originales á. 
las partes; pero con orden del Gobernador se dará 
vista de ellos en las oficinas, cuando fuere proce- 
dente, para que puedan enterarse los que así lo 
soliciten, y tomar los apuntes que juzguen nece- 
sarios. Unicamente,á las Comisiones provinciales tf 
Tribunales se remitirán originales los expedientes 
cuando tengan que informar gubernativamente ó 
cuando deban conocer de ellos, y también á los 
Ingenieros que hayan de intervenir en su tramita- 
ción. 

Art. 142. Sólo los Gobernadores podrán conce- 
der á las partes, cuando lo crean procedente, las 
certificaciones que soliciten de lo que conste en los 
expedientes, las cuales serán expedidas por el In- 
geniero Jefe del distrito, ó por el Secretario del 
Gobiermo civil de la provincia si en ésta no radi* 
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<sare la Jefatura de Minas, é irán visadas por el 
Gobernador, quedando prohibida á los referidos 
Ingeniero Jefe y Secretario toda práctica en con- 
trario bajo su más estrecha responsabilidad. 

Art. 143. Los Gobernadores cuidarán de que se 
-acompañen y corran con cada expediente aquellos 
otros que estén relacionados con el mismo, ha- 
-ciendo constar esto por diligencia. 

Art. 144. Los expedientes de minas se formarán 
^jon los documentos originales, y nunca con copias 
más ó menos autorizadas: se unirán á ellos los 
adictos y Boletines oficíales en que se haya anun- 
<úado la solicitud; contendrán también las peticio- 
nes, renuncias, decretos, providencias, informes, 
notificaciones y diligencias relacionadas con los 
mismos, que se colocarán por orden cronológico 
para que resulte clara y correlativa la instruc- 
ción. La numeración sé hará por hojas y no por 
páginas, y todas irán rubricadas por el Ingeniero 
ó Auxiliar encargado, que cuidará además de que 
las diligencias consten en el orden sucesivo en que 
tie practiquen, sin que ninguna se extienda al 
margen de los escritos, ni se consigne una de fe- 
cha posterior con anterioridad a otra que la haya 
precedido. Cuando por circunstancias imprevistas 
no puedan'unirse al expediente los edictos, se hará 
constar por diligencia que estuvieron expuestas 
a1 público por espacio de treinta dias^ y si no se 
uniese el Boletín oficial, se extenderá también dili- 
gencia expresando la causa y el número, día, mes 
y año de dicho Boletín oficial en que se publicó la 
admisio'n del registro. 

Los claros de papel que resulten en el expediente 
se tacharán en la forma acostumbrada. 

Sólo en el caso de afectar lo resuelto en un ex- 
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pediente á otros podrá trasladarse á éstos, por cer- 
tificación visada por el Gobernador, la resolución 
original contenida en el primero. 

Art. 145. No debe negarse la admisión material 
de ningún eiscrito ó reclamación de los interesa- 
dos, por ilegales ó improcedentes que pudieran 
ser. Sobre todas las reclamaciones debe recaer la 
providencia que corresponda. 

De todo escrito, solicitud ó aviso, se dará el res- 
guardo oportuno debidamente autorizado. 

Art. 146. En todo expediente se deberá hacer 
constar al final, por el funcionario á quien corres- 
ponda, los folios que contiene, que están cubier- 
tos los claros, y cualesquiera otras circunstan- 
cias que parezcan convenientes y oportunas. La 
nota se escribirá toda en letra, sin guarismo al- 
guno. 

También se hará constar en igual forma el nú- 
mero de folios de que consta el expediente, cuando 
éste haya de remitirse de una á otra dependencia 
del Estado. 

Art. 147. Cuando por extravío ó cualquiera 
otra causa se reclamare por los interesados un 
nuevo titulo de propiedad, los Gobernadores no 
podrán dar nunca más que una certificación en 
que se copie literalmente el título objeto de la re- 
clamación, á cuyo efecto cuidarán de que en todos 
los expedientes, al expedirse los títulos de propie- 
dad,;quede unida á los mismos la correspondiente 
minuta. 

Art. 148. Siempre que por el Ministerio de Agri- 
cultura, Industria, Comercio y Obras públicas se 
devuelvan los expedientes á los Gobernadores 
para practicar algunas diligencias, corregir de- 
fectos ó subsanar las faltas ú omisiones en que se 
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hubiere incurrido, las nuevas anotaciones y dili- 
gencias que se practiquen se pondrán á continua- 
ción de los mismos expedientes, por el orden que 
con arreglo á sus fechas les corresponda, unién- 
dose también la orden superior en que esto se 
haya acordado. Si fueren necesarias enmiendas en 
algún escrito ó plano, se harán éstas, extendiendo 
la oportuna diligencia; y cuando se mande refor- 
mar un escrito ó plano, no se sacarán del expe- 
diente los que existieran para colocar en su lugar 
los reformados, sino que se unirán, respetando 
cuantp se hubiere antes hecho, y se colocarán á 
continuación del folio donde terminen los trámi- 
tes anteriores á la reforma (1). 

Art. 149. Todos los plazos que se fijan en este 
Reglamento son improrrogables y fatales; se com- 
prenderán en ellos con excefpción del señalado en' 
el art. 20, los días festivos generales y los locales 
y se contarán desde el día siguiente al en que haya 
tenido lugar la notificación administrativa á los 
interesados; y si éstos ó sus representantes no es- 
tuvieran ó no se les encontrara en la capital, se 
harán las notificaciones por medio de los Boletines 
oñcialeSf insertando en ellos la providencia ó parte 
de la misma que las produzca, y el plazo empezará 
á contarse desde el día siguiente al en que esto 
haya tenido lugar, y si finalizara en día festivo se 
entenderá prorrogado hasta el primer día hábil. 
Los anuncios en el Boletín oficial de quedar 



(1) Con muy buen acuerdo, han desaparecido del actual 
Reglamento las prescripciones consignadas en el provisio- 
nal, referentes á la dispensa de las faltas cometidas por los 
interesados durante la tramitación de los expedientes y 
que no tenía razón de ser en el régimen actual, establecido 
por el Decreto-Bases. 
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franco y régistrable uñ terreno, así cómo todos 
aquellos cuyo objeto sea hacer llegar á conocw 
miento del público una providencia que nó deba ni 
pueda ser notificada á particular alguno determi- 
nado, no surtirán sus efectos legales ni autoriza-» 
rán para solicitarlo hasta después que hayan 
transcurrido ocho días completos á contar desde el 
siguiente alen que se haga la publicación (1). 

En todos los anuncios de declaración de terreno 
franco, se hará constar las horas de oficina en que 
pueden presentarse las solicitudes. 

Art. 150. Las notificaciones administrativas de- 
berán contener la providencia ó acuerdo íntegro,^ 
la expresión de los recursos que en su caso proce- 
dan, y el término para interponerlos. Estas notifi- 
caciones se harán por el Agente de la autoridad 
que el Gobernador designe, y dicho Agente hará 
constar, en las mismas notificaciones, que entregó 
al interesado copia del decreto, providencia ó re- 
solución que la motive, firmando con el que las 
hace el mismo notificado, ó dos testigos si no su- 
piere escribir ó se negase á firmar. Si no se encon- 
trara al interesado en su domicilio, se devolverá 
la cédula de notificación, haciendo constar esta 
circunstancia con la firma de dos testigos. 

La diligencia de notificación se hará constar eñ 
el respectivo expediente. 

Art. 151. Las consultas ó los informes que los 
Tribunales reclamen de los Ingenieros, se pedirán 
y evacuarán por conducto de los Gobernadores, 
á no ser en los casos especiales en que el Juzgado 



(1) Véase en el dictamen del Consejo de Estado, en la 
parte dedicada al examen de las demasías, las razones en 
que se funda esta disposición. 

id 



Digitized by VjOOQIC 



— m — 

ó Tribunal acuerden que declare ante los mismos 
el Ingeniero. 

Art. 152. Ningún Tribunal ni Autoridad admi- 
nistrativa podrá suspender las labores de una 
mina sin previo informe de la Jefatura de Minas . 
en que se demuestre la procedencia de la sus-: 
pensión. 

Art. 153. Cuando los individuos ó las Compa- 
ñías adquieran, por compra ú otro medio legal^ 
cualquier número de pertenencias mineras con- 
cedidas ya por el Estado, lo pondrán en conoci- 
miento del Gobernador de lá provincia dentro de 
ios primeros veinte días inmediatos al de la adqui- 
sición, acon^ñando copia legal del instrumento 
público que acredite la transferencia de la propie- 
dad, en el que conste estar satisfecho el impuesto 
de derechos reales correspondiente. 
^ Si las pertenencias adquiridas no estuvieren 
aún concedidas, y sus expedientes se hallaren en 
tramitación, los que las hayan adquirido deberán 
participar la adquisición á los Gobernadores de 
las provincias á la mayor brevedad posible, exhi- 
biendo el instrumento público que lo acredite, y 
manifestando su voluntad de que el expediente 
respectivo prosiga á su nombre y representación. 
Mientras esto no conste, aquellas autoridades 
continuarán la instrucción de los expedientes, re- 
conociendo sólo por única parte legítima i. quien 
los hubiera incoado ó al que lo representó en- de- 
bida forma. 

Art. 154. Los Gobernadores civiles no admiti- 
rán ni notificarán á la Hacienda alteración alguna 
minera por venta, herencia, permuta, constitu- 
ción de Sociedades mineras para poseer ó explo- 
tar minas, si no se acompaña al aviso la carta de 
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|»ago ^ue acredite estar satisfecho el impuesto de 
derechos á que esté sujeto el acto que motiva la. 
variación. 

Art. 155. Cadaconcesión minera satisfará anual- 
mente por hectárea, y según la sustancia mineral 
objeto de la concesión, el canon fijo que señalan 
las leyes. 

Art. 156. Xa riqueza minera pagará también el 
tanto por ciento del producto bruto que disponga 
la ley de Presupuestos» ó cualquier otra especial, 
•é igualmente tendrán que abonar este impuesto 
las minas que por cualquier causa estén exentas 
•del pago de canon por superficie. 

Art. 157. Cuando fuera del perímetro de una 
concesión minera sea necesario construir vías 
exteriores de transporte, se sujetarán á las dis- 
posiciones generales que rijan sobre la mate- 
ria. 

Art. 158. El Cuerpo de Ingenieros de Minas se 
Ajustará á su Reglamento orgánico, cumplirá los 
preceptos establecidos en el mismo, los que se es- 
tablecen en el Reglamento de Policía minera y los 
que les impongan las leyes y reglamentos vigen- 
tes, ó que se dicten en lo sucesivo, debiendo des- 
empeñar con el ipayor celo y diligencia, y en la 
forma que proceda, cuantas co^lisiones científicas 
y servicios propios de su profesión les encomiende 
la Superioridad. 

Habrá el número de Auxiliares facultativos de 
Minas que el Gobierno determine para ayudar á 
los Ingenieros en las operaciones de campo y en 
ios trabajos de gabinete. 

Conforme á lo que determina el art. 16 del Re- 
glamento de Policía minera, el Cuerpo de Cela- 
dores de Minas estará á las órdenes de los Inge- 
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nieros para auxiliarles en todos los servicios de^ 
su institución (1). 

DISPOSICIÓN FINAL 

Queda derogado el Reglamento interino para el 
régimen de la Minería de 17 de Abril de 1903 y 
todas las disposiciones posteriores al mismo que- 
se hallen en oposición con el presente Regla- 
mento. - 

Madrid 16 de Junio de 1905.— Aprobado por S. M^ 
Javier González de CaMejón y Elio. 



(1) Artículo que se cita: 

«Art. 16. Para la mayor eficacia de la inspección y vigi-^ 
landa» se creará un Cuerpo de Celadores de Minas, consti- 
tuido por Capataces con título facultativo, cuya organiza- 
ción y atribuciones se determinarán en un Reglamento es- 
pecial. 
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MODELOS QUE SE QITAN 



Modelo nüm. 1. 

SoUeitud paj^ explotar sostancias' 
de la sei^nda sección 

D. N. N., vecino de ..., y habitante en esta ciu- 
<lád, calle de ..., núm. ..., de profesión ..., y de 
edad de ..., según lo acredita la cédula personal 
^e ... clase, núm. ..., expedida por ... en ..., á V. S. 
expone: que en término municipal de ..., paraje 
^ue llaman ..., lindante (se expresarán los linde- 
ros á todos vientos con la posible especificación^, 
•desea adquirir ... pertenencias mineras con el tí- 
tulo de ... para explotar ,.. (Se expresará la sus- 
tancia que trate de explotarse, y se hará la co- 
rrespondiente designación en la forma dispuesta 
^n el modelo núm. 2.) 

El terreno es de la propiedad de D. ..., vecino 
<ie... 

Por tanto, el exponente. 

Suplica á V. S. que, habiendo por presentado 
este escrito y la carta de pago por ... pesetas (ó en 
isu defecto, y hasta tanto oue la presentación de 
^sta tenga lugar, el 5 por 100 en metálico del im- 
porte de la misma, según dispone el Reglamento), 
se sirva instruir el oportuno expediente en la for- 
ma qué proceda, con arreglo á la legislación vi- 
gente, á ñn de que en su día se le expida el corres- 
pondiente título de propiedad (1). 

Dios, etc. 

Fecha y firma. 
:Sr. Gobernador civil de la provincia de ... 

(1) Si la solicitud se presentase en nombre de otra per> 
diona, se acompañará poder legal en forma que acredite la 
representación, haciéndose constar esta circunstancia en la 
^solicitud. 
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Modelo núm. 2. 
Solicitad da registro. 

D. N. N., vecino de esta ciudad, y habitante en 
la calle de ..., núm. ..., de profesión ..., y de edad 
de ..., según lo acredita la cédula personal de «.. 
clase, núm. ..., expedida gor ... en ... á V. S. expo- 
ne: que en término mumcipal de..., paraje que 
llaman ..., lindante (se expresarán los linderos^, 
todos rumbos con la posible especificación), desea, 
adquirir ... pertenencias mineras con el título 
de ... de mineral ... 

Verifico la designación de este registro en la si-^ 

Í^uiente forma: se tendrá por punto de partida el ... 
Este punto de partida, de no ser indubitado y fijo, 
■ se relacionará con otros del terreno que lo 8ean.)< 
Desde él se medirán en dirección N. ... metros 
(se expresará con toda claridad si es el N. magné- 
tico ó q1 verdadero), colocándose la primera esta- 
ca; desde ésta, en oirección E., ... metros (y así su- 
cesivamente basta que resulte formado el períme- 
tro de las pertenencias solicitadas). 

Por lo tanto, 

Suplico á V. S. que, habiendo por presentada, 
esta solicitud (se expresará si se acompaña la. 
carta de pago correspondiente, ó en su defecto, y 
hasta tanto que la presentación de ésta se haga,, 
el 5 por 100 en metálico que prescribe el Regla- 
mento), se sirva dar al expediente la instrucción, 
que proceda, á fin deaue en su día se expida el 
correspondiente titulo de propiedad. 

Dios, etc. 

Fecha y firma (1). 

Sr. Gobernador civil de la providencia de . .^ 

Para estas solicitudes se exigirán las mismas f orma»- 
áa'des expresadas en el modelo anterior y presentación, 
del poder. 



Udad< 
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Modelo núm. 3. 
Z«lbro de Registros. 

Núm. ... Folio... 

Jefatura del dMrUo minero de ... 6 Secretaria del Go- 
hiemo cioilde la prooincva de ... 

D. N. N., Ingeniero Jefe del distrito minero de ..., 
ó D. N. N., Secretario del Gobierno civil de ... 

Certifico: Que por D. ..., vecino de ..., se ha pre- 
sentado á ... hora y minutos de la mañana (ó. tarde) 
del día ... de ... del año ..., según nota (ó diligen- 
cia) del Oficial encargado del Kegistro general de 
documentos del ramo de Minas que en ella obra^ 
una solicitud de rej^stro, fechada en ..., de ... per- 
tenencias de la mma ... de mineral ....sita en el 
término de ... (se expresarán los linderos), ha* 
ciendo la designación en la forma siguiente ... 

Ha presentado al propio tiempo la carta de pago 
correspondiente (así como el importe del 5 por 100 , 
en metálico que prescribe el Reglamento). 

Y para qué conste y sirva de resguargo al citado 
D. ....doy la presente certificación talonaria en ... 
á ... de ... de ... 

Firma. 

(Sello de lá Jefatura ó del Gobierno civil.) 

(Se harán las variaciones consiguientes si se tra- 
tare de una demasía, ó la solicitud se hiciese por 
una Sociedad ó por apoderado.) 
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MODEl^O i^ÚM, 4. 

Solicitad d^ galería general. 

D. N. N., vecino de esta ciudad, habitante en la 
calle de ..., núm. ...,de profesión ..., v de edad ..., 
según lo acredita la cédula personal de ... clase, 
núm. ..., expedida por ... en ..., á V. S. dice:. Que 
desea hacer las obras conducentes á la apertura 
de una galería general de ... (investigación, des- 
agüe ó transporte), que se nombrara..., en tér- 
mino de ..., paraje que llaman ..., lindante .,., con 
arreglo en un todo á la Memoria y plano que pre- 
senta, firmados por el Ingeniero de Minas D. ... 
(Se acompañará la designación con arreglo al mo- 
delo núm. 2, y en el caso de que no hubiese te- 
rreno franco, se hará constar los convenios con 
1.08 dueños de las concesiones interesadas, acom- 
pañando los documentos justificativos, y de no 
existir los convenios, solicitará la instrucción del 
. espediente de utilidad pública.) 

En atención á lo expuesto, ' 

A V. S. suplica que, habiendo por presentada 
esta solicitud con los documentos que la acompa- 
ñan, se sirva dar al expediente la tramitación que 
proceda, á fin de que se me conceda en su día ik 
autorización que solicito para la. apertura de dicha 
galería. 

Dios, etc. 

Fecha y firma. 

Sr. Gobernador civil de la provincia de ... 
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Modelo núm. 5. 

Don... ^.; :,^:; ; ■^... . ., 

Gobernador de la provincia de ,,. 

Por cuanto á ... tuve á bien otorgarle la conce- 
sión ..., cuyo expediente tiene el núm. ..., en tér- 
mino de •.., de esta provincia, he venido en resol- 
ver con fecha; ... que se le expida, éonforme á lo 
prescrito en el Decreto-Ley de 29 de Diciembre 
de 1868, el presente título de propiedad d^/i.. perte- 
nencias, que componen ... metros cuadrados de ex- 
tensión, en la forma que se fija en el adjuntp pla- 
no levantado por el Ingeniero Jefe D. . ., fechado 
•■en-.i. á ... de... de ..., con la obligación de cumplir 
las condiciones generales establecidas en la legis- 
lación vigente (y en su caso, las especiales que se 
le impongan. Se dejará con éste objeto un hueco 
de un decímetro para la inserción de estas condi- 
ciones). 

Por tanto, en virtud d,e este título, que va sella- 
do con el sello de este Gobierno de provincia, con- 
cedo en nombre del Gobierno de S. M. á ... la pro- 
piedad de la mina ... mientras cumpla con las 
expresadas condiciones. 

Dadoen ... á ...de ... del ... 

. '' El Gobernador. 



Gobierno de la provincia de ... 

Registrado en la Jefatura del distrito al folio ... del 
libro correspondiente. 

El Ingeniero Jefe del distrito. 
Se han satisfecho los derechos correspondientes. 
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Modelo núm. 6. 
Carpeta de los ezpedientes. 

Proáneia de ... Año de... 

MINAS 

Expediente de ... 

Número ... (El que le haya correspondido en el 
libro talonario.) 

iPara ... nombrada. 

(Aquí el nombre.) 

Interesado • • Vecindad. 

D «....• Domicilio» 

Representante: l> _ 

Número de pertenencias ... 
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Ley de.l.® de Agosto de 1889 (i) 

Desagüe de minas. 

Don Alfonso XIII... Sabed que las Cortes han de- 
cretado y Nos sancionado lo siguiente: 

Artículo 1° Cuando un grupo más ó menos nu- 
meroso de concesiones mineras esté amenazado ó 
sufra las consecuencias de una inundación común 
á todas ellas^ que comprometa su existencia ó im- 
posibilite la extracción de sus mineraleí|, el Go- 
bierno obligará á los concesionarios á ejecutar en 
común y á su costa los trabajos necesarios para 
desaguar las minas inundadas en todo ó en parte^ 
ó para detener los progresos de la inundación. 

Art. 2.^ Se abrirá previamente una información 
administrativa, en la que serán oídos todos los in- 
teresados. 

Art. 3.*^ Esta información la ordenará el Minis* 
terio de Fomento en vista de la Memoria del Inge- 
niero Jefe de Minas de la provincia que corres- 
ponda, en la cual se hará constar la producción de 
las minas antes y después de la inundación, las 



(1) Véase la Raal orden de 11 de Marzo de 1890» deter- 
minando la interpretación que debe darse á varias dispo- 
bolones de esta ley, y que se inserta á continuación. 
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causas de ésta, cómo se propaga y sus progresos, 
los perjuicios que ocasiona y la necesidad de apli- 
car esta Ley, para obligar á los concesionarios á 
que por sí y á su costa se hagan las obras de des- 
agüe necesarias para dejar en seco las minas 
aguadas y evitar que se inunden las demás. 

Esta Memoria irá acompañada de los planos y 
cortes necesarios para facilitar su inteligencia . 

Art. 4." La Memoria y los planos quedarán ex- 
puestos al público en el Gobierno civil de la pro- 
vincia por espacio de dos meses, y se abrirá un re- 
gistro, donde se consignen todas las observaciones 
que se hagan durante dicho plazo. 

Art. 5.^ La información se anunciará en la Ga» 
<:eia y Boletín oficial de la provincia, por edictos en 
la capital y en los Ayuntamientos donde radiquen 
las minas, y se notiñcarán administrativamente á 
los concesionarios ó sus representantes, y á los de 
las Sociedades dueñas de las minas. 

Art. 6.^ El Gobierno nombrará una Junta com- 
puesta de cinco ó seis Vocales, uno con el carác- 
ter de Presidente, que será un Inspector general 
•de Minas, eligiendo los restantes entre personaos 
peritas, imparciales y ajenas á los intereses que 
«e ventilan, y que se reunirán en la capital de la 
provincia en cuanto termine el plazo de dos meses 
que 'marca el art. 4.** 

Art. 7.° Esta Junta examinará las declaracio- 
nes consignadas en el Registro; recibirá informes 
verbales. Memorias y observaciones de todas cla- 
4ses; oirá á los concesionarios de minas, á los due- 
ños de fábricas metalúrgicas y jefes de estableci- 
mientos industriales; á las Cámaras de Cpmercio 
y otras Corporaciones consultiyas, y, en general, 
á todas las personas que puedan proporcionar da- 
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tos útiles. Después extenderá su dictamen sobre 
si debe ó no aplicarse el art. 1.° de la presen- 
te Ley. 

Art. 8.'' Todas estas operaciones deberán que» 
dar tet'minadas en el espacio de un mes, y exten* 
dida la correspondiente acta, acompañada de to- 
dos los documentos relativos á la información, se 
entregarán al Gobernador de la provincia, el cual^ 
con su informó, lo remitirá al Ministerio de Fo- 
mentó. 

Art. 9.° En su vista, el Ministro, oyendo á la^ 
Junta Superior facultativa de Minería, resolverá 
si debe aplicarse ó no el art. 1.° Los recursos con- 
tra esta resolución no suspenderán sus efectos. 

Los concesionarios. Presidentes ó Gerentes de 
las Sociedades mineras debida y legalmente auto- 
rizadas, serán convocados por el Gobernador en 
Junta general para nombrar un Sindicato, com-^ 
puesto de tres ó cinco Vocales, á cuyo cargo que- 
dará la gestión de los intereses comunes. 

Esta reunión la presidirá el Gobernador, y en 
ella J8e determinará el número de Síndicos y la du- 
ración de su cargo. 

.On esta primera reunión no serán válidos los 
acuerdos si no se reúnen más de la mitad de los 
convocados á ella. 

En la segunda, que no podrá verificarse hasta 
que transcurran diez días de la primera, los acuer- 
dos serán válidos, cualquiera que sea el número 
de los que asistan. En estas deliberaciones no po- 
drán tomar parte los partidarios, contratistas 6 
arrendatarios de las minas, sea cualquiera la de- 
nominación con que en este concepto intervengan 
en su explotación. En caso de defunción ó termi- 
nación de las funciones de los Síndicos, serán sus- 
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titulaos por la Junta general en la misma forma 
en que se hizo su nombramiento. 

Art.'lO. El Sindicato formulará un Reglamen«* 
to, que someterá á la Junta general, convocada ó 
presidida por el Gobernador de la provincia, y en 
él se fijarán la organización definitiva y las atri- 
buciones del Sindicato; las bases de la distribu- 
ción provisional ó definitiva de los gastos entre 
los concesionarios interesados; el sistema y modo 
de ejecución y entretenimiento de los trabajos y 
desagüe, y las épocas periódicas en que los conce- 
sionarios deberán satisfacer las cuotas que les co- 
rrespondan. 

Una vez aprobado por la Junta general, el Go- 
bernador remitirá el Reglamento al Ministerio de 
Fomento para su sanción definitiva, previa au- 
diencia de la JuntaSuperior de Minería y del Con- 
sejo de Estado, si así lo creyera conveniente. 

Art. 11. Si hecha la convocatoria no se reúne 
la Junta general, ó si no llega á un acuerdo res- 
pecto al nombramiento de los Síndicos, el Minis- 
tro, á propuesta del Gobernador, nombrará de 
oficio una Comisión, compuesta de tres ó cinco 
personas, que estará investida de la autoridad y 
de las atribuciones de los Síndicos. Si éstos no lle- 
van á cabo las operaciones de desagüe ó contra* 
vienen al sistema de ejecución y de entreteni- 
miento que se acuerde, podrá el Ministro de Fo- 
mento, á propuesta del Gobernador, y oyendo pre- 
viamente á los Síndicos, suspenderlos en sus fun- 
ciones y nombrar un numero igual de comisiona- 
dos, cuyos poderes cesarán en el plazo fijado para 
los Síndicos; pero á propuesta del Gobernador po- 
drán cesar antes de este plazo. Estos comisiona- 
dos podrán ser retribuidos, fijando el tanto la 
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Junta general, y la suma de estos sueldos se sa- 
tisfará del producto de las cuotas impuestas á los 
concesionarios. 

Art. 12. Las listas para la recaudación de las 
cuotas se extenderán por los Síndicos y se harán 
efectivas por los mismos. Las reclamaciones de 
los concesionarios sobre la ñj ación de su» cuotas 
«e resolverán por el Gobernador en el término de 
un mes, oyendo á la Diputación provincial, al Sin* 
dicato y al Ingeniero Jefe de Minas, sin que las 
cuotas reclamadas puedan ser exigibles hasta la 
resolución del Gobernador. Las relativas á la eje- 
cución de los trabajos se resolverán por el Gober- 
nador, oyendo al Ingeniero Jefe de Minas, con ape- 
lación en el caso anterior, y en éste, al Ministerio 
de Fomento. Los recursos por la vía contencioso- 
administrativa no suspenderán las obras. 

Art. 13. Transcurridos dos meses desde que se 
reclame el pago de la cuota de desagüe sin que el 
concesionario la haya realizado, y un mes después 
de notificado personalmente el deudor ó su repre- 
sentante^ y no siendo esto posible, después de 
anunciarse en el Boletín oficial^ se considerará la 
mina abandonada, y el Gobernador declarará ca- 
ducada la concesión, salvo el recurso de alzada 
ante el Ministerio de Fomento. 

Art. 14. Cuando la caducidad sea firme, la mina 
se sacará á pública subasta, según la ley de Mi- 
nas, y el concesionario desposeído podrá suspen- 
der los efectos de la caducidad si antes de la nue- 
va adjudicación paga todos sus atrasos, mas los 
recargos que impone la Hacienda á los contribu- 
yentes morosos. En la tasación para la subasta 
se comprenderá el importe de los débitos al Sin- 
dicato. 
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ARTÍCULO ADICIONAL 

Se prescindirá de los requisitos exigidos por los 
artículos 3.^ y 4.^ cuando se trate de minas como 
las de Sierra Almagrera, en que por trabajos pre- 
L vios se conozcan de antemano las circun standar 

especiales y condiciones técnicas á que dichos ar- 
_^ tículos se refieren, y el Ministerio de Fomento; 

I publicada esta ley, dispondrá que por el Goberna- 

dor de la provincia se convoque á los concesiona- 
rios en la forma que dispone el art. 9.^ 

DISPOSICIÓN FINAL 

Quedan derogadas todas las disposiciones que 
se opongan á la presente Ley. 
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Real orden de 11 de Mayo de 1890. 

Inierpreiaeión de algunas disposiciones de la ley de 1° 
de Agosto de 1889 sobre desagüe de minas. 

limo. Sr.: Vístala instancia elevada á este Mi- 
nisterio por el Presidente del Círculo industrial 
minero establecido en esta Corte, en solicitud de 
que se aclaren las dudas que han surgido acerca 
de la manera de acreditar su personalidad y emi- 
tir su voto los llamados á formar parte de la Junta 
general que habrá de constituirse en Almería para 
el cumplimiento de la ley, relativa al desagüe de 
las minas; 

S. M. el Rey (Q. D. G.), y*en su nombre la Reina 
Regente del Reino, de acuerdo con el dictamen de 
la Sección de Gobernación y Fomento del Consejo 
de Estado, se ha servido resolver: 

1.° Que los concesionarios y Presidentes ó Ge- 
rentes de las Sociedades que sean convocadas á la 
Junta de que se trata, podrán concurrir personal- 
mente ó por medio de representante autorizada 
con poder bastante otorgado en escritura pública. 

2.^ Que los Presidentes ó Gerentes que concu- 
rran personalmente, deberán hacer constar la re- 
presentación que ostentan por medio de acta nota- 
rial, en la que se inserte el acuerdo de la Sociedad 
confiriéndoles dicho cargo. 

Y 3.° Que los que asistan á la Junta tienen de- 
recho á emitir un voto por cada una de las minas 
que representen ó de que sean concesionarios ó 
propietarios. 

De Real orden lo digo á V. I., etc, 

14 
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INSTRUCCIÓN 

PARA LA 

PRÁCTICA DE LAS DEMARCACIONES Y DESLINDES 



Circular de 24 de Jumo de 1901. 

Remitidas á infcnraie del Consejo de Minería la 
comunicación del Ingeniero Jefe del distrito de 
Santander, relativa á la formación del plano ge- 
neral de la comarca de Santoña, y la del de Alme- 
ría, en que solicita de esta Dirección general se 
fijen los procedimientos y aparatos que hayan de 
adoptarse en los trabajos topográficos, y el límite 
de error que puede tenerse ^n cuenta para dar por 
buenas las operaciones que origina el despacho de 
expedientes, esta Dirección general ha dispuesto 
transcribir á V. S. los siguientes extremos del in- 
forme emitido por aquel Cuerpo consultivo, á ña 
de que se observen y se cumplan: 

«Respecto de la consulta hecha por el Jefe de Al- 
mería, teniendo en cuenta las diferenciáis que exis- 
ten en el número de Ingenieros y expedientes por 
despachar en cada distrito minero; la diversidad 
de instrumentos que poseen; las dificultades eco- 
nómicas para que todos dispongan de los más 
exactos, que, naturalmente, son muchomás cos- 
tosos, más delicados, de menor duración, y no 
pueden adquirirse con el peculio particular de los 
Ingenieros; la premura con que tienen que verifi- 
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carse las operaciones, por la acumulación de ex- 
pedientes y la falta de personal; la diversa impor- 
tancia de los distritos minaros; los terrenos, á 
veces muy quebrados ó frondosos, en que hay que 
trabajar, y los progresos de la Topografía, no se 
puede establecer una reglamentación ni una uni- 
formidad absoluta de procedimientos, aparatos m 
límites de errores, y que, dadas condiciones tan 
distintas, habrá que conceder cierta libertad en 
los medios de ejecución al Ingeniero encargado de 
estos trabajos, para que en cada caso estudie y 
adopte el procedimiento más apropiado á las cir- 
ctinstancias, y al que, en vez de preceptos, lo más 
que podrá dársele será consejos. 

Que á los Ingenieros en los distritos se les debe 
aconsejar: 

1.° En la parte relativa á declinación, que aun 
cuando, en cumplimiento del art. 33 de la Ley vi- 
gente, las demarcaciones deben hacerse con refe- 
rencia al Norte magnético, no debe prescindirse 
nunca, según está mandado, de mar^sar, tanto en 
el acta como en el plano, la declinación de la aguja 
magnética, cuya medida será la del ángulo que 
forme, con la menor anterioridad posible, la más 
próxima meridiana astronómica con la aguja 
orientadora del instrumento. Que en los deslindes 
determinen la declinación magnética para cada 
mina según la fecha de la demarcación: 

a) Buscando la declinación media observada 
en el año más próximo á aquella fecha en Madrid, 
y si no en París. 

6) Deduciendo ese mismo año la declina<;ión 
probable aproximada en el punto donde se halla 
trazada la meridiana astronómica más próxima á 
la mina por medio de la diferencia de la declina- 
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ción media observada en un mismo año entre Pa- 
rís, Madrid y dicho punto. 

. c) Calculando la declinación buscada por el nú- 
mero do años transcurridos desde la fecha de de- 
marcación de la mina hasta la de la observación 
magnética en París ó Madrid, admitiendo que esta 
declinación decrece aproximadamente 6' por, tér- 
mino medio cada año El error cometido por este 
cálculo será, á lo sumo, del mismo orden que el 
cometido en la medida de los rumbos con aparatos 
antiguos é inexactos. 

2.** Respecto á instrumentos, que en vez de me- 
dir distancias con cinta y ángulos con brújulas de 
limbos divididos en medios grados, empleen, cuan- 
do sea posible, goniómetros que aprecien un minu- 
to, con anteojos telemétricos y miras graduadas. 

3.^ En cuanto á los límites de errores, que para 
la medición con cinta en terreno quebrad(J el error 
relativo se aproxime á I : 500, y con anteojo tele- 
métrico se reduzca á 1 : 800^, no debiendo exceder 
las distancias medidas con cinta de 150 metros, y 
con anteojo telemétrico de 200 metros. El error co- 
metido por desplazamiento al replantear por coor- 
denadas polares, es decir, por azimut y distancia, 
vendrá dado por el doble producto de la distancia 
por el seno de la mitad del error angular del go- 
niómetro empleado: por consiguiente, será propor- 
cional, en las mejores condiciones, para la brújula 
de divisiones de medio grado, á seno 7',5 : 2, y para 
los goniómetros que aprecien 1', á sen. 1' : 2. 

4.° Relativamente al punto dé partida, que lo 
definan y fijen en el plano, siempre que sea posi- 
ble, por el método de intersecciones directas y 
cálculo trigonométrico de sus coordenadas Rec- 
tangulares, observándole desde otros dos vértices 
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de la triangulación topográfica de la comarca, 6 
por el de interseccionesin versas, visando desde el 
punto de partida dos ó tres^ vértices de la citada 
triangulación. Si iio fuese visible de ninguno de 
dichos vértices, que lo relacionen con los mks 
próximos por un itinerario que parta de ellos, 
calculando las coordenadas rectangulares de sus 
vértices. Y si no existiese la red topográfica, se 
contenten con relacionarlo á tres puntos, por lo 
menos, de visual nada incierta, y que ofrezcan 
condiciones de larga permanencia en el terreno, 
como torres, chimeneas, esquinas de edlficios,etc.; 
estoa^tres puntos podrían constituir un primer 
triángulo para un sistema de triangulación, que 
deberla utilizarse para la demarcación de minas 
próximas y para deslindes, y 

5.° y último. Que al practicar las demarciones 
y deslindes prefieran siempre que sea posible, para 
fijar los vértices, al método de recorrimiento, que 
aumenta los errores, el de triangulación y cálculo 
de las coordenadas, como se ha dicho también 
para el punto de partida. 

Dios guarde á V. S. muchos años. Madrid 24 de 
Junio de 1901.— El Director general, M. Gófnez Si- 
^ra.— Sr. Ingeniero Jefe del distrito minero de ... 
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